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Prólogo

[ 11 ]

En pocas ocasiones y en casos similares me he sentido tan dispues-
to a escribir el Prólogo de una obra. En ésta, los académicos María de 
Lourdes Morales Reynoso, Gabriela Fuentes Reyes y Juan Bernal Aguirre 
publican su exhaustiva investigación sobre Los organismos defensores de los 
derechos universitarios en México. Una mirada desde la reddu.1 Los investi-
gadores han obtenido importantes datos históricos desde la fundación, 
nacimiento y desarrollo de las prerrogativas o derechos de los docen-
tes y dicentes frente a las diversas autoridades, los reyes y el papado; 
desde el ejercicio de sus funciones en las nacientes universidades euro-
peas hasta encontrarse con la figura sueca del ombudsman a partir del 
siglo xix y sus avances –en el siglo xx y en el actual–, con el nacimiento 
de la institución defensora de los derechos universitarios, tanto en Canadá 
como en México. En nuestro país, como institución pionera, la Universi-
dad Nacional Autónoma de México creó el ombuds en 1985.

Por otra parte, la metodología de la investigación, con respecto a la 
identificación de funciones y de identidad de intenciones revelada por 
las defensorías universitarias analizadas, me permiten plantear los más 
importantes principios que se desprenden, a mi juicio, de la compara-

1 Red de Organismos Defensores de los Derechos Universitarios. 
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ción entre las defensorías examinadas y el hecho de que la universidad 
autónoma pública en México tenga su propia autorregulación, con res-
peto al orden legal y constitucional mexicano. Si existe una instancia que 
procure el respeto de la legislación vigente para las universidades, los 
organismos se tornan defensores de los derechos universitarios, impres-
cindibles para que, además, la autonomía de las instituciones públicas de 
educación superior no constituya extraterritorialidad, sino acato y obser-
vancia de la Constitución Política, las leyes federales y locales aplicables, 
y, desde luego, de todas las reglas académicas y escolares de la propia 
institución.

La creación de la defensoría universitaria en México ha obedecido, 
sobre todo, al principio de participación de los universitarios en la con-
formación de un mecanismo de garantía y cumplimiento de sus propios 
derechos, amén de ofrecer el mejor canal para la participación insti-
tucional democrática de los miembros de la comunidad universitaria, 
como prácticas cívicas efectivas en la discusión de situaciones y en la 
solución de los problemas universitarios, así como en la aplicación del 
marco jurídico nacional y local en la cultura del cumplimiento de la ley 
y la observancia de los derechos humanos de los universitarios y que las 
defensorías, por medio de la asesoría, la mediación y sus propias reco-
mendatorias, hacen valer el estado de derecho en favor de los universi-
tarios a quienes se les ha violado un derecho humano constitucional, un 
derecho académico o escolar.

En cuanto a los principios, solamente plantearé algunos. Primero, el 
de la independencia del ombudsman universitario, cuyas decisiones y re-
comendaciones no están supeditadas a ninguna autoridad interna de la 
universidad, y que la defensoría no constituya otra autoridad más al in-
terior de la universidad, sino que conforme una instancia independiente 
que goce de plena libertad en el ejercicio de sus funciones.

Asimismo, debo señalar el principio de la imparcialidad que es la 
obligación de atender equitativamente a todos los integrantes de la co-
munidad universitaria sin ninguna discriminación, pero con gran énfasis 
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en la no distinción del género y que, como lo establece el propio Re-
glamento de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la unam, 
no prejuzgue ni favorezca a los quejosos ni a las autoridades, es decir, a 
los funcionarios o dependencias administrativas o académicas que pre-
suntamente cometan actos, emitan resoluciones o incurran en omisiones 
contrarias a la legislación universitaria, cuando éstas sean además irrazo-
nables, injustas o inadecuadas.

Una de las características que más distingue a un órgano protec-
tor de los derechos universitarios es la accesibilidad, entendida como el 
respeto y aplicación del derecho de forma sencilla expedita y universal, 
donde el quejoso pueda acudir con la confianza de que el procedimiento 
le será comprensible, sin formalidades innecesarias, y que las recomen-
daciones que se ameriten serán emitidas debidamente motivadas y fun-
damentadas en derecho sobre la base de la buena fe y la equidad.

Soy confiado y optimista con respecto a las defensorías universitarias 
y a su organización social, como la reddu. Mis ideas de crear dicha red, 
desde el 2005 se han venido llevando a cabo con eficacia en la unión, en 
compartir ideales y objetivos, y en llevar a cabo las experiencias comu-
nes. Además, confío en que la acuciosa investigación, encabezada por 
Gabriela Fuentes Reyes, contribuirá a mejorar no sólo la identificación 
de los miembros de dicha organización; también incitará y será un reto 
para las universidades que aún no han creado esta noble instancia, para 
que conformen sus propias prácticas y modelos de vida universitaria, 
para que se creen más y mejores defensorías de los derechos de los uni-
versitarios, en todas las instituciones de educación superior públicas y 
privadas de nuestro país.

Leoncio S. Lara Saenz

Ciudad de México, otoño de 2017
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“Más justicia que derecho […] más autoridad que poder […] más 
humanismo que burocracia”. En este triedro, Arthur Juncosa y Carbonell 
(1996), síndic de la Universitat de Barcelona, resumió a la perfección 
durante el Primer Encuentro Estatal de Defensores Universitarios Espa-
ñoles, en 1996, la esencia de los organismos de defensa de los derechos 
universitarios.  

Las instituciones de educación superior tienen la función de formar 
profesionales en diversas disciplinas científicas o humanísticas, personas 
íntegras con identidad global, que incidan positivamente en su entorno 
social. Juegan un papel fundamental en la construcción no sólo de iden-
tidades críticas, sino de ciudadanos solidarios. Esto implica concientizar 
no sólo acerca de los derechos y deberes que se tienen, sino de los demás, 
donde el disfrute de los primeros es inseparable del cumplimiento de los 
segundos. 

Los derechos universitarios, entendidos grosso modo como aquellos 
que se tienen por el mero hecho de pertenecer a una comunidad acadé-
mica, no son una invención reciente, ni desarrollados a partir del auge 
que los derechos humanos han tenido en la segunda mitad del siglo xx. 
El nacimiento de la universidad en Occidente se debió directamente a su 
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reclamo y ejercicio. Son parte de su esencia, ya que una universidad sin 
libertad para expresarse, para estudiar sin ser acosado o discriminado, 
para diseñar sus planes de estudio, o para decidir si sus profesores están 
calificados, no es una universidad. Cada uno de estos derechos fueron 
obtenidos por los universitas scholarum, o por los universitas magistrorum 
durante la baja Edad Media. Ambos grupos son el origen de las insti-
tuciones de educación superior que hoy conocemos. Por ello, conside-
ramos importante no sólo abundar en el conocimiento de los derechos 
universitarios, sino en el de los organismos que actualmente se ocupan 
de su defensa y promoción.

Este trabajo encuentra su génesis en el proyecto de investigación ti-
tulado Diagnóstico de las defensorías y procuradurías de los derechos universita-
rios en las universidades públicas estatales y federales en México. Es parte de los 
trabajos que, en materia de derechos humanos, ha venido desarrollando 
el cuerpo académico Derecho, sociedad y cultura de la Facultad de De-
recho de la Universidad Autónoma del Estado de México, organismo 
directamente involucrado en el nombramiento de todos los defensores 
universitarios de esta universidad. 

Conocer las funciones de los órganos de defensa universitarios no se 
ha hecho extenso entre las instituciones de educación superior en nues-
tro país. Incluso dentro de las universidades e institutos que cuentan con 
una defensoría se desconoce el potencial de estos órganos. Uno de los ob-
jetivos del proyecto citado es exponer las diferencias y los acuerdos que 
existen entre los organismos defensores de derechos universitarios de las 
universidades públicas mexicanas.

En un inicio se consideró analizar todos los organismos de defensa 
de derechos universitarios, vinculados a las casas de estudio pertenecien-
tes a la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Edu-
cación Superior (anuies), que fueran de carácter público. No obstante, 
durante el transcurso de la investigación, fue evidente que algunas de las 
defensorías sólo existían en teoría, conforme a la ley, sin que se hubieran 
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materializado aún la oficina correspondiente. En otros casos, se trata-
ba de bufetes de las facultades de Derecho, similares a las defensorías 
de oficio, que no corresponden con la noción de ombuds organizacional, 
esencia de las defensorías universitarias. 

Por ello, se decidió que el alcance de este trabajo debía circunscribir-
se a los organismos de defensa de los derechos universitarios, vinculados a 
instituciones de educación superior mexicanas que estuvieran afiliados a la 
reddu, cualquiera que fuera su denominación (universidades, institutos, 
escuelas). Desgraciadamente, esta decisión implicó dejar fuera algunos de 
los organismos vinculados a universidades públicas que se analizaron para 
el diagnóstico. Pero también supuso incorporar a otros, pues, al versar 
exclusivamente sobre universidades públicas, dejaba a un lado los que se 
vinculan con las instituciones de educación privadas, como los pertene-
cientes al sistema universitario jesuita, algunos, fundadores de la propia 
reddu. 

En este trabajo se utilizó una metodología participativa basada en 
entrevistas abiertas, consultas, seminarios y foros, cuyos productos han 
constituido una valiosa fuente de información. No obstante, esta in-
vestigación se estructuró fundamentalmente a partir del análisis de los 
documentos que dan origen y regulan la actividad de los organismos 
defensores de derechos universitarios (en adelante oddu). La finalidad 
es tener un acercamiento formal a cada uno de ellos, que permita identi-
ficar tanto coincidencias como diferencias y contar con mayores elemen-
tos para ponderar las ventajas y desventajas de la manera en que se han 
materializado en cada legislación. 

Estamos convencidos de que estas entidades son pilares fundamen-
tales para formar ciudadanos en la cultura del diálogo y la mediación, 
como formas ideales para la solución de los conflictos cotidianos en un 
marco de tolerancia y de respeto. En suma, en el marco de la cultura 
de la paz. Además contribuyen a la formación de los universitarios, los 
oddu salvaguardan sus derechos mediante la prevención y la restitución, 
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vigilando el cumplimiento de la legislación. Una universidad sin oddu 
depende estrictamente de mecanismos rígidos para la solución de los 
conflictos, que están diseñados desde una perspectiva estrictamente dis-
ciplinaria, es decir, para condenar o absolver. Creemos que la función de 
la universidad (promotora de la tolerancia, diálogo y pluralidad) debe 
reflejarse en todas sus acciones y procesos.

Finalmente, queremos agradecer el apoyo de todos los titulares e 
integrantes de los oddu (defensores, procuradores o comisionados) que 
nos proporcionaron su valioso tiempo, orientándonos sobre la labor de 
dichas instituciones. Pero especialmente a los maestros Jorge Arturo Gar-
cía Rubí, de la Universidad Autónoma de Morelos, y José Acevedo Acosta, 
de la Universidad Autónoma de Aguascalientes, quienes presidieron la 
reddu cuando se realizó el diagnóstico.
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En los últimos años, la proliferación de organismos de defensa de 
derechos universitarios en las instituciones de educación superior puede 
generar la impresión de que los derechos universitarios son una novedad, 
impulsada por el papel que tienen los derechos humanos en el Estado 
constitucional, como factor de legitimación de las actividades públicas. 
Es verdad que los organismos de defensa de los derechos universitarios 
son relativamente recientes. La mayoría surgieron durante la segunda 
mitad el siglo xx. En cambio, los derechos universitarios son, como se 
señala en la introducción, tan antiguos como la propia institución. 

La historia de los derechos universitarios es también la de la uni-
versidad. Tiene sus orígenes en Italia, y casi inmediatamente después 
en Francia, durante el siglo xi. La historia de la universitas scholarum es, 
además, la del estudio del Derecho como disciplina moderna. Se sabe 
que Bolonia constituía un importante centro de estudio del Derecho en 
la Edad Media, albergando dos escuelas famosas: la de Graciano, centra-
da en el Derecho canónico, y la de Irnerio, que se avocó al estudio del 
Derecho romano. En cambio, la historia de la universitas magistrorum no 
tuvo una relación cercana con el Derecho como disciplina, ya que París 
era una de las pocas universidades que no ofrecía, en esa época, estudios 
jurídicos. Ambas contribuyeron a formar el perfil de la universidad, lo 
que implicaba establecer prerrogativas tanto para alumnos como para 
profesores.
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La universitas scholarum nació en el último cuarto del siglo xi, cuan-
do Bolonia era una de las muchas ciudades en las que se cultivaba el 
Derecho canónico, pero la única que tenía una escuela verdaderamente 
importante de Derecho romano. Los estudiantes dedicados al primero, 
disfrutaban de un privilegim clericorum, a través del cual gozaban de la 
protección de la Iglesia. Los extranjeros eran especialmente vulnera-
bles porque, al no ser nativos de las ciudades en donde estudiaban, 
carecían de protección jurídica. Este privilegio los amparaba al fun-
cionar la Iglesia como una corporación internacional. Por eso “las uni-
versidades eran guildas de estudiantes extranjeros” (Rasdhall, 1895: 
159), es decir, corporaciones. El estudio de Derecho romano impulsó su 
importancia en Bolonia, ya que los alumnos estaban expuestos a todo 
tipo de vejaciones y abusos, tanto por los profesores y directivos del 
estudio como de las autoridades de la ciudad. Atendiendo al origen 
geográfico de sus integrantes, se dividían en dos corporaciones: la ci-
salpina y la trasalpina.

Los estudiantes de Derecho romano buscaron protección con el em-
perador Federico Barbarroja, quien simpatizaba con modelos que res-
tringían el poder de las autoridades eclesiásticas a favor de las civiles, por 
lo que los protegió. Así surgió la Authentica habita, documento emitido 
para proteger a los estudiantes, si bien los directamente favorecidos fue-
ron los extranjeros dedicados al Derecho romano. Así como los estudian-
tes de Derecho canónico tenían un privilegium clericorum, aquellos pudie-
ron beneficiarse, en virtud de este documento, de un privilegium scholaris. 

La emisión de la Authentica Habita fue uno de los acontecimientos de-
terminantes para el surgimiento de la universidad. Tamayo y Salmorán 
le adjudica directamente el nacimiento de la universidad a estudiantes: 

Inicialmente las hermandades de estudiantes estaban concebidas como me-

canismo de defensa general frente a contrapartes más o menos hostiles. El 

movimiento de estudiantes en Bolonia no se inició para alcanzar el control 

sobre el studium y sobre el cuerpo magisterial. Los estudiantes no pretendían 
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organizar los asuntos universitarios de conformidad con una ideología pre-

concebida. Sin embargo, dadas las condiciones y la evolución de la situación, 

la obtención del poder fue una progresión natural. Una vez que este poder 

fue alcanzado, su momentum no pudo ser limitado. La consecuencia fue el 

manejo del studium (1987).

Al apoderarse del estudio, crearon la entidad que tradicionalmente es 
reconocida como la primera universitas. Se trataba, como se ha referido, 
de una universidad de estudiantes. Éstos se encargaban de organizarla, 
creando un modelo totalmente nuevo, centrado en las prerrogativas que 
les concedía la Authentica habita. 

Si la universidad en Bolonia surgió como respuesta a los problemas 
de los estudiantes, en París fueron los docentes quienes se rebelaron 
contra las condiciones impuestas por el obispo para acceder al estudio 
y permanecer en él. El chancellier era el funcionario eclesiástico por me-
dio del cual el obispo de París controlaba el estudio. Las corporaciones 
(universitates) de docentes, apoyadas por el Papa, lograron acabar con 
las prerrogativas que tenía el obispo, entre las que destacaba el otorga-
miento de la licentia docendi, sin la cual era imposible formar parte del 
claustro: 

En 1212, el pontífice –Inocencio III– prohíbe al chancelier pedir juramento 

de obediencia a los maestros y ordena otorgar la licentia docendi sólo a los 

aspirantes aprobados por las facultades [...].

    La reacción de la diócesis no se hizo esperar: se resiste a las disposiciones 

del pontífice y, en plus excomulga en masse a toda la universitas por el curioso 

pecado de conspiración. De paso, le niega la facultad de darse sus propios 

estatutos.

    La universitas no cedió y mucho menos el Papa. A la postre, el chancelier 

tuvo que ceder (Tamayo y Salmorán, 1987: 69).
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Libertad no sólo para enseñar, sino para aceptar como parte del gremio 
a quienes estaban capacitados para hacerlo, fue otro de los grandes lo-
gros de la universitas magistrorum.

Ambos modelos universitarios, que en un principio parecían antagó-
nicos, terminaron pareciéndose cuando estudiantes y maestros modera-
ron sus condiciones iniciales. Muchas universidades adoptaron aspectos 
de ambos modelos, aunque “oficialmente” fueran de escolares o de do-
centes. Oxford y Salamanca son buenos ejemplos de universidades que 
incorporaron aspectos para proteger tanto a alumnos como a profesores. 

Aunque no podemos hablar de una evolución constante y sostenida 
de una institución tan antigua como la universidad, que necesariamente 
se ha enfrentado a periodos de ruptura e incluso de involución, sí po-
demos afirmar que su esencia se ha mantenido a través del tiempo. Esa 
esencia es, precisamente, el conjunto básico de derechos de docentes y 
estudiantes, ganados por ambos modelos. El cuidado de esa esencia es, 
en gran medida, la razón de ser de los organismos protectores de los 
derechos universitarios. 

Actualmente, los derechos universitarios son definidos a partir de 
dos grandes perspectivas: la que considera que cualquier derecho, sólo 
por estar incluido en la legislación institucional, es un derecho universi-
tario, y la que solamente incluye en este concepto a los que caracterizan 
la esencia de la universidad de la que se habló con anterioridad (libertad 
de cátedra y otros similares). 

Hemos optado por la primera perspectiva, por la simple razón de 
que todos los organismos mencionados con anterioridad tienen la enco-
mienda, al menos, de proteger los derechos que concede la legislación, 
sin distinguir si se trata de derechos estrictamente académicos o de otros 
(como el derecho de petición) que derivan del ejercicio de derechos fun-
damentales e incluso de derechos humanos. 

Actualmente existe la tendencia de considerar que los derechos uni-
versitarios son derechos humanos materializados en la universidad. Es 
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cierto que muchos derechos humanos, sobre todo los vinculados con la 
libertad y con la igualdad, coinciden con derechos considerados tradi-
cionalmente como propios de la academia. Pero también lo es que los 
derechos universitarios no solamente son una expresión concreta de de-
rechos humanos, sino de toda una gama de principios jurídicos que se 
traducen en prácticas administrativas y docentes concretas. 

La expresión “derechos universitarios” nace por la necesidad de 
atender una calidad esencial, la de ser miembro de una comunidad uni-
versitaria (cuando se extienden solamente a los que la integran en un 
momento dado, por contar con un contrato o tener la calidad de alumno 
inscrito) o, simplemente, la de haber estudiado en ella (cuando se extien-
de a todos los egresados). Esto depende de lo que la legislación de cada 
institución de educación superior disponga. En algunos casos, solamente 
tienen esa calidad los derechos de los académicos y de los estudiantes, 
sin considerar al personal directivo, administrativo y de servicios.

Algunos derechos presentan verdaderos retos para los oddu. Por 
ejemplo, la libertad de cátedra, entendida de forma muy diversa, no sólo 
a lo largo de la historia sino en atención al contexto en el cual se ejerce. 
Raúl Madrid, en su artículo “El derecho a la libertad de cátedra y el con-
cepto de universidad”, afirma que

el concepto doctrinal de universidad que se suscriba no será irrelevante para 

definir los márgenes de libertad de los académicos, sino que, dependiendo del 

modelo que se elija, se puede llegar a conclusiones muy distintas, y en algu-

nos casos contradictorias (2013: 30). 

Las estrategias de defensa de los oddu dependen, a menudo, de la for-
ma en que los derechos se materializan en las legislaciones de cada ins-
titución. Jorge Ulises Carmona Tinoco señala que se trata, más que de 
derechos a la educación, de derechos en la educación: 
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Los derechos universitarios son una gama de deberes y derechos de diversa 

índole, en particular administrativos, labores y por supuesto, de derechos hu-

manos (tales como igualdad, no discriminación y libertad de expresión), que 

tienen incidencia en los variados tipos de relaciones que se dan al interior de 

las instituciones de educación superior (2013: 201). 

Por ello consideramos que los derechos universitarios, al menos en lo que 
se refiere al ámbito de competencia de los oddu, son todos aquellos 
que se encuentran plasmados en la legislación propiamente universitaria 
y podrán conocer de ellos en la medida en que la propia legislación de 
cada institución lo determine. 
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Los organismos de defensa 
de los derechos universitarios

[ 25 ]

Estas figuras –ampliamente denominadas en la doctrina como om-
budspersons universitarias– encuentran sus antecedentes en dos figuras 
básicas: el ombudsman sueco de principios del siglo xix y los defensores 
del pueblo españoles y portugueses. Ambas tuvieron –y tienen– como 
objetivo la vigilancia y control de las actividades de autoridades, a fin de 
ampliar la protección de derechos de las sociedades a las que represen-
taban. Para ello, estas instancias protectoras de derechos se caracterizan 
por ser vías no jurisdiccionales, es decir, sus funciones no suponen ni la 
sustitución, ni la duplicidad de funciones con respecto de las actividades 
ya desarrolladas por las autoridades judiciales o disciplinarias.

Uno de los antecedentes más remotos de esta institución, en el ám-
bito universitario, lo encontramos en Canadá. Al hablar de las defenso-
rías en las universidades y colegios de este país, Martine Conway señala 
que el primer ombusdman universitario fue creado por los estudiantes de 
la Simon Fraser University, en 1965 (citado en Sánchez, 2016b: 44). Esta 
entidad antecede no sólo en general a los ombuds americanos, sino tam-
bién a los europeos.

La defensoría universitaria en Europa fue, como señala Joseph 
Leidenfrost (citado en Sánchez, 2016b: 81) una invención española. 
La Constitución de 1978 impulsó a través de la figura del defensor del 
pueblo, la aparición de ombuds organizacionales en distintas instituciones 
de la vida pública española. La primera defensoría universitaria fue la de 
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la Universidad Complutense de Madrid, que abrió sus puertas el once 
de junio de 1985. La siguió la Universidad de Granada el 27 de julio del 
mismo año.  

En virtud de que el Estado español es un ente centralizado, al esta-
blecer la Ley orgánica de universidades que estas han de contar con una 
defensoría, la institución ha florecido en los últimos años. Gracias a esta 
ley casi todas las universidades españolas cuentan actualmente con un 
oddu. 

En México, el surgimiento de los organismos de defensa de los de-
rechos universitarios data del año de 1985, cuando la Universidad Na-
cional Autónoma de México (unam) decide incorporar en su estructura 
una instancia protectora especializada en derechos de esta índole, deno-
minada Defensoría de los derechos universitarios. Fue el primer órgano 
de este tipo en el país, siendo cercana a la recién formada Defensoría de 
la Universidad Complutense, con la que comparte la denominación. La 
Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh) surgió casi cinco años 
después, por lo que la defensoría de la unam es una de las entidades 
pioneras en la protección no jurisdiccional de los derechos. Leoncio Lara 
Sáenz subraya la importancia de esta situación:

Ha correspondido a universitarios crear la doctrina jurídica sobre los dere-

chos humanos y la necesidad de establecer un mecanismo no judicial para la 

defensa de estos derechos y para la incorporación a nuestro régimen jurídi-

co de la figura, competencias, atributos y funciones del primer ombudsman 

mexicano en la unam, esto es, la Defensoría de los Derechos Universitarios 

de la unam (2010: 130). 

El honor le correspondió al maestro Jorge Barrera Graf. La defensoría 
de la unam ha sido una de las principales influencias para las universida-
des mexicanas que decidieron incorporar un oddu en su estructura. De 
ahí que se hable generalmente de defensorías universitarias. No obstan-
te, la primera universidad estatal que incorporó un oddu, la Universi-
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dad Autónoma de Guanajuato, no lo hizo siguiendo a la unam, al menos 
en lo que respecta a su denominación, sino que introdujo el término pro-
curaduría universitaria para designar a su órgano interno de defensa. Una 
tercera denominación fue introducida por la Universidad de Sonora al 
denominar comisión a su oddu. 

La denominación puede ser diferente, así como su estructura y algu-
nas de sus funciones, pero lo esencial permanece: todos vigilan el cum-
plimiento de la legislación en lo que respecta a los derechos de los inte-
grantes de su comunidad de forma independiente, practicando, de ser 
posible, la conciliación y la mediación, en el marco de un procedimiento 
sin formalidades excesivas, que privilegia el diálogo y la reparación, an-
tes que las soluciones de carácter meramente disciplinario. 

Partiendo de estas bases se confirman varios aspectos: 1) tanto los 
derechos por los que ha de velar el oddu, como el órgano mismo, deben 
estar contemplados en la legislación universitaria; 2) su naturaleza es 
institucional y las responsabilidades que le son encomendadas no deben 
suponer una duplicidad de funciones con respecto a otras instancias y 
autoridades internas o externas; 3) éstos poseen facultades y obligacio-
nes para promover la vigilancia y protección de los derechos humanos 
que se materializan en la legislación de la universidad, sobre todo a par-
tir de 2011, cuando la reforma en materia de derechos humanos dejó 
claro que su protección no es sólo responsabilidad de algunos juristas, 
sino que interesa a la sociedad en su conjunto.

Uno de los factores más importantes en el desarrollo de las defen-
sorías ha sido la constitución de redes. La existencia de un oddu al in-
terior de una universidad es por sí mismo un logro y una muestra de 
voluntad en favor de la democratización y la protección de derechos 
de una comunidad. Exige desarrollar su trabajo siguiendo una serie de 
valores, principios y aptitudes, de entre los que destacan la empatía, la 
retroalimentación y la solidaridad. Éstos son importantes en tanto que 
representan fielmente los objetivos de los ombuds y fomentan la creación 
de cuerpos  colaborativos.
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Gracias a los esfuerzos conjuntos y a las muestras de voluntad para 
trabajar en coordinación, se han formado sólidas redes de órganos de-
fensores no sólo en el ámbito local, sino que han ido extendiéndose a 
universidades internacionales, generando espacios de discusión y foros 
con diferentes perspectivas y visiones, siempre complementarias y favo-
rables para la retroalimentación.

El éxito y el buen trabajo de los primeros órganos de defensa de 
derechos universitarios fueron clave para promover la creación de otros 
más en aquellas instituciones donde aún no existían. Las relaciones entre 
los oddu se formalizaron en junio de 2005, cuando los titulares de cada 
organismo de defensa de siete universidades, acompañadas de repre-
sentantes de sus respectivas instituciones, crearon mediante instrumento 
notarial, la Red de Defensores, Procuradores y Titulares de Organismos 
de Defensa de los Derechos Universitarios (reddu). 

La reddu es una asociación mexicana que, conforme a lo señalado 
en sus estatutos, nació para promover el fomento, estudio, difusión y de-
fensa de la cultura de los derechos universitarios a través de organismos 
específicos al interior de las instituciones de educación superior. 

Las instituciones que constituyeron el núcleo inicial de la reddu, y 
que reciben por ello el estatus de fundadoras son, conforme al Artículo 8 
del estatuto de la red, las siguientes: la Universidad Autónoma de Gue-
rrero, la Universidad Autónoma de Guanajuato, el Instituto Tecnológico 
y de Estudios Superiores de Occidente, la Benemérita Universidad Au-
tónoma de Puebla, la Universidad Autónoma de Sonora, la Universidad 
Autónoma de Querétaro, la Universidad Autónoma de Zacatecas, la Uni-
versidad Autónoma de Aguascalientes y la Universidad Nacional Autó-
noma de México. Puesto que la Universidad Autónoma de Querétaro no 
consolidó el proyecto de defensoría, actualmente en la página oficial de 
la reddu solamente aparecen seis miembros fundadores. 

Además de las seis instituciones fundadoras hasta la fecha, la red 
está integrada por diecisiete asociados regulares: Defensoría de los De-
rechos Politécnicos del Instituto Politécnico Nacional; Defensoría de 
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los Derechos Universitarios de la Universidad Autónoma de Chiapas; 
Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autónoma de 
Ciudad Juárez; Defensoría de los Derechos Humanos Universitarios 
de la Universidad Autónoma de Coahuila; Defensoría del Estudiante de 
la Universidad Autónoma de la Ciudad de México; Procuraduría de los 
Derechos Académicos de la Universidad Autónoma de Morelos; Defen-
soría Universitaria de la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo; 
Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autóno-
ma del Estado de México; Defensoría de los Derechos Universitarios de 
la Universidad Autónoma Metropolitana; Defensoría de los Derechos 
Universitarios de la Universidad de Ciencias y Artes de Chiapas; Pro-
curaduría de los Derechos Universitarios de la Universidad Iberoame-
ricana-Ciudad de México; Procuraduría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad Iberoamericana-León; Procuraduría de los Derechos 
Universitarios de la Universidad Iberoamericana-Puebla; Procuraduría 
de los Derechos Humanos Universitarios Nicolaítas de la Universidad 
Michoacana de San Nicolás de Hidalgo y Defensoría de los Derechos 
Universitarios de la Universidad Veracruzana. En total, 23 instituciones 
mexicanas de educación superior.

La reddu no es sólo una red nacional, ya que sus estatutos cuentan 
con una cláusula que incluye a extranjeros, en calidad de asociados, lo 
que implica, por ejemplo, que cuenten con voz, aunque no con voto. In-
cluso en esas circunstancias su participación ha introducido un elemento 
inapreciable para el crecimiento tanto de los oddu nacionales como de 
ellos mismos, ya que la construcción del perfil de los organismos de defensa 
se desarrolla, en buena medida, mediante sus pares. La formación supe-
rior muestra aquí su faceta más universal, donde los derechos universi-
tarios, académicos y humanos que florecen en estas instituciones, son los 
mismos sin importar fronteras.

Las instituciones extranjeras asociadas a la red, son: Universidad 
Complutense de Madrid (España), Universidad de Castilla, La Mancha 
(España), Pontificia Universidad Católica del Perú (Perú), Universidad 
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de Murcia (España), Universitat de Girona (España), Universidad de El 
Salvador (El Salvador), Universidad de Panamá (Panamá), Universidad 
Autónoma de Madrid (España), La Trobe University (Australia), Univer-
sidad de Cantabria (España), Universidad Politécnica de Madrid (España), 
Universitat Oberta de Catalunya (España), Universidad de Alcalá de He-
nares (España), Universidad de Vigo (España), Universidad Señor de 
Sipán (Perú), Universidad Carlos III de Madrid (España), Universidad 
Nacional Autónoma de Honduras (Honduras), Universidad Nacional de 
Educación a Distancia (España), Universidad Rey Juan Carlos (España), 
University George Mason (Canadá), Universidad Inca Garcilaso de la 
Vega (Perú), Universidad Politécnica de Catalunya (España), Universitat 
de Lleida (Cataluña), Universidad Federal de Rio de Janeiro (Brasil), 
Universidad Pablo de Olavide (España) y Universidad Católica Los Án-
geles de Chimbote (Perú). 

Es frecuente que a las reuniones anuales de la reddu se incorporen 
un número importante de miembros asociados. Por ello, la red ofrece un 
amplísimo panorama de la función de los ombuds universitarios, no sólo 
en México sino en todo el mundo.

En la X Asamblea Ordinaria de la red, que se celebró en la ciudad 
de Zacatecas el 4 de octubre de 2013, se cambió el nombre de la orga-
nización por el de Red de Organismos Defensores de los Derechos Uni-
versitarios, conservando las siglas reddu que la han caracterizado desde 
su constitución.

La conformación de colectivos internacionales de órganos garantes 
de derechos universitarios se ha presentado como uno de los objetivos 
más importantes después de la conformación de redes locales y regiona-
les. Así, la reddu y la cedu iniciaron los trabajos para la conformación 
de la Red Iberoamericana de Defensorías Universitarias (ridu) en 2015, 
en el marco del encuentro bilateral celebrado en la Universidad Politéc-
nica de Madrid, en junio del mismo año. Varios oddu de ambas organi-
zaciones se han integrado a la misma.
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Los organismos de defensa de los derechos universitarios tienen la 
importante tarea de salvaguardar la legislación de sus instituciones y los 
derechos de los integrantes de su comunidad, pero cumplen una función 
aún más importante, que a menudo pasa desapercibida y que encuen-
tra su máxima expresión en el trabajo colaborativo que realizan redes 
internacionales como la reddu: conservar la idea de que la universidad, 
donde quiera que se encuentre y sea cual sea la denominación que adop-
te, debe basarse en valores que permitan a los universitarios de todo el 
mundo identificarse como tales sin importar su nacionalidad. Proteger 
y promover los derechos universitarios es la mejor manera de honrar a 
esta noble institución surgida hace casi mil años, cuando ser universita-
rio significaba ser estudiantes o docentes, y, aunque de distinto origen, 
unidos en un solo esfuerzo para luchar por la libertad, la igualdad y la 
búsqueda de la verdad.
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Las defensorías, procuradurías 
y comisiones asociadas 

a la Red de Organismos Defensores de los 
Derechos Universitarios (reddu)

[ 33 ]

Como se dijo anteriormente, el objeto de este texto es procurar una 
visión general de los organismos de defensa de los derechos universita-
rios en México, a partir de una revisión de aquellos que forman parte 
de la reddu (cabe señalar que solamente se han incluido los miembros 
regulares y fundadores). Para ello, hemos considerado cinco apartados 
que procuran una visión general de cada uno, tomando como fuente 
principal la legislación que les da origen y que les rige.

Antes de exponer los aspectos que componen cada apartado, es 
conveniente mencionar que los organismos de defensa de los derechos 
universitarios adoptan el nombre de defensoría, procuraduría o comisión. 
Esta circunstancia no implica una diferencia conceptual, ya que impacta 
principalmente en la conformación del oddu (que se componen, según 
sea el caso, de defensores adjuntos, sub-defensores, subprocuradores, se-
cretarios, oficiales, visitadores, por mencionar algunos). 

Los apartados en los que se divide el texto de cada oddu son cinco: 
datos generales; naturaleza jurídica, situación institucional y normativi-
dad; integración y dirección; competencia y mecanismos de defensa, y 
actividades de difusión.

Datos generales: En este apartado se señala el año en el que el oddu 
fue creado, el lugar donde se encuentra, si se trata de una oficina única 
o existen delegaciones u oficinas desconcentradas, la antigüedad en la 
reddu y si tiene la calidad de asociado fundador o regular. 
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Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad: En éste se in-
dica la naturaleza del oddu; si es independiente, autónomo o ambos; si 
está sujeto a la línea jerárquica y a quién responde; si participa, en su caso, 
en algún sistema de gestión de la calidad institucional, de la forma en que 
se verifica la rendición de cuentas y ante quién; si opera de forma especial 
la normatividad que le da origen y la que le regula de forma concreta.

Integración y dirección: Aquí se indica si se trata de un órgano uni-
personal o colegiado, atendiendo al número de personas que realizan 
tareas de defensa; se expone la integración del oddu; a quién o quiénes 
corresponde la designación del titular y el resto del personal; el procedi-
miento mediante el cual se lleva a cabo; la duración del periodo; si existe 
la posibilidad de reelegirse; los requisitos para ser defensor, procurador 
o comisionado (titular, adjunto o cualquier otra modalidad que adopte); 
quién puede removerlos y en qué casos, y quiénes han de guardar reserva 
de los asuntos.

Competencia y mecanismos de defensa: En este apartado se indican los 
sectores a los cuales defiende el oddu; si actúa a petición de parte o de 
oficio; si se señalan principios específicos que le regulan en la legislación; 
su competencia; si tiene la posibilidad de moverse por la institución li-
bremente, solicitar informes y documentación; los asuntos en los que 
no es competente; la forma en que se desarrollan las consultas y aseso-
rías; las formalidades, de haberlas, para los procedimientos de queja; 
la existencia de políticas de transparencia y protección de datos; una 
descripción del procedimiento, la forma y medios conforme a los cuales 
se dirige a las partes; la posibilidad de instrumentar medidas cautelares; 
el uso de medios alternos al procedimiento para solucionar los asuntos; 
la posibilidad de solicitar informes; las modalidades que toma la resolu-
ción; las condiciones para emitir recomendaciones y sus características; 
la posibilidad de recurrirlas, la publicidad que se les da, y si es posible 
que las recomendaciones se extiendan a la legislación.
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Actividades de difusión: En éste, se indica si el oddu tiene entre sus 
obligaciones promover la cultura de los derechos universitarios, huma-
nos o ambas; si existen jornadas de promoción; si participa en los medios 
de comunicación universitaria; si cuenta con una página electrónica y 
cualquier otra acción que implique la difusión y el conocimiento de sus 
actividades.

Defensoría de los Derechos Universitarios  
de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla 

La Benemérita Universidad Autónoma de Puebla (buap), a la cual se 
vincula este oddu, nació el 4 de abril de 1937, cuando su anteceden-
te inmediato, el Colegio del Estado, adquirió el rango de universidad. 
Sus orígenes se remontan, sin embargo, al Colegio del Santo Espíritu 
fundado por los Jesuitas en 1587, una de las instituciones de educación 
superior más antiguas del país. Hoy día, al igual que la mayoría de las 
casas de estudio de naturaleza pública, es un organismo público descen-
tralizado de la entidad, con personalidad jurídica propia y, como señala 
su denominación, dotado de autonomía.  

Datos generales

La Defensoría de los Derechos Universitarios fue creada por el Consejo 
Universitario el 27 de septiembre de 1991. Se trata de uno de los prime-
ros órganos de defensa que operaron en las universidades estatales. Se 
encuentra ubicada en ciudad universitaria, que concentra la mayoría de 
las facultades. Se trata de una única oficina, sin unidades desconcentra-
das. Es uno de los oddu fundadores de la reddu (2005). Participa acti-
vamente en las reuniones regionales e interactúa con otros organismos 
defensores de los derechos humanos de la entidad.
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Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

Con respecto a su naturaleza jurídica, la defensoría está considerada un 
organismo independiente, que no está sujeto a la línea jerárquica, y que 
sólo responde al Consejo Universitario. No tiene carácter de autoridad y 
sus resoluciones no son vinculatorias. La rendición de cuentas, ante ante 
dicho Consejo, se verifica mediante la presentación de un informe anual 
durante el mes de febrero. En lo que respecta a los bienes y control del 
presupuesto, opera como el resto de las dependencias universitarias.

La normatividad universitaria que le da origen es el Estatuto Or-
gánico de la Universidad Autónoma de Puebla, en sus Artículos 154 y 
155. La Ley de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla no la 
menciona. El ordenamiento jurídico que la regula de forma específica 
es el Reglamento de la Defensoría de los derechos universitarios de la 
Benemérita Universidad Autónoma de Puebla.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Está integrado por tres defensores, uno de ellos titu-
lar y dos adjuntos: uno especializado en asuntos estudiantiles y otro, en 
asuntos que involucren académicos y trabajadores. 

La designación del titular se realiza por el Consejo Universitario, 
a partir de una terna propuesta por la Comisión de Honor y Justicia, y 
la Comisión de Legislación Universitaria. Los adjuntos son designados 
y removidos por el rector a propuesta del defensor. El defensor dura en 
su cargo tres años, con posibilidad de reelegirse por una sola ocasión. 
Puede ser removido solamente por el Consejo Universitario, por una 
causa grave, a petición del rector y con previo análisis del caso por la 
Comisión de Honor y Justicia.

Los requisitos para ser defensor son los mismos que el estatuto re-
quiere para ser abogado general: a) ser ciudadano mexicano en pleno 
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goce de sus derechos; b) tener grado académico de maestría o superior 
en Derecho; c) tener una antigüedad en la institución no menor a cinco 
años; d) contar con el nombramiento de profesor o investigador titular 
definitivo; e) ser mayor de 35 años y menor de 65 el día de la elección;  
f) haberse distinguido en su especialidad y gozar de reconocimiento 
como persona prudente y honorable; g) haberse destacado en el cumpli-
miento de sus obligaciones y responsabilidades académicas e institucio-
nales, y contribuido fehaciente y significativamente en el mejoramiento 
de la vida universitaria; h) gozar del respeto y estimación universitaria; 
i) no ser funcionario público ni dirigente de algún partido político el día 
de la elección; y j) no ser ministro de culto religioso.

El perfil del defensor no se orienta a tener un carácter de autoridad 
ni intereses fuera de la institución que pudieran comprometer su actua-
ción imparcial. Aunque no necesariamente debe tratarse de un abogado 
de profesión, sí requiere  formación académica especializada en la mate-
ria, específicamente la maestría o el doctorado en Derecho.

El defensor titular y los adjuntos cuentan con personal asignado por 
la institución para el mejor desarrollo de sus funciones: dos abogados 
(uno adscrito y otro auxiliar), un coordinador administrativo, un res-
ponsable de sistemas, quienes desempeñan funciones secretariales y de 
servicios. Todos son propuestos –al rector– por el titular, para proceder a 
su nombramiento. Los defensores (titular o los adjuntos) están obligados 
a guardar reserva de los asuntos que se les plantean.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa tanto  a petición de parte como de oficio. Es competente para 
conocer de cualquier reclamación, queja o denuncia individual de los 
integrantes de la comunidad, que consideren que se han vulnerado sus 
derechos universitarios. Tiene la posibilidad de realizar investigaciones 
y solicitar informes. Además, una de las encomiendas que lleva a cabo es 
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promover la cultura de la legalidad y vigilar el cumplimiento de la legis-
lación. El defensor puede moverse libremente en todas las dependencias 
de la universidad en el ejercicio de sus funciones.

La defensoría no puede conocer de afectaciones a derechos de ca-
rácter colectivo, resoluciones disciplinarias emitidas por la Comisión de 
Honor y Justicia del Consejo Universitario o del propio pleno del conse-
jo, sobre evaluaciones académicas de los profesores, conflictos de natu-
raleza estrictamente laboral o asuntos de competencia de las comisiones 
dictaminadoras, evaluadoras, consejos de unidad académica o consejos 
por función. En general, no es competente en los casos en que las pre-
suntas violaciones tengan señaladas otras vías para ser impugnadas por 
la Ley y el Estatuto orgánico, o por el Consejo Universitario.

La defensoría no sólo atiende las quejas que se le presentan formal-
mente. En primer término, asesora y orienta. Esto puede realizarse de 
manera personal, telefónica, a través de Internet o por cualquier otro 
medio al alcance del solicitante. Cuenta con un aviso de privacidad. In-
cluso cuando no impliquen el inicio de un procedimiento formal, estas 
asesorías son clasificadas, registradas y se les da seguimiento.

La reclamación, queja o denuncia implica ciertas formalidades en su 
tramitación. Debe hacerse por escrito, en los formatos que para tal efecto 
diseña la defensoría, y, de considerarse pertinente, puede pedirse al so-
licitante que acuda a una entrevista. Existe un plazo específico para rea-
lizarla: seis meses a partir de que tuvo verificativo el acto que las motiva. 

Sin embargo, la defensoría puede desechar una reclamación, queja 
o denuncia si considera que no existe violación o que no es de su com-
petencia. En caso de rechazo, se orienta al interesado para que acuda a 
la dependencia universitaria que le pueda auxiliar. La defensoría debe 
examinar los medios de comunicación universitarios, concretamente el 
Boletín universitario, debiendo proceder de oficio cuando se percate de 
que haya existido alguna violación a derechos universitarios.

Una vez admitida, se corre traslado a la autoridad presuntamente 
responsable de la violación por acción u omisión de los derechos del 
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reclamante,  con los documentos que se consideren pertinentes, a fin de 
rendir un informe en el plazo de cinco días hábiles.

La defensoría puede promover una solución inmediata a la recla-
mación, queja o denuncia, en virtud de su carácter informal y flexible, 
cercano al modelo del ombuds organizacional, que rige su actuar por el 
principio de inmediatez. Esto suele traducirse en el uso por parte del de-
fensor, de medios alternos a los procedimientos formales para solucionar 
conflictos, como la conciliación o la mediación, si bien no se menciona 
de forma expresa en la legislación a ninguna de las dos. Cuando ello no 
es posible, se estudia el expediente, y, de existir los elementos suficientes, 
formula una recomendación a la autoridad, que debe estar debidamente 
fundada y motivada. 

No existe un término entre la emisión del informe y la emisión de 
la resolución. La legislación tampoco considera la posibilidad de que la 
defensoría pueda establecer medidas cautelares para salvaguardar los 
derechos del solicitante. Ni exige que deba emitirse en un plazo determi-
nado, pero se entiende que ha de realizarse lo más pronto posible. La au-
toridad debe contestar por escrito si acepta o no la recomendación (una 
vez modificada, tiene un plazo de cinco días hábiles para aceptarla o no). 
En caso de inconformidad, debe presentarla ante la Comisión de Honor 
y Justicia del Consejo Universitario, el cual falla al respecto de forma 
irrevocable.  Las recomendaciones no son vinculatorias, pero tampoco 
son ajenas a medios indirectos de presión, puesto que en caso de que la 
autoridad ignore las recomendaciones de la defensoría, esto es, que no 
la acepte ni se inconforme ante ella, el titular debe informar a la Comi-
sión de Honor y Justicia del Consejo Universitario, para que proceda 
a imponer las sanciones correspondientes. La defensoría no solamen-
te puede emitir recomendaciones para casos concretos; también puede 
hacerlo para mejorar tanto la legislación universitaria como los proce-
dimientos y trámites en los que participan los integrantes de la comuni-
dad, previniendo, así, potenciales conflictos. 
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Actividades de difusión

Entre sus obligaciones, la defensoría debe promover la cultura de la le-
galidad y el conocimiento de los derechos universitarios por parte de los 
integrantes de la comunidad. Para ello, se realizan diferentes actividades 
como la generación de audiocápsulas, conferencia en Radio buap, cursos 
y foros académicos nacionales e internacionales. La defensoría participa 
en las políticas institucionales de transparencia y atiende a estudiantes en 
movilidad, en colaboración con la Dirección de relaciones internaciona-
les de la universidad.

Las jornadas de derechos universitarios se realizan periódicamente 
en todos los espacios universitarios. Se pone énfasis en los estudiantes 
de nuevo ingreso mediante los cursos de inducción. Se informa a tra-
vés de una página electrónica no sólo de los mecanismos de defensa, 
sino de actividades y asuntos de interés. Se reparte material impreso que 
promueve el conocimiento de los derechos y obligaciones de los univer-
sitarios, principalmente en la Cartilla de derechos y obligaciones, o trípticos 
sobre las funciones de la defensoría y sobre temas específicos, como el 
hostigamiento y acoso sexual. Se promueve el conocimiento del Código 
de ética y conducta, y se difunde a través de publicaciones periódicas (re-
vistas) reflexiones y artículos sobre derechos universitarios y humanos.  

Defensoría de los Derechos Politécnicos  
del Instituto Politécnico Nacional

El Instituto Politécnico Nacional (ipn), al cual se vincula este oddu, se 
fundó el 1° de enero de 1936. Es un caso único entre las instituciones 
de educación superior del país y en la propia administración federal, ya 
que se trata de un órgano descentralizado de la Secretaría de Educación 
Pública con personalidad jurídica y patrimonio propios. 
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Datos generales

La Defensoría de los Derechos Politécnicos del Instituto Politécnico Na-
cional fue creada por acuerdo el 21 de diciembre de 2005. Se encuentra 
ubicada en el campus central, en la Ciudad de México. Se trata de una 
única oficina, sin unidades desconcentradas. Es miembro regular de la 
reddu desde 2010. Interactúa activamente con otros organismos defen-
sores de los derechos humanos de la ciudad.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

Está considerada como un órgano autónomo que actúa de forma inde-
pendiente, pues no está sujeto a la línea jerárquica. No tiene carácter 
de autoridad y sus resoluciones no son vinculatorias. Participa en los 
sistemas de gestión de calidad institucionales y cuenta con una política 
de protección de datos personales. Anualmente, rinde un informe que 
presenta ante el director general. La normatividad que le da origen es 
el Reglamento Orgánico del Instituto Politécnico Nacional (Artículo 2 y 
Artículos 11 y 12). Ni el reglamento interno ni la ley orgánica la men-
cionan. El ordenamiento jurídico que la regula es el acuerdo por el que 
se expide la declaración de los derechos politécnicos y se establece la 
defensoría de los derechos politécnicos del ipn.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado, ya que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Está integrado por un defensor titular y dos subde-
fensorías: la de atención a los alumnos y egresados, y la de atención al 
personal de la propia institución. Además, y en función del presupuesto, 
cuenta con personal de confianza técnico y administrativo.

La designación del defensor titular la realiza el director general del 
instituto, a partir de una terna que le presente el secretario general. Por 
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su parte, los subdefensores son designados y removidos también por el 
director general, pero propuestos por el defensor titular.

La duración del cargo es de tres años, con posibilidad de reelegirse 
por una sola ocasión. Puede ser removido por causa justificada por el 
director general.

Los requisitos para ser defensor (titular o adjunto) se establecen en 
el Artículo 8 del Acuerdo que la rige: a) ser mexicano en pleno ejercicio 
de sus derechos políticos y civiles; b) ser licenciado en Derecho y con-
tar con cédula profesional expedida, cuando menos cinco años anterio-
res al día de la designación; c) no desempeñar ningún empleo, cargo o 
comisión en el servicio público; d) contar con experiencia en materia 
de derechos humanos o en actividades afines reconocidas por las leyes 
mexicanas, y e) gozar de buena reputación y no haber sido condena-
do por delito intencional que amerite pena corporal de más de un año 
de prisión (si se tratare de robo, fraude, abuso de confianza u otro que 
lastime seriamente la buena fama pública, es inhabilitado por el cargo, 
cualquiera que hubiera sido la pena). Los subdefensores deben cumplir 
los mismos requisitos, salvo el señalado en el inciso b), que será de tres 
años en lugar de cinco.

El perfil del defensor se orienta a no tener carácter de autoridad ni 
intereses fuera de la institución que pudieran comprometer su actuación 
imparcial. Además, debe tratarse de un profesional del Derecho, ya que 
no sólo se le exige el título de licenciatura, sino la cédula correspondiente. 

Finalmente, la defensoría cuenta con un comité o consejo asesor, al 
que pueden invitar a representantes de todos los sectores sociales. En 
todo caso y conforme al Artículo 12, esta instancia tiene como miembros 
permanentes al Director general quien lo preside, al defensor quien fun-
ge como secretario técnico, al abogado general y a tres representantes de 
las escuelas, centros y unidades de enseñanza e investigación, designados 
por el director general.
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Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad politécnica y 
actúa tanto a petición de parte como de oficio. La defensoría orienta su 
labor conforme a los principios de legalidad, imparcialidad, oportuni-
dad y eficiencia. Es competente para conocer de cualquier queja de los 
integrantes de la comunidad, que consideren que se han vulnerado sus 
derechos por acciones u omisiones de las autoridades. Para ello, tiene 
la posibilidad de realizar investigaciones y solicitar informes. Además, 
tiene la encomienda de promover la cultura de la legalidad y vigilar el 
cumplimiento de la legislación. La defensoría puede moverse libremente 
en todas las dependencias del instituto en el ejercicio de sus funciones.

La defensoría no puede conocer de asuntos que involucren derechos 
de naturaleza laboral, resoluciones disciplinarias, afectaciones de carác-
ter colectivo, evaluaciones académicas de profesores, comisiones dicta-
minadoras o consejos técnicos consultivos escolares (salvo que se violen 
notoriamente los derechos de los involucrados en dicha evaluación), y 
los procedimientos y resoluciones instaurados por el órgano interno de 
control del instituto. 

La defensoría puede promover una solución inmediata a la queja, 
por medio de la conciliación y la mediación. Ello en virtud de su carác-
ter informal y flexible, cercano al modelo de ombuds organizacional. Las 
partes pueden llegar a un acuerdo y de considerarlo conveniente; la de-
fensoría propone alternativas de restitución. 

En los asuntos que se pueda afectar la imparcialidad del defensor, 
los subdefensores y el personal de la defensoría en general deben ex-
cusarse de su conocimiento. El Artículo 19 del Acuerdo señala que se 
encuentran en este supuesto en caso de que exista parentesco en línea 
recta y colateral hasta el cuarto grado o por afinidad, cuando se tenga 
interés en el asunto o cuando el interesado sea el cónyuge en el parentes-
co señalado en el supuesto anterior, tenga familiaridad o vivir en familia 
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con alguna de las partes, o bien, cuando se ha sido apoderado, patrono 
o defensor de alguna de ellas en un asunto diverso. 

La reclamación, queja o denuncia implica ciertas formalidades en su 
tramitación. Se presenta de manera personal y por escrito, en los forma-
tos que la defensoría emite. Solamente si se trata de un centro foráneo se 
puede hacer vía electrónica. Deben presentarse las copias para la autori-
dad a la que se adjudica la violación. 

La queja debe incluir los siguientes datos de acuerdo con el Artículo 
13 del acuerdo: nombre, matrícula o número de empleado, autoridad 
presuntamente responsable, señalando la escuela, centro o unidad aca-
démica de adscripción, datos de contacto y domicilio para recibir noti-
ficaciones, una descripción detallada de los hechos, los documentos y 
evidencias que sustenten su dicho de haberlos o, en caso de que el que-
joso no tenga acceso a ellos, el lugar en el cual se encuentran y la firma 
o huella. Existe un plazo específico para realizarla: noventa días hábiles 
a partir de que se tuvo conocimiento de la violación. 

Al detectar una posible violación, la defensoría a los derechos poli-
técnicos, a través de los medios de comunicación (siempre y cuando se 
encuentre dentro del término de noventa días señalado en el párrafo 
anterior), actúa de oficio citando al interesado, para que en un término 
de ocho días acuda a ratificar su queja. Si esto no ocurre en el plazo se-
ñalado, es archivada, a menos que la gravedad del asunto amerite que la 
defensoría la investigue, asentando constancia por escrito.

La defensoría no atiende quejas en los siguientes casos: si son anó-
nimas, si son notoriamente improcedentes e infundadas, si evidencian 
mala fe, si ocurrieron fuera del plazo de los noventa días (señalados en 
el párrafo anterior) o cuando no son de su competencia. En el último 
supuesto, se orientará al interesado para que acuda a la dependencia del 
instituto que le pueda auxiliar. En caso de admitir la queja, se emite el 
requerimiento de información a la autoridad presuntamente responsa-
ble, para que en un término no mayor a quince días rinda un informe 
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sobre los hechos que motivaron la queja, aportando los documentos que 
considere convenientes para apoyar su punto de vista y justificar su con-
ducta. En caso de que no se presente, se tienen por ciertos los hechos 
denunciados, salvo prueba en contrario. 

Una vez presentado el informe, la defensoría analiza los elementos 
que han aportado tanto el quejoso como la autoridad y realiza las inves-
tigaciones que considere convenientes, solicitando a las autoridades y 
dependencias universitarias la información que requiere. Las pruebas se 
valoran en su conjunto, conforme a los principios de lógica y legalidad. 
Si la defensoría no percibe afectaciones a los derechos politécnicos, se 
realiza un proyecto de resolución, y señala los elementos que le han lle-
vado a dicha conclusión.

De existir los elementos suficientes para demostrar que se han vio-
lado derechos, se elabora una recomendación a la autoridad, que debe 
estar debidamente fundada y motivada, y que contiene los siguientes ele-
mentos:  datos del quejoso y de la autoridad responsable, antecedentes 
de los hechos violatorios, enumeración y análisis de las evidencias que 
soporten la existencia de una afectación, razonamientos lógico-jurídico 
que han llevado a la convicción de que se ha producido dicha afectación, 
y las recomendaciones específicas a la autoridad responsable.

Una vez notificada la recomendación, la autoridad debe contestar 
por escrito si la acepta o no, para lo cual cuenta con un plazo de quince 
días. Si no se recibe contestación de la autoridad, se tiene por no acep-
tada. De ser así, se hace de conocimiento del superior jerárquico, y en-
tonces la defensoría valora la conveniencia de hacerla del conocimiento 
público. Pero si la autoridad acepta la recomendación, cuenta con quince 
días más para remitir las evidencias de su cumplimiento.

Las quejas pueden terminar por varios motivos, entre los que se en-
cuentra el desistimiento del quejoso, la falta de interés de éste, por falta 
de materia para el expediente, por emisión de una resolución definitiva, 
o por haber llegado las partes a una conciliación. Los expedientes de 



46 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

queja se concluyen y archivan expresando claramente la forma en que 
han finalizado, notificándolos a las partes en un término no mayor a 
cinco días hábiles.

Actividades de difusión

La defensoría tiene entre sus obligaciones la promoción, estudio y di-
vulgación de los derechos de los integrantes de la comunidad. Procura 
tanto el conocimiento de los derechos politécnicos como el de los proce-
dimientos que practica para su salvaguarda. Para ello, genera material 
digital e impresos; además, realiza diferentes actividades de promoción 
en los distintos espacios académicos del instituto.

Además de la promoción de los derechos politécnicos, al defensor le 
corresponde la promoción de los derechos humanos, generando vínculos 
con instituciones de los sectores público, privado y social, a efecto de pro-
mover tanto éstos como los derechos politécnicos. Mantiene una página 
electrónica, por medio de la cual difunde sus estrategias de protección e 
información general.

Procurador de los Derechos Universitarios  
del Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Occidente

El Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente (iteso-
Universidad Jesuita de Guadalajara), al cual se vincula este oddu, nació 
el 31 de julio de 1957. Actualmente es parte del Sistema Universitario 
Jesuita (suj), que incorpora a ocho universidades privadas en el país, 
todas ellas vinculadas a la Compañía de Jesús.  

Datos generales

La figura del procurador de derechos universitarios del iteso fue una 
de las primeras que aparecieron en las instituciones de educación supe-
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rior en las entidades federativas. Su reglamento data de 1998. La oficina 
del procurador se encuentra ubicada en el campus Tlaquepaque, en el 
área metropolitana de Guadalajara. Se trata de una única oficina, sin 
unidades desconcentradas. Es uno de los oddu fundadores de la reddu 
(2005), siendo el iteso la primera institución de educación superior pri-
vada que se incorporó. 

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

En lo que se refiere a su naturaleza jurídica, el procurador está consi-
derado como un ente independiente, que no está sujeto a la línea jerár-
quica. La rendición de cuentas se verifica mediante la presentación de 
un informe anual durante los tres primeros meses del año ante la junta 
general. 

La normatividad universitaria que le da origen es el Estatuto Orgá-
nico del Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Occidente, en 
sus Artículos 70 al 73. El ordenamiento jurídico que lo regula de forma 
específica es el Reglamento del Procurador de Derechos Universitarios 
del Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Occidente.

Integración y dirección

Se trata de un ente unipersonal, pues el único que puede realizar tareas 
de defensa es el procurador, quien es designado por a la junta de go-
bierno, la cual debe elegir entre las propuestas que el rector le presente. 

La duración del cargo es de tres años y puede ser ratificado por la 
junta de gobierno para un periodo más. En caso de que algún integrante 
de la comunidad se sienta agraviado por la actuación del procurador, 
ha de acudir en primer término al rector, y posteriormente a la junta de 
gobierno, quien debe resolver el caso. Éste sólo puede ser destituido por 
causa grave, que ha de considerar la junta en los términos del Artículo 7 
del reglamento respectivo.
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Los requisitos para ser procurador son, conforme al artículo tercero 
del reglamento, los siguientes: a) ser nombrado por la junta de gobierno 
de entre las propuestas que le sean presentadas por el rector; b) haber es-
tado al menos diez como personal de planta del instituto y contar prefe-
rentemente con una antigüedad de cinco años como personal de tiempo 
completo, y c) conocer ampliamente la legislación del instituto y tener 
reconocido prestigio moral entre la comunidad universitaria.

La función de procurador es incompatible con el desempeño de car-
gos administrativos dentro y fuera de la institución. El perfil busca que 
éste no tenga carácter de autoridad, ni intereses que puedan comprome-
ter su actuación imparcial. Además está obligado a guardar reserva de 
los asuntos que se le plantean, de forma equivalente a la salvaguarda del 
secreto profesional.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y ac-
túa a petición de parte y de oficio. Su actuar se rige por los principios de 
inmediatez, concentración y rapidez, por lo que ha de evitar formalismos 
innecesarios. Es competente para conocer de cualquier queja, denuncia 
o reclamación de los integrantes de la comunidad, que consideren que se 
ha vulnerado algún derecho universitario de carácter individual, que les 
concede la legislación universitaria. Para ello, tiene la posibilidad de rea-
lizar investigaciones y solicitar informes. Además, tiene la encomienda 
de vigilar y promover el cumplimiento de la legislación de la institución. 
El procurador puede moverse libremente en todas las dependencias del 
instituto. No sólo atiende las reclamaciones, quejas o denuncias formales 
que versen sobre una violación concreta, sino también entre sus funcio-
nes se encuentran las de asesorar, informar y orientar a la comunidad. 
Estas consultas no necesitan ser por escrito; puede realizarse de manera 
verbal o por cualquier otro medio que el procurador considere adecuado.  
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Para interponer una queja o denuncia, el procedimiento sí implica 
formalidades en su tramitación. Es estrictamente personal. Cuando la 
persona no pueda acudir por algún impedimento físico, en su lugar pue-
de hacerlo un representante con carta poder firmada por dos testigos.  
Además, ha de realizarse mediante un escrito que tenga los siguientes da-
tos: nombre del quejoso, expediente, instancia (dirección, departamento 
o programa donde estudia o trabaja), datos de contacto que incluyan el 
domicilio (para recibir notificaciones), una relación de los hechos, los de-
rechos que considera violentados, solicitud específica al procurador, los 
documentos necesarios para sostener su dicho y cualquier otro elemento 
útil que pueda aportar. Necesariamente debe estar firmado. 

En caso de que proceda la queja, el procurador abre un expediente 
y le asigna un número de folio. Cita al quejoso para que en un plazo no 
mayor a ocho días hábiles ratifique la queja y procure los elementos que 
considere convenientes (mencionados en el párrafo anterior). En caso 
de no asistir el interesado, se archiva la queja a menos que el procurador 
considere que por su importancia debe dársele trámite. Una vez admiti-
da, ha de notificarse por escrito a la autoridad o miembro del personal 
contra quien va dirigida, a fin de que en un plazo no menor a cinco días 
hábiles, ni mayor a quince, dé contestación a la misma, expresando sus 
puntos de vista.

El procurador puede promover una solución inmediata a los pro-
blemas que se le plantean, ya que una de sus funciones es conciliar, en 
la medida de lo posible, los asuntos de los que tiene conocimiento. Si 
no es posible la solución inmediata, se procede a estudiar libremente la 
queja para determinar si existen elementos suficientes para emitir una 
recomendación, fundada, motivada y por escrito, notificando a la auto-
ridad o miembro del personal que corresponda. Si no están de acuerdo 
ella, cuentan con diez días hábiles después de que le fuera notificada, 
para expresar los motivos por los que no coincide con el procurador. El 
procurador puede rectificar o ratificar su recomendación original y tiene 
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la obligación de dar seguimiento a sus recomendaciones a fin de vigilar 
su adecuado cumplimiento. Además, puede proponer iniciativas para 
reformar el estatuto, a fin de prevenir posibles situaciones violatorias de 
derechos universitarios conforme a su experiencia.  

Actividades de difusión

Entre sus obligaciones está la promoción y el fomento de la cultura de 
la legalidad y el conocimiento de los derechos universitarios. Para ello, 
usa los medios oficiales de comunicación de la institución, y, en general, 
de cualquiera que considere adecuado para difundir tanto los derechos de 
la comunidad como los procedimientos con los que cuenta para defen-
derlos. Mantiene una página electrónica con la información más rele-
vante sobre su función y documentación de interés para la comunidad.

Defensoría de los Derechos Universitarios  
de la Universidad Autónoma de Aguascalientes

La Universidad Autónoma de Aguascalientes (uaa), a la cual se vincula 
este oddu, nació el 19 de junio de 1973, al convertirse en universidad 
el Instituto Autónomo de Ciencias y Tecnología. Esta última institución 
tenía su antecedente más remoto en la Escuela de Agricultura, fundada 
el 15 de enero de 1867. La universidad actualmente goza de autonomía 
y, como organismo público descentralizado, tiene personalidad jurídica y 
patrimonio propios.  

Datos generales

La defensoría de los derechos universitarios fue creada por el Consejo 
Universitario el 2 de julio de 1997, y ratificada el 19 de agosto, del mis-
mo año, por el consejo de representantes de los siete centros académicos 
de la institución. Fue, sin embargo, hasta el 10 de diciembre de 1998 
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cuando comenzó a operar formalmente, ya que en dicha fecha el pri-
mer defensor universitario protestó el cargo. Se ubica dentro del campus 
universitario original, en el centro de la ciudad de Aguascalientes. Es 
una única oficina, sin unidades desconcentradas. Se trata de uno de los 
primeros órganos de defensa que operaron en las universidades estatales 
y uno de los oddu fundadores de la reddu (2005). Participa activamente 
en las reuniones regionales e interactúa con otros organismos defensores 
de los derechos humanos de la entidad.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

Está considerada como un organismo independiente, que no está sujeto 
a la línea jerárquica, y que sólo responde al Consejo Universitario. No 
tiene carácter de autoridad y sus resoluciones no son vinculatorias. En 
cuanto a sus funciones sustantivas, no participa directamente en sistemas 
de gestión de calidad, ni en ningún otro tipo de mecanismo de control 
administrativo. La rendición de cuentas se verifica mediante la presenta-
ción de un informe anual, durante el mes de febrero, que rinde ante el 
Consejo Universitario. En cuanto a los bienes y control del presupuesto, 
opera como el resto de las dependencias universitarias.

La normatividad universitaria que le da origen es el Estatuto gene-
ral de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de Aguascalientes y 
el ordenamiento jurídico que le regula de forma específica es el Regla-
mento de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad 
Autónoma de Aguascalientes. 

Integración y dirección

Se trata de un organismo unipersonal, pues solamente el titular 
realiza funciones de defensa. El término defensoría se refiere, por 
ende, a la oficina de éste, que involucra personal de apoyo jurídico y 
administrativo.
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La designación del titular se realiza por el Consejo Universitario. 
El cargo es durante tres años, con posibilidad de reelección por una sola 
ocasión. Puede ser removido solamente por dicho Consejo, por algu-
na causa grave, mediante la votación de las dos terceras partes de sus 
miembros.

Los requisitos para ser defensor, conforme a lo señalado por el Esta-
tuto de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de Aguascalientes 
en sus Artículos 131 y 136, son los siguientes: a) ser profesor numerario 
con una antigüedad no menor de cinco años; b) ser de reconocida ho-
norabilidad, prudencia y tener un amplio conocimiento de la legislación 
universitaria; c) no pertenecer a la junta de gobierno, Consejo Universi-
tario o de representantes; ni desempeñar cargo de primer y segundo nivel 
o ser miembro de la mesa directiva de agrupación sindical de la uni-
versidad o de un partido político, tanto al momento de su designación 
como en el transcurso del ejercicio de la función, y d) no ser ministro de 
culto religioso, militar en activo o desempeñar cargo de primer nivel en 
la administración pública, tanto al momento de su designación como en el 
ejercicio de la función. 

El perfil del defensor se orienta a no tener carácter de autoridad, ni 
intereses fuera de la institución que comprometan su actuación impar-
cial. No requiere una formación académica específica.

Cuenta con personal asignado por la institución para el mejor desa-
rrollo de sus funciones. El personal operativo consiste en un asesor jurí-
dico y una secretaria. Cuenta con el apoyo de becarios que participaban, 
sobre todo, en las actividades de difusión. El papel del asesor jurídico 
es fundamental, porque como se indicó en el párrafo anterior, no es un 
requisito que el defensor sea un profesional del derecho. El personal es 
propuesto por el defensor al rector, para proceder a su nombramiento. 
Todos los integrantes de la defensoría están obligados a guardar reserva 
de los asuntos que se le plantean.
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Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa a petición de parte. Es competente para conocer de cualquier re-
clamación de los integrantes de la comunidad, que consideren que se 
ha vulnerado algún derecho individual que les concede la legislación 
universitaria. Para ello, tiene la posibilidad de realizar investigaciones y 
solicitar informes. Además, tiene la encomienda de promover la cultura 
de los derechos universitarios y el respeto a los derechos humanos. El 
defensor puede moverse libremente en todas las dependencias de la uni-
versidad para el buen ejercicio de sus funciones.

La defensoría no puede conocer, conforme al Artículo 11 de su re-
glamento, asuntos que impliquen afectaciones de carácter colectivo, de 
naturaleza laboral, resoluciones de las comisiones dictaminadoras, 
de los consejos internos, técnicos o disciplinarias; evaluaciones acadé-
micas de los profesores y, en general, aquellas afectaciones que pueden 
impugnarse por otras vías señaladas en la legislación. No sólo atiende las 
reclamaciones formales de la comunidad. En primer término, asesora y 
orienta. Esto puede realizarse de manera personal, telefónica, a través de 
internet o por cualquier otro medio al alcance del solicitante. Cuenta con 
un aviso de privacidad que se le da a conocer, sin que esto se verifique 
necesariamente de manera formal (por escrito). Incluso en el caso de que 
no devengan en una reclamación formal, estas consultas son clasificadas, 
registradas y se les da seguimiento.

La reclamación sí implica formalidades en su tramitación. Es estric-
tamente personal y sólo en caso de incapacidad física demostrada puede 
hacerse por medio de un representante, mediante escrito firmado por 
dos testigos. Debe además reunir las formalidades que señala el Artícu-
lo 19 del Reglamento de la Defensoría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad de Aguascalientes: nombre, registro escolar o laboral, 
departamento, centro académico o unidad de apoyo al que se vincule, 
domicilio para recibir notificaciones, descripción breve de los hechos 
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violatorios acompañada de los documentos, elementos de prueba e in-
formación relacionada en su caso, derechos que considera violentados, 
petición concreta al defensor y firma. Se entrega en tres tantos.  

La defensoría no atiende una reclamación si considera que no existe 
violación o que el asunto no es de su competencia. No existe un plazo 
específico para realizar la reclamación, a partir de que tiene verificativo 
el acto que la motiva. 

Una vez admitida, se notifica personalmente, por escrito, a la auto-
ridad presuntamente responsable de la violación por acción u omisión 
de los derechos del reclamante, acompañada de los documentos que se 
considere pertinente. 

La defensoría puede promover una solución inmediata a la reclama-
ción, proponiendo alternativas de solución. Ello en virtud de su carácter 
informal y flexible, cercano al modelo de ombuds organizacional, que rige 
su actuar por los principios de inmediatez, concentración y rapidez. Esto 
suele traducirse en el uso por parte del defensor, de medios alternos a los 
procedimientos formales para solucionar conflictos, como la conciliación o 
la mediación, si bien no se menciona de forma expresa en la legislación a 
ninguna de las dos. Si no es posible encontrar una solución inmediata, se 
procede a estudiar la reclamación para determinar si existen elementos 
suficientes para emitir una recomendación.

Como se indicó anteriormente, la defensoría puede solicitar un in-
forme a la autoridad o autoridades involucradas, y tiene cinco días há-
biles para rendirlo, una vez que se le ha notificado la solicitud de infor-
mación. No existe un término entre la emisión del informe y la emisión 
de la resolución. La legislación tampoco considera la posibilidad de que 
la defensoría pueda establecer medidas cautelares para salvaguardar los 
derechos del solicitante. La recomendación no sigue un esquema espe-
cífico, pero sí debe fundarse y motivarse. La legislación especifica (en el 
Artículo 135 del Estatuto general de la universidad, y en el 13 del Re-
glamento de la defensoría) los casos en los cuales ha de emitirse una reco-
mendación: 1) cuando se violente la libertad de cátedra en perjuicio de 
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un profesor; 2) cuando una autoridad ejerza presión sobre un integrante 
de la comunidad, que tenga como origen una causa ideológica, política 
o religiosa; 3) cuando se establezcan prerrogativas o simplemente se dis-
tinga en razón de sexo o nacionalidad;  4) cuando un derecho individual 
se vea afectado por alguna omisión de la autoridad; 5) cuando exista 
acoso de un miembro de la comunidad hacia otro, poniendo en riesgo su 
dignidad y su honor, y, 6) en general, cualquier asunto que afecte algún 
derecho individual de cualquier integrante de la comunidad, cuyo ejerci-
cio sea puesto en riesgo por falta de atención oportuna de la autoridad. 
No se indica en el reglamento el plazo en el que debe emitirse la reco-
mendación, pero se entiende que ha de realizarse lo más pronto posible. 
La autoridad debe contestar por escrito si la acepta o no.

Las recomendaciones admiten recurso de inconformidad, para el 
cual se estipula un plazo de tres días hábiles siguientes a la fecha de 
notificación. Se realiza ante la propia defensoría, que puede ratificar o 
rectificar. 

Las reclamaciones que se presentan contra el titular de la defensoría 
son conocidas por la Comisión de Honor y justicia del Consejo Universi-
tario. Las recomendaciones no son vinculatorias, pero tampoco ajenas a 
medios indirectos de presión, ya que todas se hacen públicas, se cumplan 
o no. Además, en caso de incumplimiento, el defensor debe iniciar una 
queja contra la autoridad responsable, ante la Comisión de Honor y jus-
ticia del mencionado Consejo. 

Actividades de difusión

La defensoría tiene entre sus obligaciones promover el conocimiento de 
los derechos universitarios por parte de los integrantes de la comunidad. 
Para ello, realiza diferentes actividades de promoción. Un ejemplo es la 
participación semanal del defensor en la radio universitaria, y la organi-
zación anual de un festival artístico estudiantil sobre derechos humanos y 
universitarios, en el que participa toda la comunidad. Cada año se invita 
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a una personalidad para que imparta una conferencia sobre derechos 
universitarios o derechos humanos. Se celebran, además, concursos de 
ensayo sobre estos temas.

Las jornadas de derechos universitarios se realizan semanalmente 
durante las visitas a los diversos campus y entidades académicas de la 
universidad. Al inicio de cada semestre se efectúan campañas con mate-
rial gráfico (carteles, folletos, pegatinas), dirigidas principalmente a los 
alumnos de nuevo ingreso. Además, mantiene una página electrónica 
que informa a los universitarios de diversos temas relacionados con la 
defensoría y sus actividades. 

Defensoría de los Derechos Universitarios  
de la Universidad Autónoma de Chiapas

La Universidad Autónoma de Chiapas, vinculada a este oddu, fue crea-
da por decreto del gobernador el 23 de octubre de 1974. Aunque la ma-
yoría de las actuales instituciones de educación superior chiapanecas son 
relativamente jóvenes, la educación superior en Chiapas data de 1679, 
cuando se fundó el Colegio Seminario de Nuestra Señora de la Con-
cepción, dependiente de la Universidad de Salamanca. Actualmente, al 
igual que la mayoría de las casas de estudio de naturaleza pública, se 
trata de un organismo autónomo descentralizado del estado de Chiapas, 
de interés público, que cuenta con personalidad jurídica propia.  

Datos generales

La Defensoría de los derechos universitarios de la Universidad Autónoma 
de Chiapas fue creada por acuerdo del rector el 21 de abril de 2008. Se 
ubica en el edificio de Rectoría, en el área de la Dirección jurídica, al in-
terior del campus universitario central, en la ciudad de Tuxtla Gutiérrez. 
Se trata de una única oficina, sin unidades desconcentradas. Es miembro 
regular de la reddu y participa activamente en las reuniones regionales.



57Las defensorías, procuradurías y comisiones asociadas

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

En lo que se refiere a su naturaleza jurídica, la defensoría es un órgano 
independiente y libre en sus actuaciones, que sólo responde ante el Con-
sejo Universitario. No tiene carácter de autoridad y sus resoluciones no 
son vinculatorias. La rendición de cuentas se verifica con la presentación 
de un informe anual ante dicho Consejo. Con respecto a los bienes y 
control del presupuesto, opera como el resto de las dependencias uni-
versitarias. El defensor entra como invitado al Consejo Universitario sin 
voz ni voto.

La normatividad universitaria que le da origen es el acuerdo por el 
que se crea la Defensoría de los Derecho Universitarios de la Universi-
dad Autónoma de Chiapas, el 21 de abril de 2008. Los ordenamientos 
que la regulan de forma específica son el Estatuto de la Defensoría de los 
Derechos Universitarios, de la Universidad Autónoma de Chiapas, y su 
reglamento interno. Ni la Ley Orgánica, ni el Estatuto de la Universidad 
Autónoma de Chiapas la mencionan.

Integración y dirección

Se trata de un organismo unipersonal, pues una sola persona convergen 
en la titularidad y en las funciones de defensa. Sin embargo, el acuerdo 
de creación contempla la existencia de dos defensores adjuntos, que a la 
fecha no han habilitados.

La designación se realiza directamente por el rector. El defensor 
dura en su encargo cuatro años, con posibilidad de reelegirse por una 
sola ocasión. Sólo puede ser removido por el rector, por causa grave. El 
perfil del defensor se orienta a que no tenga carácter de autoridad, ni 
intereses fuera de la institución que pudieran comprometer su actuación 
imparcial. 

La defensoría cuenta con dos departamentos: uno de quejas y otro 
de asesorías, que a la fecha no se han instalado. Al no estar ninguna de 
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las dos en operación, el defensor no cuenta con personal asignado al 
organismo por la institución de forma directa. No obstante, recibe apoyo 
del personal de la Secretaría General y de la Rectoría para desarrollar 
adecuadamente sus funciones. Todo el personal de la defensoría está 
obligado a guardar reserva de los asuntos que se le plantean.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria. 
Actúa tanto  a petición de parte como de oficio. Es competente para co-
nocer de cualquier queja, denuncia o asesoría individual de los integran-
tes de la comunidad, que consideren que se han vulnerado sus derechos 
universitarios. Para ello, tiene la posibilidad de realizar investigaciones y 
solicitar informes. Además, tiene la encomienda de promover la cultura 
de la legalidad y vigilar el cumplimiento de la legislación. El defensor 
puede moverse libremente en todas las dependencias de la universidad 
en el ejercicio de sus funciones. 

La defensoría no puede conocer asuntos de carácter electoral, de 
carácter laboral, relacionados con calificaciones o resoluciones, y, en ge-
neral, de problemas que pueden ser resueltos por otros mecanismos pre-
vistos en la Ley y el Estatuto de la universidad.

No sólo atiende las quejas que se le presentan formalmente. En pri-
mer término, asesora y orienta. Esto puede realizarse de manera perso-
nal, telefónica, a través de internet o por cualquier otro medio al alcance 
del solicitante. Incluso cuando no implique el inicio de un procedimien-
to formal, estas asesorías son registradas y se les da seguimiento.

El defensor de la Universidad Autónoma de Chiapas no sólo actúa 
como ombuds universitario, sino que tiene carácter de representante de 
los integrantes de la comunidad, especialmente de los alumnos ante la 
autoridad, en las audiencias disciplinarias ante la dirección jurídica de-
pendiente de la secretaría general. Además, funge como observador en 
el proceso de la elección de los representantes estudiantiles (docentes) 
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en el Consejo Universitario y los consejos técnicos. Esta es una función 
única entre las defensorías universitarias.

La queja o denuncia implica ciertas formalidades en su tramitación. 
El proceso es el siguiente: el defensor se entrevista personalmente con 
el integrante de la comunidad que ha interpuesto la queja o denuncia. 
Esto se hace por escrito, en los formatos que el defensor ha diseñado de 
forma específica para ello. De ser procedente, se radica en el libro 
de registro y se le asigna un número. Posteriormente se hace el acuerdo de 
inicio para dar entrada. En ese momento, el defensor pide el informe 
previo y pormenorizado a la autoridad que corresponda. El término en 
el cual debe rendirse es determinado por el defensor. Una vez rendido el 
informe, él lo analiza allegándose de la mayor cantidad posible de infor-
mación que le permita tener una perspectiva completa del caso. De ser 
posible, procura la conciliación. Si esto no es posible o los involucrados 
no se avienen, emite una recomendación. La autoridad debe contestar 
por escrito si la acepta o no y puede interponer un recurso para que sea 
rectificada ante el propio defensor.

La defensoría puede desechar una queja o denuncia si considera 
que no existe violación o que no es de su competencia. En este último 
caso, canaliza al quejoso o denunciante a la dependencia universitaria 
correspondiente. 

La legislación no considera la posibilidad de que la defensoría pue-
da establecer medidas cautelares para salvaguardar los derechos de los 
quejosos o denunciantes.

Actividades de difusión

La defensoría procura el conocimiento de los derechos universitarios por 
parte de los integrantes de la comunidad. Para ello, realiza visitas perió-
dicas a los diversos campus de la Universidad Autónoma de Chiapas, 
que tienen presencia en todo el estado. Participa en programas de radio, 
diseña y distribuye trípticos, carteles y otros impresos con información 
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para la comunidad. El defensor imparte pláticas dirigidas a todos los in-
tegrantes de la comunidad, a fin de que cada sector conozca sus derechos 
y deberes como integrantes de la comunidad.

Defensoría de los Derechos Universitarios  
de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez

La Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, a la cual se vincula este 
oddu, fue fundada el 10 de octubre de 1973, resultado de la fusión de 
las tres instituciones de educación superior públicas que en ese entonces 
existían en la ciudad. Se trata de un organismo público descentralizado 
de la entidad, con personalidad jurídica propia y, como señala su deno-
minación, dotado de autonomía.  

Datos generales

La Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autóno-
ma de Ciudad Juárez fue creada por el Consejo Universitario el 22 de 
noviembre de 2006. Se trata de una sola oficina, sin unidades descon-
centradas. Es socio regular de la reddu desde 2008. Interactúa con otros 
organismos defensores de derechos humanos tanto de la entidad, como 
estatales y municipales, sobre todo en tareas de difusión.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

Está considerada como un organismo independiente, no sujeto a la línea 
jerárquica, y que sólo responde al Consejo Universitario. No tiene carácter 
de autoridad y sus resoluciones no son vinculatorias. El defensor es miem-
bro de dicho Consejo, pero solamente cuenta con voz y no con voto. La 
rendición de cuentas se verifica mediante la presentación de un informe 
anual ante dicho consejo. En lo que respecta a los bienes y control del pre-
supuesto, opera como el resto de las dependencias universitarias.
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La normatividad que le da origen es el Estatuto General de la De-
fensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autónoma de 
Ciudad Juárez. En la Ley Orgánica no la menciona. El ordenamiento 
jurídico que la regula de forma específica es el propio Estatuto de la 
Defensoría.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Está integrada por un defensor y los adjuntos necesa-
rios, que lo auxilian en sus funciones y lo sustituyen en caso de ausencia. 
La designación del titular se realiza por el Consejo Universitario, a partir 
de una propuesta del rector. Sólo puede ser destituido por causa justifi-
cada valorada por el mismo Consejo, a petición del rector. El defensor 
dura en su cargo seis años, con posibilidad de reelegirse por una sola 
ocasión. Los requisitos para postularse son los mismo que la Ley Orgá-
nica de la Universidad de Ciudad Juárez señala en su Artículo 9 para ser 
director de instituto: a) ser mexicano; b) poseer grado universitario a 
nivel licenciatura o posgrado, con especialidad análoga a las impartidas 
por el instituto o a la carrera de nivel profesional que corresponda (en 
el caso de la defensoría, deberá ser un jurista de reconocido prestigio); 
c) haberse destacado en su especialidad y gozar de estimación general 
como persona honorable; d) haber prestado servicios como docente o 
investigador científico en la universidad, con carácter de titular, cuando 
menos durante tres años después de haber adquirido el grado universi-
tario análogo a la función que desempeñará; e) haber prestado sus servi-
cios a la universidad, cuando menos durante todo el año anterior al día 
de la elección, y f) no estar ocupando ningún cargo de elección popular, 
a menos que se separe del mismo seis meses antes del día de la elección.

Al igual que en la mayoría de los oddu en las instituciones de edu-
cación superior mexicanas, el perfil del defensor se orienta a no tener 
carácter de autoridad, ni intereses fuera de la institución que pudieran 
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comprometer su actuación imparcial. Como se indicó en el párrafo ante-
rior, debe tratarse de un jurista.

El defensor titular cuenta con personal asignado al organismo por la 
institución para el mejor desarrollo de sus funciones. Es propuesto por el 
defensor al rector, para proceder a su nombramiento. Todo el personal 
de la defensoría, incluyendo el titular, está obligado a guardar reserva de 
los asuntos que se le plantean.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y si 
bien generalmente actúa a petición de parte, puede hacerlo de oficio en 
los casos que lo amerite. Es competente para conocer de cualquier recla-
mación, queja, inconformidad o denuncia individual de los integrantes 
de la comunidad, que consideren que han sido vulnerados sus derechos 
universitarios. Para ello, la defensoría tiene la posibilidad de realizar in-
vestigaciones y solicitar informes. Además, tiene la encomienda de vi-
gilar el cumplimiento de la legislación, especialmente en las materias 
relacionadas con su función. El defensor puede moverse libremente en 
todas las dependencias de la universidad en el ejercicio de sus funciones.

Los funcionarios administrativos, y en general los cargos de confian-
za que dependan directamente del rector, sólo pueden acudir en caso de 
que los derechos violentados sean derivados de actividades académicas. 
La defensoría no puede conocer afectaciones a derechos de carácter co-
lectivo, de naturaleza laboral, de evaluaciones académicas de profesores 
y estudiantes, así como de resoluciones disciplinarias adoptadas por el 
Consejo Universitario. Además no sólo tramita quejas, reclamaciones o 
denuncias formales; una de sus principales funciones es la de orientar y 
asesorar  (llevando un control y registro de estas asesorías).  

La reclamación, queja o denuncia implica ciertas formalidades en su 
tramitación. Debe hacerse por escrito, en los formatos que para tal efecto 
diseñan y, de considerarse pertinente, se le puede pedir al solicitante que 
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acuda a una entrevista. Existe un plazo específico para realizar la recla-
mación, queja o denuncia: noventa días a partir de que tuvo verificativo 
el acto que las motiva. 

La defensoría puede desechar una reclamación, queja o denuncia 
si considera que no existe violación o que no es de su competencia. En 
caso de rechazo, se orienta al interesado para que acuda a la dependen-
cia universitaria que le pueda auxiliar. También, puede promover una 
solución inmediata a la reclamación, queja o denuncia. Ello en virtud 
de su carácter informal y flexible, cercano al modelo de ombuds organi-
zacional, que rige su actuar por el principio de inmediatez. Esto suele 
traducirse en el uso, por parte del defensor, de medios alternos a los 
procedimientos formales para solucionar conflictos, como la conciliación 
o la mediación. El estatuto de la defensoría señala de forma expresa que 
debe buscar una solución conciliatoria, lo más pronto posible.

Una vez admitida la reclamación, se notifica a la autoridad o funcio-
narios presuntamente responsables, acompañada de los documentos que 
se considere pertinente. Se debe en todo momento evitar formalismos 
innecesarios. La autoridad ha de responder a la brevedad. Las autorida-
des tienen la obligación de procurar a la defensoría toda la información 
disponible. Si se trata de información confidencial o reservada, debe jus-
tificar esta negativa, ya que desatender las solicitudes de la defensoría es 
causa de responsabilidad universitaria. La legislación considera la posi-
bilidad de que la defensoría pueda establecer medidas cautelares, para 
salvaguardar los derechos del solicitante.

Una vez que sea enviada la respuesta, se estudia el expediente y, de 
existir los elementos suficientes, formula una recomendación que debe 
estar debidamente fundada. No exige la legislación que deba notificarla 
en un plazo determinado, pero se entiende que ha de realizarse lo más 
pronto posible. La autoridad debe contestar por escrito si acepta o no la 
recomendación. De no aceptarla, debe informarlo a la defensoría, que 
emite una segunda resolución, que es inapelable. 
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La defensoría no solamente puede realizar recomendaciones para 
casos concretos; también lo hace para mejorar tanto la legislación uni-
versitaria como los procedimientos y trámites en los que participan los 
integrantes de la comunidad, previniendo o disminuyendo potenciales 
conflictos. Por ello, dicho organismo ha emitido numerosas recomenda-
ciones generales para abordar problemas específicos, para así combatir 
el acoso, la discriminación y otros problemas que pueden afectar poten-
cialmente a la comunidad. 

Actividades de difusión

La defensoría tiene entre sus obligaciones procurar el conocimiento de 
los derechos universitarios por parte de los integrantes de la comuni-
dad. Para ello realiza diferentes actividades de promoción, en los medios 
universitarios y locales. Participa en foros académicos nacionales e inter-
nacionales en los que se desarrollan temas afines a la promoción de los 
derechos universitarios y a la cultura de la legalidad en la universidad. 

Realiza actividades permanentes de difusión de los derechos univer-
sitarios en todos los espacios académicos. Mantiene una página electró-
nica mediante la cual difunde los mecanismos de protección a los que es 
posible acogerse en caso de afectaciones. En ésta, se difunde material di-
gital e información relevante, como catálogo de derechos universitarios.

Defensoría de los Derechos Humanos Universitarios 
de la Universidad Autónoma de Coahuila

La Universidad Autónoma de Coahuila (UAdeC), a la cual se vincula este 
oddu, se fundó en 1957, cuando el Ateneo Fuente, institución líder en 
cuanto a educación superior en la región, que data de 1857, se convirtió 
en la actual universidad. Consiguió su autonomía en 1973. Actualmente, 
se trata de un organismo público descentralizado por servicio del estado 
de Coahuila, con personalidad jurídica propia y autonomía.  
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Datos generales

La Defensoría de los Derechos Universitarios de la UAdeC fue creada 
por el Consejo Universitario el 14 junio de 2016. Es uno de los oddu 
más jóvenes entre las universidades mexicanas y pertenecientes 
a la reddu (2016).  Se ubica en el edificio de la antigua Facultad de 
Sistemas, en la ciudad de Saltillo. Se trata de una única oficina, sin uni-
dades desconcentradas, pero que tiene la posibilidad de establecer de-
legaciones. 

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La defensoría está considerada un organismo independiente, que no 
está sujeto a la línea jerárquica. No participa directamente en sistemas 
de gestión de la calidad, ni en ningún otro tipo de mecanismo de control 
administrativo, de acuerdo con sus funciones sustantivas. La rendición 
de cuentas se verifica mediante la presentación de un informe anual, que 
rinde ante la Comisión de Honor y Justicia del Consejo Universitario. 
En cuanto a los bienes y control del presupuesto, opera como el resto 
de las dependencias universitarias. La normatividad universitaria que 
le da origen es el Reglamento que crea la Defensoría de los Derechos 
Humanos Universitarios de la UAdeC. Su Ley Orgánica no la menciona. 
El ordenamiento jurídico que la regula de forma específica es también el 
reglamento de la defensoría. 

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona rea-
liza tareas de defensa. Se integra por el defensor universitario titular y 
adjunto. A partir del presupuesto que apruebe la comisión de hacienda 
del Consejo Universitario, puede contar además con personal y otros 
recursos para el desarrollo de sus funciones, que es propuesto a dicho 
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órgano por el defensor titular. Esto incluye la posibilidad de contar con 
más defensores adjuntos. La defensoría puede tener los visitadores que 
el defensor titular considere, y serán nombrados por éste (según la apro-
bación de la comisión de hacienda). La designación del defensor titular 
la realiza el rector. El adjunto es propuesto por el defensor, pero está 
sujeto a aprobación del rector. Los defensores duran en su cargo cinco 
años, sin posibilidad de reelegirse. Sólo pueden ser removidos por causa 
grave, y bajo la apreciación de la Comisión de Honor y Justicia del Con-
sejo Universitario, a solicitud del rector. Los requisitos para postularse al 
cargo (como titular o adjunto), y que se establecen en el Artículo 16 del 
reglamento, son: a) ser mexicano en pleno ejercicio de sus derechos; b) 
contar con grado mínimo de licenciatura en Derecho; c) tener cuando 
menos cinco años de servicio dentro de la universidad, para ser titular, 
y tres para ser adjunto; d) no haber sido condenado por la comisión de 
delito doloso; e) no haber sido sancionado por alguna causal de respon-
sabilidad universitaria; f) tener un amplio conocimiento en materia de 
derechos humanos, de la legislación universitaria, así como de los princi-
pios generales del derecho, y g) no ser autoridad, funcionario, secretario 
administrativo, académico ni docente de la universidad.

La función de defensor es incompatible con cargos de decisión y 
dirección dentro y fuera de la universidad, en los términos que señala el 
Artículo 17 del reglamento de la defensoría. El perfil mismo del defen-
sor no debe tener carácter de autoridad ni intereses fuera de la institu-
ción que pudieran comprometer su actuación imparcial. Además, debe 
tratarse de un profesional del Derecho. Sí está permitida la investigación 
y la docencia. Todo el personal de la defensoría está obligado a guardar 
reserva de los asuntos que se le plantean.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa a petición de parte. Es competente para conocer de cualquier re-
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clamación de los integrantes de la comunidad, que consideren que se ha 
vulnerado algún derecho humano universitario de carácter individual, 
que les concede la legislación universitaria. Para ello, tiene la posibi-
lidad de realizar investigaciones y solicitar informes. Además, tiene la 
encomienda de promover la cultura de la legalidad. El defensor puede 
moverse libremente en todas las dependencias de la universidad en el 
ejercicio de sus funciones.  

De acuerdo con el Artículo 23 de su reglamento, la defensoría no 
puede conocer de asuntos de índole colectivo y laboral, de procesos 
electorales (salvo que exista afectación directa de derechos políticos, de 
conflictos que puedan ser impugnados por otras vías establecidas en la 
legislación, de leyes estatales o federales, sobre evaluaciones académicas 
y resoluciones disciplinarias. En estos últimos casos, la puede intervenir  
por presunta violación al debido proceso.

No sólo atiende las reclamaciones formales de la comunidad. En 
primer término, la asesora y orienta. Esto puede realizarse de manera 
personal, telefónica, a través de internet o por cualquier otro medio al 
alcance del solicitante. Cuenta con un aviso de privacidad y políticas de 
protección de datos personales, que se dan a conocer a través de su pá-
gina electrónica. 

El procedimiento para interponer una queja sí implica formalidades 
en su tramitación. Es estrictamente personal y debe realizarse por escri-
to, en los formatos que diseñan para ello, o incluso libremente, siempre 
y cuando tenga los datos que señala el Artículo 25 de su reglamento: los 
generales de quien interpone la queja, como nombre (en caso de ser 
menor de edad, el de los padres o tutores), matrícula, escuela, datos de 
contacto que incluyan el domicilio para recibir notificaciones, una rela-
ción de los hechos señalando la autoridad implicada, los documentos 
necesarios para sostener su dicho y cualquier otro que pueda aportar. 
Debe necesariamente estar firmado. La inactividad procesal del quejoso 
por treinta días es causa suficiente para sobreseer el procedimiento.
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La defensoría puede desechar una reclamación si es anónima, o si 
considera que no existe violación o que no es de su competencia. Existe 
un plazo específico para acudir a la defensoría: noventa días a partir de 
que ocurrió el acto que se reclama. 

La defensoría resuelve en máximo dos días si el escrito es proceden-
te. Una vez admitida, debe notificarse por escrito a la autoridad presun-
tamente responsable de la violación por acción u omisión de los dere-
chos del reclamante, acompañada de los documentos que se consideren 
pertinentes, a fin de que responda en un plazo de cinco días.

La defensoría puede promover una solución inmediata a la reclama-
ción, proponiendo alternativas de solución. Para ello, se cita a las partes a 
una audiencia conciliatoria, en un máximo de siete días. Si no es posible 
encontrar una solución inmediata, se procede a estudiar la reclamación 
para determinar si existen elementos suficientes para emitir una reco-
mendación. Se admiten pruebas, incluso supervinientes, hasta antes de 
que se emita el cierre de instrucción, que no puede superar los diez días 
posteriores al cierre de la audiencia conciliatoria. No asistir a la audien-
cia conciliatoria es motivo para que, en caso de faltar el interesado, se le 
cite a una nueva en el término de tres días, advirtiéndole que de volver a 
ausentarse, se da por concluido el asunto. En caso de faltar la autoridad 
o su representante, se decide en favor del quejoso, salvo que la ausencia 
esté justificada, en cuyo caso se realiza una nueva audiencia en un tér-
mino de tres días. Esto con independencia de que en el primer caso, de 
tratarse de un asunto grave, la defensoría puede continuar investigando 
el asunto aunque el quejoso se ausente de la audiencia conciliatoria.

La legislación autoriza a la defensoría establecer medidas cautelares 
a fin de salvaguardar los derechos del solicitante, incluyendo la suspen-
sión del acto reclamado.

La recomendación debe fundarse y motivarse, y se emite sólo por 
violación fehaciente de los derechos humanos universitarios por parte de 
las autoridades. En caso de que ésta no acepte la notificación, la negativa 
se publica junto con la recomendación (obligatoria) y su cumplimiento 
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ha de ser exacto. En caso de que esto no suceda o que sólo se haga par-
cialmente, la defensoría lo informa a la Comisión de Honor y Justicia 
del Consejo Universitario para que aplique la sanción que corresponda.

Existe la posibilidad de interponer un recurso de rectificación ante 
la defensoría, por las causas que señala el Artículo 41 del reglamento: si la 
recomendación tiene puntos oscuros o dudosos, o si presenta omisiones, 
errores de copia, referencia o cálculos numéricos. Se hace ante la misma 
defensoría en un plazo de tres días posteriores a la notificación, debien-
do resolver en un máximo de cinco si rectifica o ratifica.

Todas las recomendaciones se publican bimensualmente en la Gace-
ta Universitaria, omitiendo lo que permita la identificación de los involu-
crados en caso de que se hubiese cumplido; o solamente el del quejoso, 
en caso de que la autoridad no lo hubiera hecho.

Actividades de difusión

La defensoría tiene entre sus obligaciones promover la cultura de la le-
galidad y el conocimiento de los derechos humanos universitarios por 
parte de los integrantes de la comunidad. Para ello, realiza campañas 
permanentes de difusión.

La defensoría puede proponer mejoras en la legislación, a fin de 
prevenir violaciones a los derechos humanos universitarios.

Entre las atribuciones del defensor, se encuentra, además, la gestión 
de convenios de colaboración con instituciones públicas y privadas para 
promover la defensa de los derechos humanos universitarios.

Como se indicó en el numeral anterior, el oddu cuenta con una 
gaceta en la que, además de publicar las recomendaciones, se difunden 
de forma permanente los derechos humanos universitarios y los meca-
nismos de defensa que existen para su protección. Mantiene una página 
electrónica en la que informa sobre sus funciones a la comunidad.
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Procuraduría Universitaria de los Derechos Académicos 
de la Universidad Autónoma de Guanajuato

Se trata de un organismo público autónomo del estado de Guanajuato, 
con personalidad jurídica y patrimonio propios. La Universidad Autó-
noma de Guanajuato (ug), a la cual se vincula este oddu, data de 1945, 
cuando el antiguo Colegio de Estado se transformó en la actual máxima 
casa de estudios de la entidad. Su antecedente más remoto lo encontra-
mos en el Colegio de la Santísima Trinidad, fundado en 1732. 

Datos generales

La Procuraduría Universitaria de los Derechos Académicos (Prunida) de 
la ug fue creada por el Consejo General Universitario el 9 junio de 1995. 
Fue el primer oddu que se implementó en una universidad estatal. Se 
encuentra ubicada en la ciudad de Guanajuato. Se trata de una única 
oficina, sin unidades desconcentradas, pero que tiene la posibilidad de 
establecer delegaciones. 

Es uno de los oddu fundadores de la reddu (2005), y participa de 
forma activa en las reuniones regionales y en eventos académicos inter-
nacionales. 

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

En lo que se refiere a su naturaleza jurídica, la procuraduría está consi-
derada como un organismo independiente, que no está sujeto a la línea 
jerárquica. Participa directamente en el Sistema de Gestión de la Cali-
dad de la universidad. La rendición de cuentas se verifica mediante la 
presentación de un informe anual, que presenta ante la comisión gene-
ral permanente de honor y justicia del consejo general académico. En 
cuanto a los bienes y control del presupuesto, opera como el resto de las 
dependencias universitarias. 
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La normatividad universitaria que le da origen es la Ley Orgánica de 
la ug en su Artículo 51. El Estatuto Orgánico la contempla en su Artículo 
60. El ordenamiento jurídico que la regula de forma específica es el re-
glamento de la Prunida de la ug.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Se integra por el procurador titular y hasta dos procu-
radores adjuntos. 

La designación de los cargos se realiza por el pleno del Consejo 
General Universitario, a propuesta del rector general. Los integrantes 
de la Comisión Consultiva serán nombrados por el procurador titular y 
ratificados por el mismo Consejo.  

El procurador dura en su cargo cuatro años, con posibilidad de re-
elegirse una sola vez. Sólo puede ser destituido por causa grave, por el 
Consejo Universitario, a través de su Comisión de Honor y Justicia. Los 
requisitos para ser procurador se encuentran en el Artículo 6 del regla-
mento, y son los siguientes: a) ser mexicano, mayor de 30 años al día 
de su designación; b) tener cuando menos cinco años de servicio en la 
actividad académica de la institución; c) gozar de reconocida imparcia-
lidad; d) no desempeñar funciones de dirección de partido político, no 
ser autoridad o funcionario en la ug o fuera de ella; e) no desempeñar 
ni ser candidato a ningún cargo de elección popular, directa o indirecta; 
f) no ser ministro de culto, y g) ser un jurista sobresaliente. 

El perfil del procurador busca que éste no tenga carácter de autori-
dad, ni intereses fuera de la institución que pudieran comprometer su ac-
tuación imparcial. Además, debe tratarse de un profesional del Derecho. 

La procuraduría contará con el personal técnico y administrativo 
necesario para desarrollar sus funciones. Será nombrado por el rector 
general, a propuesta del procurador titular. Además, contará con el apo-
yo de una comisión consultiva, presidida por el titular. Todo el personal 
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de la procuraduría está obligado a guardar reserva de los asuntos que se 
le plantean.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a los alumnos y profesores de la ug, tal como señala 
el Artículo 2 de su reglamento. Su actuar se rige por los principios de 
legalidad, imparcialidad, eficiencia y oportunidad. Es competente para 
conocer de cualquier inconformidad de los sectores señalados al inicio 
de este párrafo, que consideren se ha vulnerado algún derecho de carác-
ter individual, que les concede la legislación universitaria o bien, en el 
caso de que se haya realizado alguna solicitud o petición que no recibió 
respuesta en un plazo de diez días. Para ello, tiene la posibilidad de rea-
lizar investigaciones y solicitar informes. Además, tiene la encomienda 
de vigilar y promover el cumplimiento de la legislación universitaria y 
puede hacer propuestas al Consejo General Universitario para modifi-
car la legislación y los procedimientos para su aplicación. El procurador 
puede moverse libremente en todas las dependencias de la universidad 
en el ejercicio de sus funciones.  

La procuraduría puede ser consultada tanto por las autoridades 
como por los integrantes de la comunidad, sobre la aplicación o inter-
pretación de la legislación que verse sobre un derecho académico. Ésta 
tiene carácter de opinión y no implica efectos vinculatorios.

Este organismo no puede conocer de las inconformidades relativas 
a derechos de índole laboral, sean individuales o colectivos, de inconfor-
midades concernientes a resoluciones disciplinarias, cuando no se hayan 
agotado todos los recursos que la legislación establece, de las inconfor-
midades sobre evaluaciones académicas practicadas a miembros del per-
sonal académico o alumnos (aunque sí de los procedimientos para su 
realización), ni de violaciones que pueden combatirse por los medios 
expresamente consignados en la legislación universitaria.
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Una de sus funciones es asesorar a quienes se acercan a ella. Esto 
puede realizarse de manera personal, telefónica, a través de internet o 
por cualquier otro medio al alcance del solicitante. En caso de que una 
asesoría devenga en la interposición de una inconformidad, el personal 
de la procuraduría que otorgó la primera debe excusarse de su conoci-
miento, a fin de respetar los principios señalados al inicio de este apar-
tado. Aplica las políticas de protección de datos personales, que se dan a 
conocer a quienes acuden en busca de asesoría o para interponer alguna 
inconformidad. 

El procedimiento para inconformarse sí implica formalidades en su 
tramitación. Es estrictamente personal y sólo en caso de incapacidad se 
aceptará la intervención de un representante, con suficiente poder para 
ello. Debe realizarse por escrito, en los formatos correspondientes, seña-
lando los siguientes datos: nombre de la persona que interpone la incon-
formidad y, en su caso, de su representante; registros escolares o acadé-
micos en la institución, según sea alumno o docente; campus o escuela 
a la que pertenece; datos de contacto que incluyan el domicilio para 
recibir notificaciones; una relación de los hechos señalando la autoridad 
implicada; los documentos necesarios para sostener su dicho; solicitud 
expresa a la procuraduría y cualquier otro que considere conveniente 
aportar. De faltar algún elemento, la procuraduría se lo hace saber al 
inconforme y le otorga un plazo de diez días hábiles a partir de la fecha 
de notificación, para subsanarla. Debe necesariamente estar firmado. La 
procuraduría inicia el expediente y lo registra. La inactividad procesal 
del quejoso por cien días hábiles es causa suficiente para sobreseer el 
procedimiento.

La procuraduría puede desechar una inconformidad si no es com-
petente para conocerla, si considera que es improcedente (cuando no se 
han agotado los recursos que la universidad ofrece para su atención), si 
no versa sobre un derecho universitario, si se resolvió con anterioridad 
en idénticas circunstancias por la procuraduría, si se encuentre pendien-
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te de resolución, o cuando no se haya interpuesto en el plazo que la le-
gislación indica una vez agotados los procedimientos que la universidad 
ofrece para su solución (quince días hábiles). 

Una vez admitida la inconformidad, debe notificarse por escrito a la 
autoridad presuntamente responsable de la violación por acción u omi-
sión de los derechos del reclamante, acompañada de los documentos 
que se considere pertinente, a fin de que responda en un plazo de cinco 
días hábiles.

La procuraduría puede promover alternativas de solución inmediata 
a la reclamación, incluso si no ha concluido el plazo para rendir el infor-
me. Si no es posible, se abre un periodo de prueba no menor a cinco días 
hábiles, ni mayor a quince. Una vez que se cuenta con la información de 
ambas partes, se procede a estudiar la inconformidad para determinar 
si existen elementos suficientes para emitir una recomendación o no. La 
resolución se emite en un máximo de diez días hábiles.

La recomendación debe fundarse y motivarse, y ha de orientarse a 
la reparación de la situación planteada. En caso de que la autoridad no 
observe la recomendación, la procuraduría informa a su superior jerár-
quico para que tome las medidas correspondientes.

La procuraduría cuenta, como se ha señalado, con el apoyo de una 
Comisión Consultiva, que es presidida por el procurador titular y sesiona 
al menos tres veces al año. Está integrada hasta por cinco miembros, que 
han de gozar de reconocido prestigio y haberse destacado en la defen-
sa, promoción o divulgación de los derechos humanos y universitarios. 
Además, deben reunir los siguientes requisitos de acuerdo con el regla-
mento de la procuraduría: a) ser mexicano mayor de treinta años el día de 
su designación; b) no desempeñar cargo o función alguna en la ug, y c) no 
desempeñar funciones de dirección en un partido político, ser candidato 
o ejercer cargo de elección popular, o ministro de algún culto religioso. 
Duran dos años en su encargo y pueden ser reelectos. Se considera un 
cargo honorario.
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La mayoría de las funciones de la comisión se centran en asesorar y 
aconsejar al procurador en los asuntos que considere conveniente en el 
proyecto de informe de actividades y en el programa anual de trabajo de 
la procuraduría. Estos casos se encuentran señalados en el Artículo 36 del 
reglamento. Le corresponde además, conforme a este último, conferir el 
premio y la distinción Ponciano Arriaga de los Derechos Académicos.

Actividades de difusión

La procuraduría tiene entre sus obligaciones promover la cultura y el 
conocimiento de los derechos académicos por parte de los integrantes 
de la comunidad. Para ello establece un programa permanente de orien-
tación, conforme al cual realiza campañas de difusión entre los mismos.

Mediante la comisión consultiva, la procuraduría participa en la or-
ganización del premio y la distinción Ponciano Arriaga de los Derechos 
Académicos, que se otorga anualmente en los términos señalados por los 
Artículos 42 a 44, del reglamento de la procuraduría. 

Defensoría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad Autónoma de Guerrero

La Universidad Autónoma de Guerrero (uagro), a la cual se vincula este 
oddu, se fundó el 30 de marzo de 1960, cuando su antecedente inmedia-
to, el Colegio del Estado, fue transformado en universidad. Se trata de 
un órgano público, autónomo y descentralizado del estado de Guerrero, 
con personalidad jurídica y patrimonio propio.

Datos generales

La Defensoría de los Derechos Humanos y Universitarios de la uagro 
fue creada por el Consejo Universitario 2005. Se encuentra ubicada en 
la ciudad de Chilpancingo de los Bravo. Se trata de una única oficina, sin 
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unidades desconcentradas, pero que tiene la posibilidad de establecer 
coordinaciones regionales previo acuerdo del Consejo Universitario. Es 
uno de los oddu fundadores de la reddu (2005). 

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La defensoría está considerada como un organismo independiente y au-
tónomo, que no está sujeto a la línea jerárquica. No participa directa-
mente en sistemas de gestión de la calidad, ni en ningún otro tipo de 
mecanismo de control administrativo, en cuanto a sus funciones sustan-
tivas. La rendición de cuentas se verifica mediante la presentación de un 
informe semestral, que rinde ante el Consejo Universitario, el cual pue-
de solicitar informes extraordinarios. Además, presenta ante este órgano 
la planeación anual de sus actividades, acompañada del correspondiente 
presupuesto, para su aprobación. Con respecto a los bienes y control 
del presupuesto, opera como el resto de las dependencias universitarias. 

La normatividad universitaria que le da origen es la Ley Orgánica 
de la uagro, en sus Artículos 53 y 54. El estatuto contempla algunas de 
sus funciones en los Artículos 151 a 157. El ordenamiento jurídico que 
la regula de forma específica es el Reglamento de la Defensoría de los 
Derechos Humanos y Universitarios de la uagro.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Se integra por el defensor de los derechos humanos y 
universitarios, un secretario técnico, un visitador general, los coordina-
dores regionales, el personal profesionalizado y el personal administrati-
vo y de intendencia. Intervienen en el procedimiento de forma concreta 
realizando tareas diversas el defensor, el secretario técnico, el visitador 
y los coordinadores regionales. Existe la posibilidad de que el personal 
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especializado, a juicio del defensor, participe también en éstas. De ahí 
que, aunque sólo exista un defensor, el oddu trabaje como un órgano 
colegiado.

La designación del defensor titular se realiza por el Consejo Uni-
versitario, mediante concurso de oposición. El cargo dura cuatro años 
y no se contempla la reelección. Los requisitos para ser defensor titular 
se establecen en el Artículo 154 del Estatuto General de la universidad, 
y son: a) ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos; b) ser mayor de treinta y menor de setenta años; c) po-
seer méritos académicos relevantes; d) contar con reconocida trayectoria 
profesional, en el ámbito de los derechos humanos, contar con tres años 
de experiencia como mínimo; e) presentar título de licenciatura y grado de 
maestría o doctorado y cédulas respetivas en el Área del Derecho; f) No 
estar desempeñando cargo alguno de elección popular o de designación 
en los gobiernos federal, estatal o municipal; g) ser de honorabilidad 
reconocida y no haber causado daños al patrimonio de la universidad; 
h) no ser ministro de algún culto religioso o dirigente activo de algún 
partido político, e, i) presentar carta de no antecedentes penales. Tanto 
el secretario técnico como el visitador general son nombrados por el de-
fensor y deben cumplir los mismos requisitos que para éste señala el es-
tatuto. Los coordinadores y el personal profesionalizado son nombrados, 
asimismo, por el defensor, pero los requisitos que les solicita el Artículo 
24 del reglamento de la defensoría son distintos: han de ser mexicanos, 
tener título de licenciatura, no haber sido condenados por delito doloso, 
no haber causado daños al patrimonio de la universidad, ser de recono-
cida honorabilidad y no ser dirigente de algún partido político.

El reglamento de la defensoría determina en sus Artículos 19, 16, 
20 y 21, las funciones de cada uno de los integrantes del oddu. Todo el 
personal de la defensoría está obligado a guardar reserva de los asuntos 
que se le plantean.
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Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa de oficio y a petición de parte. Esta última es necesariamente por 
comparecencia. Los procedimientos, conforme a lo señalado en su re-
glamento, son imparciales, breves, sencillos, expeditos y gratuitos. La 
defensoría es competente para conocer de cualquier reclamación de los 
integrantes de la comunidad, que consideren que se ha vulnerado algún 
derecho universitario individual, que les concede la legislación univer-
sitaria. Pueden acudir a ella egresados, padres de familia y tutores en 
representación de los estudiantes menores de edad. La vulneración de 
derechos puede implicar acciones u omisiones de las autoridades. El de-
fensor tiene la posibilidad de realizar investigaciones y solicitar informes 
y de moverse libremente en todas las dependencias de la universidad en 
el ejercicio de sus funciones. Además, tiene la encomienda de promover 
la cultura de la legalidad.  

La defensoría no puede conocer asuntos de naturaleza estrictamen-
te laboral, de competencia exclusiva de los sindicatos universitarios, de 
carácter electoral, de resoluciones emitidas por la comisión de honor 
y justicia o por el consejo universitario, de evaluaciones académicas de 
los estudiantes por parte de los profesores, de competencia de la co-
misión dictaminadora, de los procedimientos de ingreso, promoción y 
permanencias de los trabajadores universitarios (salvo que se viole algún 
derecho universitario de naturaleza distinta), de aquellos en que la parte 
quejosa ocupe un cargo de primer nivel dentro de la administración cen-
tral universitaria, de carácter exclusivamente personal, de aquellos que 
no estén relacionados con actos violatorios cometidos por autoridades 
universitarias o servidores que asuman funciones de autoridad, de las 
violaciones que tengan señaladas otra vía para ser impugnadas por la 
legislación universitaria, de las quejas extemporáneas y de los asuntos de 
competencia de organismos públicos defensores de los derechos huma-
nos de la entidad o del país.
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Todos los procedimientos que se sigan ante la defensoría deberán 
ser imparciales, breves, sencillos, claros, expeditos y gratuitos. Además 
de atender las reclamaciones formales de la comunidad, la defensoría 
le asesora y orienta, ya sea de manera presencial, telefónica, a través de 
internet o por cualquier otro medio al alcance del solicitante. Cuenta con 
un aviso de privacidad y políticas de protección de datos personales que 
se aplican en toda la universidad. 

El procedimiento para interponer una queja implica ciertas forma-
lidades en su tramitación. Se realiza por escrito o por comparecencia y 
deberá proporcionar los datos que señala el Artículo 31 del reglamento 
de la defensoría, que incluyen los generales de quien interpone la queja 
(como nombre, matrícula o número de empleado, escuela o dependen-
cia; datos de contacto que incluyan el domicilio para recibir notificacio-
nes), una relación de los hechos, señalando la autoridad implicada, los 
documentos necesarios para sostener su dicho y cualquier otro que el 
quejoso estime conveniente. Debe necesariamente estar firmado para que 
no se considere anónimo, pero el universitario puede solicitar que la de-
fensoría mantenga reserva de su nombre. En este último caso, la visitadu-
ría otorga al quejoso cinco días hábiles para subsanar esta circunstancia 
antes de archivarla.

El oddu puede desechar una queja si carece de materia o pretensión 
jurídica, si no está dirigida a la defensoría o si carece de firma y huella. 
El plazo específico para acudir al órgano, a partir de que ocurrió el acto 
que se reclama o de que dejó el quejoso, es de un año, si se trata de un 
asunto a petición de parte.

La defensoría resuelve en máximo de setenta y dos horas, si el escri-
to es procedente. Una vez admitido, se notifica por escrito a la autoridad 
presuntamente responsable de la violación por acción u omisión de los 
derechos del reclamante, acompañada de los documentos que se consi-
dera pertinente.  Ésta, tiene cinco días hábiles para responder. La defen-
soría puede promover una solución inmediata a la reclamación mediante 
la conciliación.



80 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

La legislación autoriza a la defensoría establecer medidas cautelares 
a fin de salvaguardar los derechos del quejoso. La defensoría puede emi-
tir dos tipos de resoluciones: acuerdos y recomendaciones. El Artículo 
44 del reglamento refiere la forma en que los primeros se clasifican, y 
corresponden fundamentalmente a las diversas etapas del procedimien-
to, desde que inicia la queja hasta que se archiva. En caso de no ameritar 
recomendación, se emite un acuerdo de no responsabilidad. 

La recomendación ha de fundarse y motivarse, y se emite sólo por 
violación fehaciente de los derechos universitarios por parte de las auto-
ridades. Debe incorporar un proemio, hechos, evidencias, consideracio-
nes jurídicas y resolutivos. Además, las recomendaciones son obligatorias 
y han de cumplirse en un plazo que no supere los diez días hábiles. Su 
cumplimiento ha de ser exacto y la autoridad debe informar a la defen-
soría una vez que lo ha hecho. En caso de que esto no suceda, o que sólo 
se haga parcialmente, la defensoría lo informa a la Comisión de Honor 
y Justicia del Consejo Universitario,  a fin de que se aplique la sanción 
que corresponda.

La defensoría tiene un máximo de sesenta días naturales para notifi-
car cualquier resolución, a partir de la fecha de admisión de la queja. El 
defensor titular puede realizar propuestas para mejorar la legislación, a 
fin de prevenir violaciones a los derechos humanos universitarios.

Actividades de difusión

La defensoría debe promover la cultura de la legalidad y el conocimiento 
de los derechos humanos universitarios por parte de los integrantes de la 
comunidad. Cuenta con una publicación oficial de difusión, denomina-
do Gaceta de la Defensoría, mediante la cual las recomendaciones se hacen 
del conocimiento de la comunidad, pero también incluirá datos, estadís-
ticas y artículos que procuren el conocimiento y difusión de los derechos 
humanos universitarios. 
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Realiza campañas permanentes de difusión entre los universitarios. 
Entre sus atribuciones se encuentra, además, la gestión de convenios de 
colaboración con instituciones públicas y privadas para promover la pro-
moción defensa de los derechos humanos universitarios.

Defensoría del Estudiante de la Universidad Autónoma 
de la Ciudad de México

La Universidad Autónoma de la Ciudad de México (uacm) es una de las 
casas de estudio más jóvenes en la capital; data del año 2001. Actual-
mente, y después de varias reformas a su ley orgánica, se ha conformado 
como un organismo público autónomo, con personalidad jurídica y pa-
trimonio propios. 

Datos generales

La actual defensoría de los derechos universitarios fue creada por el 
Consejo Universitario en noviembre de 2016, para suplir a la antigua 
Defensoría del Estudiante. Esta última ha sido miembro regular de la 
reddu. 

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La defensoría está considerada un organismo independiente e imparcial. 
No tiene carácter de autoridad y sus resoluciones no son vinculatorias. 
La rendición de cuentas se verifica mediante la presentación de un infor-
me anual, que rinde ante la comisión de medios y conciliación, la cual lo 
presenta junto con el dictamen correspondiente al consejo universitario. 
El defensor titular está obligado a rendir, en cualquier momento, los 
informes que el Consejo Universitario requiere. En cuanto a los bienes 
y control del presupuesto, opera como el resto de las dependencias uni-
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versitarias. La normatividad universitaria que le da origen es el Estatuto 
de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autó-
noma de la Ciudad de México. La Ley Orgánica de la universidad no la 
menciona de forma expresa.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona rea-
liza tareas de defensa. Está integrado por un defensor de los derechos 
universitarios, que funge como titular. Además, cuenta con un defensor 
adjunto que le auxilia y representa. Cuenta con un asesor legal y el per-
sonal técnico y administrativo que se requiera.

El asesor legal es designado por el defensor titular, quien debe in-
formar, en caso de ratificación o cese, a la Comisión de Mediación y 
Conciliación del Consejo Universitario. La designación de los defenso-
res, titular y adjunto, se lleva a cabo de la siguiente manera: se emite una 
convocatoria por la comisión de mediación y conciliación, que se pre-
senta al pleno del consejo. Una vez aprobada, se hace del conocimien-
to público a fin de que pueda verificarse el registro de aspirantes. No 
se hace ningún tipo de proselitismo por parte de éstos. Dan a conocer 
las propuestas a la comunidad, mediante los consejeros, quienes, según 
el proceso acordado en la convocatoria, recaban la opinión de sus comu-
nidades. La Comisión de Mediación y Conciliación presenta a los aspi-
rantes ante el pleno del Consejo, por los medios que considere adecua-
dos. La convocatoria puede declararse desierta, en cuyo caso se emite 
otra inmediatamente. Los defensores son elegidos en sesión extraordi-
naria por el Consejo, cuyo único punto consiste en dicha elección. Cada 
consejero emite su voto razonado, nominal o secreto, que se orienta por 
el resultado de las consultas a su comunidad.

El defensor titular y adjunto duran en su cargo cuatro años, con 
posibilidad de ser ratificados por una sola ocasión. Para el proceso de 
ratificación, los defensores deben expresar tres meses antes su intención 



83Las defensorías, procuradurías y comisiones asociadas

de ser ratificados, presentando la comisión de mediación y conciliación 
un dictamen sobre su desempeño al pleno, quien vota o no por la ratifi-
cación en los mismos términos en los que se verifica la elección.

Los requisitos para ser defensor son los siguientes: a) tener probada 
experiencia en la defensa y promoción o ambas de derechos universi-
tarios y humanos (o ambos), por lo menos durante diez años; b) contar 
con la preparación acorde con la función y en materia de derechos hu-
manos y universitarios (estudios profesionales, seminarios, diplomados, 
cursos); c) comportarse de forma ética y honesta; d) contar con probada 
experiencia en mediación y conciliación y, e) presentar su programa de 
trabajo.

El perfil del defensor se orienta a que no tenga carácter de auto-
ridad, ni intereses fuera de la institución que pudieran comprometer 
su actuación imparcial. Aunque no necesariamente debe tratarse de un 
abogado de profesión, sí requiere  formación académica especializada en 
la materia.

El defensor titular y el defensor adjunto sólo pueden ser cesados por 
incumplir sus funciones, por uso indebido de sus facultades, o bien, 
por comprobarse que no reúne de origen los requisitos para ser defensor. 
En caso de revocación del mandato, debe procederse a una votación en 
el pleno del consejo, que ha de ser secreta. Para el caso del titular, deben 
votar por el cese las dos terceras partes de los consejeros del pleno y en 
el caso del adjunto, la mitad más uno.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa tanto  a petición de parte como de oficio. De acuerdo con el Artículo 
3 de su estatuto, su labor se basa en los principios de no discrimina-
ción, igualdad, pro persona, pro débil, confidencialidad, independencia, 
informalidad, inmediatez, transversalidad, integración, subsidiariedad, 
transparencia, rendición de cuentas, debido proceso y contradicción. 
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Para conocer de cualquier queja de los integrantes de la comunidad, es 
competente que consideren que se han vulnerado sus derechos universi-
tarios, humanos o ambos, por contradecir los actos de las autoridades o 
la legislación; por considerar que las resoluciones son injustas, irrazona-
bles, inadecuadas o erróneas; por la existencia, omisiones o violaciones a 
los procedimientos; o porque se vulnere el derecho de petición, en térmi-
nos del artículo séptimo de su estatuto. Para ello, tiene la posibilidad de 
realizar investigaciones y solicitar informes. No atender las solicitudes 
de la defensoría es causa de responsabilidad universitaria, por lo que 
en dicho caso el defensor debe remitir el caso al Consejo Universitario y 
al abogado general para que resuelven lo conducente. El defensor puede 
moverse libremente en todas las áreas de la universidad en el ejercicio de 
sus funciones, y pedir documentación e información a cualquier depen-
dencia universitaria.

La defensoría no puede conocer asuntos de naturaleza laboral, ni 
aquellos para los cuales se cuenta con otra instancia para su resolución. 
Tampoco pueden atender a funcionarios o cualquier persona que tenga 
un cargo de responsabilidad, debiendo remitirles a la Comisión de Dere-
chos Humanos del Distrito Federal (cdhdf).

La defensoría no sólo atiende las quejas que se le presentan formal-
mente. En primer término, asesora y orienta sobre el ejercicio de sus 
funciones en materia de derechos humanos y universitarios, y sobre los 
derechos y obligaciones de los integrantes de la comunidad. 

Las quejas deben presentarse por escrito (puede ser a través de me-
dios electrónicos o de manera física). Existe un plazo específico para 
realizarlas: ciento veinte días a partir de que tuvo verificativo el acto que 
las motiva. Sólo excepcionalmente, y en casos suficientemente documen-
tados, la defensoría podrá actuar en asuntos acaecidos más allá de este 
plazo.

La defensoría actuará conforme a los principios de concentración, 
inmediatez y rapidez. Puede no atender una queja si considera que no 
existe violación o que no es de su competencia. En caso de rechazo, se 
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orienta al interesado para que acuda a la dependencia universitaria que 
le pueda auxiliar. 

En caso de ser admitida, se informa de inmediato a la autoridad pre-
suntamente responsable, con independencia de que se haga posterior-
mente por escrito, de la presunta violación de los derechos del quejoso. 
De ameritarlo el caso, puede recomendar a la autoridad que se dicten 
medidas de protección en favor de éste.

La defensoría puede promover una solución inmediata a la queja. 
Ello en virtud de su carácter informal y flexible, cercano al modelo de 
ombuds organizacional, que rige su actuar por el principio de inmediatez. 
Cuando ello no es posible, se estudian los informes, las evidencias y, de 
existir los elementos suficientes, formula una recomendación o sugeren-
cia a la autoridad. 

Una vez notificada la recomendación, la autoridad cuenta con un 
plazo de cinco días hábiles para aceptarla o no. En caso de no remitir 
escrito alguno, se entiende que la acepta y debe informar la forma en 
que se ha de cumplir. La aceptación hace la recomendación obligatoria. 

En el caso de que el asunto pueda ser atendido por medio de la me-
diación y conciliación, la defensoría debe advertir a los participantes que 
ambos han de acordar solucionar el conflicto a través de la mediación, 
indicando que el papel del defensor solamente posibilita un diálogo res-
petuoso entre las partes, que deben llegar por sí mismas a una solución, 
en las sesiones que sean necesarias. 

Finalmente, es importante señalar que la defensoría puede propo-
ner cambios a la legislación universitaria para procurar procedimientos 
y trámites que disminuyan potenciales conflictos. 

Actividades de difusión

La defensoría tiene entre sus obligaciones promover la protección, pro-
moción y defensa de los derechos universitarios, y su conocimiento por 
parte de los integrantes de la comunidad. Informa de los servicios que 
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proporciona la universidad y ella misma, utilizando para tal efecto todos 
los medios de comunicación con que cuenta la institución.

La defensoría puede proponer la firma de convenios con otras ins-
tituciones de defensa de los derechos universitarios y humanos. Además, 
tiene la oportunidad de participar en organizaciones externas como aso-
ciaciones y sociedades académicas que promuevan estos derechos, siem-
pre y cuando sea a nombre de la universidad. Cuenta con una página 
electrónica para dar a conocer tanto los derechos de la comunidad como 
las acciones que emprende para defenderlos.

Procuraduría de los Derechos Académicos 
de la Universidad Autónoma de Morelos

La Universidad Autónoma del Estado de Morelos, a la cual se vincula 
este oddu, tiene su origen en 1953, cuando el Instituto de Estudios Su-
periores del estado de Morelos, fundado en 1938, se transformó en la 
máxima casa de estudios de la entidad. Obtuvo su autonomía el 22 de 
noviembre de 1967. Se trata de un organismo público autónomo con 
personalidad jurídica y patrimonio propios. 

Datos generales

La Procuraduría de los Derechos Académicos de la Universidad Autóno-
ma de Morelos (uaem) fue creada en el 2008. Se ubica en la ciudad de 
Cuernavaca. Se trata de una única oficina, sin unidades desconcentradas. 
Es miembro de la reddu (2010) en calidad de asociado regular. Partici-
pa de forma activa en las reuniones regionales y en eventos académicos 
internacionales. 

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La procuraduría está considerada como un organismo independiente, 
que no está sujeto a la línea jerárquica. No participa directamente en 
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el sistema de gestión de la calidad de la universidad. La rendición de 
cuentas se verifica mediante la presentación de un informe anual, que 
rinde ante el consejo universitario. En cuanto a los bienes y control del 
presupuesto, opera como el resto de las dependencias universitarias.

La normatividad universitaria que le da origen es la Ley Orgánica 
de la Universidad Autónoma de Morelos, en su Artículo 34. El Estatuto 
Universitario la contempla en su Artículo 108. El ordenamiento jurídico 
que la regula de forma específica es el Reglamento de la Procuraduría de 
los Derechos Académicos de la uaem.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Se integra por el procurador titular y dos subprocu-
radores. 

La elección del procurador corresponde al Consejo Universitario, 
que lo designa a partir de una terna que le presenta su presidente, previa 
comparecencia ante el pleno de los candidatos. La Federación de Estu-
diantes Universitarios de Morelos (feum) funge como observadora durante 
el proceso de integración de la terna. Los subprocuradores son designados y 
removidos libremente por el procurador, con el visto bueno del rector. 

El cargo dura cuatro años, con posibilidad de reelegirse una sola 
vez. Sólo puede ser depuesto por el Consejo Universitario, en los tér-
minos que señala la legislación. Los requisitos para ser designado pro-
curador, conforme al Artículo 7 del reglamento, son los siguientes:  
a) ser mexicano, mayor de treinta años, cumplidos al día de su designa-
ción; b) tener cuando menos cinco años de antigüedad como miembro 
activo de la comunidad universitaria, en términos del Artículo 8 de la 
Ley Orgánica de la universidad; c) gozar de reconocida imparcialidad; 
d) no ser militante de partido político, ni ser autoridad o funcionario 
en la universidad o fuera de ella; e) no desempeñar ni ser candidato a 
ningún cargo de elección popular, directa o indirecta; f) poseer el día de 
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la designación, con antigüedad mínima de cinco años, título profesio-
nal, preferentemente de licenciado en Drecho, expedido por autoridad 
o institución legalmente facultada para ello; g) gozar de buena reputación 
y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal, y h) pre-
ferentemente, contar con experiencia profesional académica, estudiantil y 
en derechos humanos. Para ser subprocurador, es necesario: a) contar con 
título profesional, preferentemente de licenciado en Derecho, b) Tener 
una experiencia mínima de tres años de antigüedad en el ejercicio de 
su profesión y como miembro activo de la comunidad universitaria, y 
c) tener 26 años de edad como mínimo al momento de su designación. 
Además, y al igual que el procurador titular, debe: d) gozar de reconoci-
da imparcialidad; e) no ser militante de partido político, ni ser autoridad 
o funcionario en la universidad o fuera de ella; f) no desempeñar ni ser 
candidato a ningún cargo de elección popular, directa o indirecta, y g) 
gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que 
amerite pena corporal.

El perfil tanto del procurador como de los subprocuradores no bus-
ca tener carácter de autoridad, ni intereses fuera de la institución que 
puedan comprometer su actuación imparcial. Aunque no necesariamen-
te debe tratarse de un profesional del derecho, se prefiere a quienes se 
han formado en esta disciplina.

La procuraduría cuenta con el personal técnico y administrativo 
necesario para desarrollar sus funciones, en la medida en que el presu-
puesto lo permite. Todo el personal de la procuraduría está obligado a 
guardar reserva de los asuntos que se le plantean.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a los estudiantes y trabajadores académicos de la Uni-
versidad Autónoma de Morelos, tal y como señalan los Artículos 34 de la 
Ley Orgánica, y 108 del estatuto de la institución. Su actuar se rige por 
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los principios de independencia, imparcialidad, prontitud, objetividad, 
confidencialidad, gratuidad y transparencia. Es competente para cono-
cer de cualquier inconformidad de dichos sectores, que consideren se ha 
vulnerado algún derecho de carácter individual, que les concede la legis-
lación universitaria. También tiene el deber de apoyarles en la defensa 
de sus derechos humanos, acompañándoles en las gestiones necesarias 
ante los organismos estatales o nacionales a los que les corresponda de-
fenderlos. Para ello, tiene la posibilidad de realizar investigaciones y so-
licitar informes. Además, tiene la encomienda de vigilar y promover el 
cumplimiento de la legislación universitaria y puede hacer propuestas 
al consejo universitario para modificar la legislación, a fin de proteger 
de mejor forma los derechos de la comunidad. En el desarrollo de sus 
funciones, el procurador puede moverse libremente en todas las depen-
dencias de la universidad.  

La procuraduría no puede conocer de quejas relativas a derechos de 
índole laboral, individual o colectivos; sobre resoluciones disciplinarias 
de cualquier instancia; sobre evaluaciones académicas (aunque si puede 
conocer del procedimiento mediante el cual se realizaron); de resolucio-
nes que puedan combatirse por otros medios; y de alumnos o profesores 
de instituciones incorporadas.

Ésta asesora a quienes se acercan a ella. Tanto las asesorías como 
las quejas pueden realizarse de manera personal, telefónica, a través de 
Internet o por cualquier otro medio al alcance del solicitante. En cuan-
to a las quejas, debe ratificarse de haberla interpuesto vía electrónica o 
telefónica, dentro de los cinco días hábiles, o se tendrá por no interpues-
ta. Las quejas pueden interponerse sesenta días hábiles posteriores a la 
situación que las motiva.

El procedimiento de queja y las asesorías comparten los plazos, pero 
el primero requiere de mayores formalidades. La interposición o ratifica-
ción ha de ser personal, y sólo por incapacidad física justificada o fuerza 
mayor podrá hacerse mediante un representante, que debe contar con 
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un poder simple. Se realiza por escrito en los formatos que la procuradu-
ría diseña para ello, señalando los siguientes datos: nombre de la perso-
na que interpone la inconformidad, registros escolares o académicos en 
la institución, según sea alumno o docente, escuela a la que pertenece, 
datos de contacto que incluyan el domicilio (para recibir notificaciones), 
una relación de los hechos señalando la autoridad implicada, los documen-
tos necesarios para sostener su dicho, solicitud expresa a la procuraduría, y 
cualquier otro documento que considere conveniente aportar. De faltar 
algún elemento, la procuraduría lo hace saber al inconforme y le otorga 
un plazo para subsanarla o se tendrá por no interpuesta. El escrito debe 
necesariamente estar firmado. La procuraduría inicia el expediente y lo 
registra. 

Ésta, puede desechar una inconformidad si no es competente o 
considera que es improcedente (es decir, si no se trata de un derecho 
académico, si ha sido resuelto con anterioridad por la procuraduría o se 
encuentra pendiente de resolución, cuando no se haya interpuesto den-
tro de los sesenta días posteriores al hecho reclamado, cuando no se trate 
de una queja individual y en aquellos casos en que la legislación señale de 
forma expresa). 

Una vez que el procurador ha tomado en cuenta el punto de vista de 
los subprocuradores, se determina si se admite o no la queja. De hacerlo, 
se radica y se le asigna un folio. La procuraduría puede establecer medi-
das cautelares si lo considera conveniente. En caso de que el procurador 
o subprocuradores consideren que existe alguna circunstancia que pueda 
afectar su objetividad (amistad o enemistad, parentesco o cualquier otra 
razón), deberán excusarse del conocimiento del asunto. 

Una vez radicada, ha de notificarse por escrito a la autoridad pre-
suntamente responsable de la violación, por acción u omisión, de los 
derechos del reclamante, en un plazo no mayor a cinco días hábiles, con 
los documentos pertinentes, a fin de que responda en un plazo idéntico. 
En caso de no hacerlo, emite hasta tres recordatorios antes de dar aviso 
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al superior jerárquico, para que proceda como corresponda, a menos de 
que justifique la omisión, en cuyo caso se le otorga un plazo prudente 
para responder.

La procuraduría puede promover alternativas de solución inmedia-
ta a la reclamación. Si no es posible, se abre un periodo de prueba que 
dura un máximo de veinte días hábiles, a fin de que aporten las pruebas 
con las que cuentan. Una vez que se tiene la información de ambas par-
tes, se procede a estudiar la inconformidad para determinar si existen 
elementos suficientes para emitir una recomendación o no. La resolu-
ción se emite en un máximo de treinta días hábiles.

La recomendación debe fundarse y motivarse, y ha de orientarse a 
la reparación de la situación planteada. En caso de que la autoridad no 
observe la recomendación, la procuraduría informa a su superior jerár-
quico para que tome las medidas correspondientes. En caso de no acep-
tarla, debe hacerlo por escrito, el cual se notifica al superior jerárquico. 
Los escritos señalados se envían en todos los casos, en un plazo de cinco 
días hábiles a partir de la notificación.

Actividades de difusión

La procuraduría tiene entre sus obligaciones promover el conocimiento 
de los derechos académicos por parte de los integrantes de la comuni-
dad. Para ello, establece un programa permanente de orientación, con-
forme al cual realiza campañas de difusión entre sus integrantes.

La defensoría participa en numerosos eventos académicos y foros 
nacionales e internacionales. Mantiene una página electrónica, a través 
de la cual no sólo informa sobre los resultados de estos encuentros, sino 
que procura información práctica relacionada con eventos de interés so-
bre el tema, e información útil para la protección de los derechos y los 
medios que existen para realizar denuncias cuando son violentados.
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Defensoría de los Derechos Universitarios  
de la Universidad Autónoma de Zacatecas “Francisco García Salinas”

La Universidad Autónoma de Zacatecas (uaz), a la cual se vincula este 
oddu, tiene como antecedente más remoto el Instituto Literario de 
Zacatecas, fundado en 1832; posteriormente, Instituto de Ciencias Au-
tónomo de Zacatecas. Actualmente, al igual que la mayoría de las casas 
de estudio de naturaleza pública, se trata de una institución de servicio 
público de carácter descentralizado, dotada de autonomía, que goza de 
personalidad jurídica propia y patrimonio propio. 

Datos generales

La Defensoría de los Derechos Humanos Universitarios de la Universidad 
Autónoma de Zacatecas fue creada en 2004. Se ubica en el centro de la ciu-
dad de Zacatecas. Cuentan con una oficina en el edificio E-1 Campus uaz 
Siglo XXI. Se trata de una única oficina, sin unidades desconcentradas. 
Sus integrantes pueden moverse libremente en todas las dependencias de 
la universidad en el ejercicio de sus funciones. Es miembro regular de la 
reddu desde 2010, y participa activamente en las reuniones regionales y 
nacionales.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La defensoría está considerada una dependencia universitaria descon-
centrada por función, que no está sujeta a la línea jerárquica. No tiene 
carácter de autoridad y sus resoluciones no son vinculatorias. La ren-
dición de cuentas se verifica mediante la presentación de un informe 
anual, que se presenta ante el Consejo Universitario. En cuanto a los 
bienes y control del presupuesto, opera como el resto de las dependen-
cias universitarias. La normatividad que le da origen es la Ley Orgánica 
de la Universidad Autónoma de Zacatecas. Ésta y el Estatuto General la 
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regulan de forma específica. Se cuenta con un proyecto de reglamento 
que se encuentra en vías de aprobación.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado, en el que más de una persona rea-
liza tareas de defensa. Se integra por tres defensores con sus respectivos 
suplentes, quienes eligen entre ellos a un representante, que los presidi-
rá, conforme al Artículo 72 de la Ley Orgánica de la institución.  

La designación de los defensores y sus suplentes se realiza directa-
mente por los universitarios, conforme al Reglamento General de Elec-
ciones de la universidad, mediante el voto ponderado de los tres sec-
tores. El voto de los alumnos y de los profesores se valora en el mismo 
porcentaje, que es mayor al de los administrativos. 

La convocatoria es emitida por el Consejo Universitario cada cuatro 
años en el mes de marzo, siendo la elección el segundo miércoles de la 
primera quincena de mayo. Los aspirantes se presentan por fórmula y 
las tres que obtienen el mayor número de votos son las que reciben las 
constancias de integración, previa validación del proceso por el consejo. 
La protesta se rinde ante este último.

Puede contar con auxiliares técnicos para el desarrollo de las tareas 
de defensa, que participan en las reuniones con voz, pero sin voto. Ade-
más, cuenta con el personal administrativo autorizado por el consejo 
universitario.

Los defensores duran en su cargo cuatro años, con posibilidad de re-
elegirse indefinidamente. Pueden ser removidos solamente por el Con-
sejo Universitario si desatienden sus funciones, o su conducta es contra-
ria a los fines de la defensoría o a la legislación universitaria.

De acuerdo con la Ley Orgánica de la uaz en su Artículo 85, los re-
quisitos para ser defensor son: a) ser mexicano por nacimiento, en pleno 
ejercicio de sus derechos; b) ser académico de carrera, con una antigüedad 
mínima de tres años consecutivos anteriores a su elección; c) poseer título 
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profesional de licenciado en derecho, o de abogado, expedido por autori-
dad o institución legalmente facultada para ello; d) haber desempeñado el 
ejercicio de la profesión que demuestre los conocimientos y experiencia ne-
cesaria; e) no acumular los impedimentos que se señalan en el Artículo 20 de 
la ley; y f) no ser integrante de otro órgano de gobierno, ni auxiliar 
de autoridad universitaria.

El Artículo 20 de la Ley Orgánica refiere a los impedimentos para 
ser rector, por ejemplo, ser funcionario en los sectores públicos y pri-
vados, desempeñar un cargo de elección popular, ser ministro de culto 
religioso, dirigente de partido político, integrante de algún cuerpo de 
seguridad pública; realizar o haber realizado actos contra el orden jurí-
dico de la universidad o su autonomía; ser militar de carrera; haber ejer-
cido el derecho a la jubilación y realizar actos partidistas que implicasen 
la toma del poder público dentro de los recintos universitarios o haber 
sido condenado por delito intencional.  

El perfil de los defensores se orienta a no tener carácter de autori-
dad ni intereses de ningún tipo fuera de la institución que puedan com-
prometer su actuación imparcial. Se deben exclusivamente a la comu-
nidad que les ha elegido.  Además, debe tratarse de profesionales del 
derecho, ya que no sólo se le exige el título de licenciatura, sino la cédula 
correspondiente. Tanto el cargo de defensor titular, como el de defen-
sores adjuntos son de tiempo completo, por lo que son incompatibles 
con cargos de dirección o administrativos, en la universidad o fuera de 
ella. Está permitida la investigación y la docencia. Todo el personal 
de la defensoría está obligado a guardar reserva de los asuntos planteados.

Competencia y mecanismos de defensa

El Artículo 81 del estatuto de la uaz señala que la defensa de los dere-
chos establecidos por la legislación es para todos los sectores de la co-
munidad. La defensoría actúa tanto a petición de parte como de oficio. 
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Tiene como principal función vigilar, proteger los derechos establecidos 
en la legislación, siendo competente para conocer de cualquier queja o 
denuncia de los integrantes de la comunidad, que consideren que se han 
lesionado sus derechos universitarios por las autoridades de la institu-
ción. Para ello tiene la posibilidad de realizar investigaciones y solicitar 
informes. Además, tiene la encomienda de vigilar el cumplimiento de 
la legislación y de representar a los miembros de la comunidad ante el 
tribunal universitario.

La defensoría no puede conocer asuntos de carácter estrictamente 
laboral, procedimientos de evaluación y supervisión académica, los que 
se susciten entre autoridades y dependencias académicas y administra-
tivas y, finalmente, sobre cuestiones electorales (salvo que se refieran al 
ejercicio del derecho al voto). 

La defensoría no sólo atiende las quejas, ya que trabaja permanen-
temente para vigilar, proteger, promover y defender los derechos de la 
comunidad. Para tal efecto, el pleno se reúne los viernes de cada semana 
de forma regular para discutir los asuntos de su competencia, y de forma 
extraordinaria tantas veces como sea necesario. Si bien los asuntos se 
tratan y resuelven ordinariamente en cada sesión, si alguno requiere más 
tiempo, se tratan al día hábil siguiente, sin esperar la siguiente sesión 
semanal. 

La defensoría puede, conforme a sus funciones, constituirse en ins-
tancia de asesoría y consulta. Esto se realiza de manera personal, telefó-
nica, a través de internet o por cualquier otro medio al alcance del soli-
citante. Cuenta con políticas específicas para el tratamiento de los datos 
personales, y se le hacen saber a los solicitantes. Además, proporciona la 
información y documentos que se le soliciten a menos que sea reservada. 

La reclamación, queja o denuncia implica ciertas formalidades en su 
tramitación. Debe hacerse personalmente y por escrito mediante los forma-
tos que la defensoría diseñe para tal efecto. La queja debe incluir los datos 
generales como nombre, datos de contacto y domicilio para recibir noti-



96 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

ficaciones, matrícula, organismos académico o dependencia universita-
ria al que pertenece, una descripción breve de los hechos, los derechos 
que considera violentados, los documentos y evidencias que sustenten su 
dicho, de haberlos, y cualquier otro dato útil para su defensa. Existe un 
plazo específico para realizar la reclamación, queja o denuncia: treinta 
días hábiles a partir de que se tuvo conocimiento de la violación. 

Si la defensoría tiene conocimiento de una posible violación, actúa 
de oficio citando al interesado, quien debe acudir a ratificar su queja. 
Si esto no ocurre en el plazo señalado, es archivada, a menos de que la 
gravedad del asunto amerite que la defensoría la investigue. En ambos 
casos debe dejarse constancia por escrito.

Una vez recibida la queja, se dicta acuerdo de admisión. La defen-
soría puede desechar una reclamación, queja o denuncia si se realiza 
de forma anónima, si considera que no existe violación, o que ésta no 
es de su competencia. En caso de rechazo, se orienta al interesado para 
que acuda a la dependencia universitaria que le pueda auxiliar. Si se 
admite la queja, se emite el requerimiento de información a la autoridad 
presuntamente responsable de la violación, para que se dé respuesta a 
la misma. Se procura la comunicación directa, a fin de evitar dilaciones 
innecesarias. El informe debe manifestar los antecedentes del asunto y 
argumentos por los que se realizaron las acciones que se impugnan. En 
caso de no rendirse o de que no se haga en tiempo, se tendrán por cier-
tos los hechos denunciados. De ser posible por la naturaleza del asunto, 
la defensoría puede promover una solución inmediata a la reclamación, 
queja o denuncia. Esto suele traducirse en el uso de medios alternos a los 
procedimientos formales para solucionar conflictos, como la conciliación 
o la mediación. Si las partes se avienen se redacta un acta y terminará el 
procedimiento.

Cuando ello no es posible, se estudia el expediente y, de existir los 
elementos suficientes, formula una recomendación a la autoridad, que 
debe estar debidamente fundada y motivada. La legislación considera la 
posibilidad de que la defensoría pueda establecer medidas restitutivas. 
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De no existir elemento suficientes, emite una resolución de no responsa-
bilidad de la autoridad.

Una vez notificada la recomendación, la autoridad debe contestar 
por escrito si la acepta o no. Se hace ante la propia defensoría, que tiene 
un plazo para rectificar o ratificar la recomendación. El incumplimien-
to de las recomendaciones se hace del conocimiento del abogado, para 
que, de considerarlo conveniente, el consejo proceda, a sancionar con-
forme a la legislación. 

La defensoría no sólo emite recomendaciones a partir de los asun-
tos planteados. Además, funge ante las instancias de la institución como 
representante de los integrantes de la comunidad ante el tribunal uni-
versitario. La defensoría tiene encomendado vigilar el cumplimiento de 
las normas jurídicas y administrativas relacionadas a su área de compe-
tencia. Pueden, incluso, atacar acuerdos de consejo universitario frente 
al tribunal, a petición de parte.

Actividades de difusión

La defensoría tiene entre sus obligaciones promover el conocimiento 
de los derechos universitarios entre los integrantes de la comunidad y 
los procedimientos que lleva a cabo para defenderlos. Para ello, gene-
ra material digital e impreso. Además, realiza diferentes actividades de 
promoción, como jornadas, pláticas y conferencias en los distintos espa-
cios académicos de la universidad. Participa activamente en los medios 
de comunicación universitaria. Mantiene una página electrónica en donde 
informa sobre sus procedimientos, los derechos de los integrantes de la 
comunidad y eventos de interés.

Oficina del Defensor Universitario 
de la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo

La Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo (uaeh), a la cual se 
vincula este oddu, se fundó el 24 de febrero de 1961, cuando se convirtió 
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en universidad el Instituto Científico y Literario Autónomo de Hidalgo. 
Su antecedente más remoto en el Instituto Literario y Escuela de Artes 
y Oficios de Pachuca, fundada en febrero de 1869. Se trata de un orga-
nismo de carácter público descentralizado del estado de Hidalgo, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio que, como lo indica su propia 
denominación, ha sido dotado de autonomía.  

Datos generales

La Oficina del Defensor Universitario fue creada en el año de 2006, sien-
do incluida en 2008 en el Estatuto general de la universidad. La oficina 
del defensor se encuentra ubicada en la torre de rectoría, en la ciudad de 
Pachuca. Se trata de una única oficina, sin unidades desconcentradas. Es 
miembro de la reddu  desde 2013, con estatus de asociado e interactúa 
con otros organismos defensores de los derechos humanos de la entidad.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

El defensor es concebido en el Artículo 77 del Estatuto universitario 
como una autoridad, aunque de carácter independiente, por lo que no 
está sujeto a la línea jerárquica. En los manuales de organización tiene el 
nivel de dirección, dependiendo directamente de la rectoría. 

Participa como oficina en el sistema de gestión de la calidad que 
mantiene la dirección del mismo nombre, sin que ello implique la exis-
tencia de algún mecanismo de control, en cuanto a sus funciones sustan-
tivas. La rendición de cuentas se verifica mediante la presentación de 
un informe anual, durante la segunda quincena del mes de enero, que 
rinde ante el Consejo Universitario. Con respecto a los bienes y control 
del presupuesto, opera como el resto de las dependencias universitarias. 
La normatividad universitaria que le da origen es la Ley Orgánica de la 
uaeh, en sus Artículos 51 a 54. El Estatuto General la regula en sus Ar-
tículos 77 y 78 (reformados el 20 de marzo de 2017). No cuenta con un 
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reglamento propio. Opera mediante acuerdos en materia de derechos 
humanos y manuales de organización y procedimientos. 

Integración y dirección

Se trata de un organismo unipersonal, ya que solamente el titular reali-
za funciones de defensa. El término defensoría se refiere, por ende, a la 
oficina de éste, involucra personal de apoyo jurídico y administrativo, 
aunque preferentemente se hace referencia a ella como oficina del de-
fensor universitario. La oficina cuenta con cuatro áreas que participan en 
las tareas de defensa, pero estrictamente en apoyo al defensor: el área de 
políticas en derechos humanos, el área jurídica en derechos humanos, el 
área de seguimiento de gestión de la calidad y el área administrativa y de 
inventarios. En este texto se hace referencia de forma exclusiva a las dos 
primeras, ya que son las únicas que intervienen en apoyo al titular en las 
labores de defensa.

La designación del titular se realiza por el consejo universitario, a 
propuesta del rector. El defensor dura en su cargo seis años, sin posibi-
lidad de reelegirse. Los requisitos para ser defensor son los siguientes: 
a) ser de nacionalidad mexicana; b) ser mayor de 30 años en el momen-
to de la designación; c) poseer título universitario no inferior a nivel 
licenciatura debidamente legalizado; d) tener un mínimo de tres años 
de antigüedad ininterrumpida en la institución y, e) ser de reconocida 
honorabilidad. 

El perfil del defensor no requiere una formación académica espe-
cífica, mas como se ha señalado es necesario que cuente con un área 
jurídica especializada. Además, se apoya en el personal que la institución 
asigna, para el mejor desarrollo de sus funciones. Está obligada a guar-
dar reserva de los asuntos planteados.
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Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria e 
incluso a personas ajenas a la institución, cuando sean violentados sus 
derechos humanos dentro del campus, por alguna autoridad o integran-
tes de la comunidad. El defensor puede moverse libremente en todas las 
dependencias de la universidad en el ejercicio de sus funciones.

Al tratarse de una oficina que trabaja con derechos humanos y no 
exclusivamente con derechos universitarios, su campo material de ac-
tividad es más extenso. Se involucra especialmente en la operación de 
programas destinados a fomentar la  equidad de género, combatir la 
discriminación, instrumentar el código de ética y otras tareas propias 
de un ombuds organizacional. Su actuación se rige por los principios de 
independencia, confidencialidad e imparcialidad.

A través de su página electrónica, la oficina del defensor orienta a 
la comunidad sobre los asuntos en los cuales no puede intervenir, como 
asuntos sindicales, los derivados de procesos ante tribunales, árbitros, 
jueces, o bien, disciplinarios o sancionadores de competencia exclusiva 
del Consejo Universitario o de la Dirección General Jurídica. 

El defensor no sólo atiende las reclamaciones formales de la comuni-
dad. En primer término, asesora y orienta. Esto puede realizarse de manera 
personal o a través de internet. Para garantizar la confidencialidad, no se 
inician quejas vía telefónica. Cuenta con un aviso de privacidad. Participa y 
promueve las políticas de protección de datos personales.

Existen dos canales o procedimientos para la recepción de quejas, 
peticiones, asesorías y consultorías. Se presentan por escrito en los for-
matos que la oficina del defensor diseña, en el plazo de cinco días hábiles 
siguientes al posible hecho violatorio. Esta fase le corresponde al área 
jurídica.

Si se trata de una queja o petición, el defensor verifica en el área 
jurídica en materia de derechos humanos si es procedente conforme a la 
legislación. De no serlo, se notifica a la persona que la oficina del defen-
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sor no es competente para conocer de su asunto y se le canaliza al área 
que la puede auxiliar. De serlo, se le asigna un código interno que debe 
conocer el quejoso. Asimismo, se le hace saber de los plazos de resolu-
ción de su queja. 

El defensor puede desechar quejas o peticiones anónimas, o que no 
señalen específicamente el lugar, forma y momento en que ocurrieron 
los actos violatorios de derechos humanos. También no atenderá las que 
se presenten de forma extemporánea o las que no sean interpuestas por 
integrantes de la comunidad, a menos que el hecho violatorio sucediera 
dentro del campus y el probable responsable sea una autoridad universi-
taria o algún integrante de la comunidad. La falta de interés o de actua-
ción del interesado implica el sobreseimiento de la queja.

Una vez admitida, el defensor y el área jurídica de derechos huma-
nos investigan los hechos a fin de determinar si existe una violación a los 
derechos universitarios y humanos. De no ser así, se informa por escrito 
al quejoso. En caso de determinarse la existencia de la violación, y de-
pendiendo del asunto que se trate, se promueve la mediación y concilia-
ción entre las partes, y se firma un compromiso institucional; o bien, se 
emite una recomendación. Una vez finalizada la queja, el área jurídica 
se lo notifica al interesado y le aplica una encuesta de satisfacción. Asi-
mismo, envía los resultados de las quejas a la unidad de transparencia de 
la contraloría general, para que sea autorizada su publicación. 

Si se trata de una asesoría o consultoría, la atención le corresponde 
mayoritariamente al área jurídica en derechos humanos. De no ser pro-
cedente, se le informa y canaliza con la autoridad competente para apo-
yarle. Por el contrario, si procede, se le escucha y asesora respetando sus 
derechos universitarios y humanos. Al igual que en el caso de las quejas, 
se le aplica una encuesta de satisfacción y se remite al área de transparen-
cia de la contraloría a fin de que autorice su publicación. 
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Actividades de difusión

El defensor tiene entre sus obligaciones promover los derechos univer-
sitarios y humanos, además de la difusión y estudios con perspectiva de 
género. Esto último  se hace principalmente a través del área de políticas 
en derechos humanos, a la cual le corresponde la programación de las 
visitas a las facultades y la elaboración de material informativo impreso 
y virtual. 

Se promueve la generación de documentos (guías de observación, 
entrevistas y encuestas) que permitan llevar a cabo estudios según las 
necesidades y problemáticas presentadas por las entidades académicas 
de la institución. Además, le corresponde evaluar las acciones que reali-
zan las entidades para promover la equidad de género y la introducción 
de prácticas dedicadas a la sensibilización sobre esta problemática. Se 
organizan cursos, talleres, conferencias y otras actividades destinadas a 
este fin. 

El defensor universitario, personalmente o mediante las áreas de 
su oficina, desarrolla varias actividades de promoción de los derechos 
humanos y universitarios. Por ejemplo, se llevan a cabo jornadas o se 
editan publicaciones. Mantiene una página electrónica muy completa en 
la que se da a conocer todo lo referente a la oficina del defensor y a los 
documentos que la regulan. 

Defensoría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad Autónoma del Estado de México

La Universidad Autónoma del Estado de México (uaem), a la cual se 
vincula este oddu, se fundó el 3 de marzo de 1956, cuando su antece-
dente inmediato, el Instituto Científico y Literario Autónomo, adquirió 
el rango de universidad. Sin embargo, sus orígenes se remontan al Ins-
tituto Literario del Estado de México, creado el 3 de marzo de 1828 con 
sede en Tlalpan, en ese entonces capital de la entidad. Actualmente, es 
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un organismo público descentralizado de la entidad, con personalidad 
jurídica y patrimonio propios y, como señala su propia denominación, 
dotado de autonomía.  

Datos generales

La Defensoría de los Derechos Universitarios fue creada por el Consejo 
Universitario en 1993, cuando se emitió el primer estatuto universitario, 
pero como realmente comenzó a funcionar en 2006, al ser nombrados 
los primeros defensores, se considera éste el año de su nacimiento. Se 
ubica fuera de la ciudad universitaria, con la finalidad de que los que 
se acercan puedan hacerlo de forma discreta y confidencial. Se trata de 
una única oficina, sin unidades desconcentradas, aunque la legislación le 
permite tener delegaciones. 

Es miembro regular de la reddu desde 2006 y participa activamente 
en las reuniones regionales. Interactúa con otros organismos defensores 
de los derechos humanos de la entidad, estales y municipales, sobre todo 
en tareas de difusión.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La defensoría es un organismo independiente, que no está sujeto a la 
línea jerárquica, y que sólo responde al rector. No tiene carácter de auto-
ridad y sus resoluciones no son vinculatorias. La rendición de cuentas se 
verifica mediante la presentación de un informe anual, que rinde ante el 
consejo universitario. En cuanto a los bienes y control del presupuesto, 
opera como el resto de las dependencias universitarias. La normatividad 
que le da origen es el Estatuto de la Universidad Autónoma del Estado 
de México, en su Artículo 51. La Ley Orgánica no la menciona. De forma 
específica, se regula por dos ordenamientos: el Reglamento de la Defen-
soría de los Derechos Universitarios de la uaem y el Reglamento Interno 
de la misma institución.
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Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Está integrado por el titular y dos adjuntos. 

La designación de los defensores se realiza mediante la venia del 
rector, a propuesta del Organismo Académico de derecho. Protestan el cargo 
ante el consejo universitario. El proceso es el siguiente: durante el mes de 
noviembre, hasta un año antes de la elección, el Consejo de Gobierno 
de la Facultad de Derecho emite la convocatoria para elegir a los nue-
vos defensores universitarios que integran el pleno de la defensoría. En 
ella se estipula el procedimiento conforme al reglamento de la defen-
soría y se especifican los documentos mediante los cuales se acreditan 
los requisitos señalados en la legislación. Una vez recibida y admitida la 
documentación por parte de los aspirantes, el Consejo de Gobierno 
la analiza y envía una terna al rector, que puede aceptarla o rechazarla. Si 
es el primer caso, se informa al Consejo y se protesta a los defensores en 
la sesión del Consejo Universitario del 4 de abril del año de la elección. 
En caso contrario, el Consejo de Derecho envía una nueva terna, que el 
rector puede nuevamente rechazar. La tercera propuesta del Consejo de 
Gobierno forzosamente es protestada sin necesitar el acuerdo del rector. 
La terna ha de ser remitida a más tardar el 15 de febrero del año de la 
designación. 

Los defensores duran en su cargo dos años, con posibilidad de reele-
girse por una sola ocasión de forma inmediata. Pueden ser removidos so-
lamente por el rector, por alguna de las causas previstas en el Reglamen-
to de la Defensoría, en su Artículo 9, que en términos generales alude 
al incumplimiento de las funciones de forma adecuada; a la solicitud 
de permisos o aceptación de cargos incompatibles con la función del de-
fensor; a la pérdida del carácter de académico ordinario y cualquier otra 
que les impida realizar adecuadamente sus funciones, a juicio del rector. 

Los requisitos para ser defensor, de acuerdo con el Artículo 7 del 
reglamento de la defensoría, son los siguientes: a) ser mexicano por naci-
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miento en pleno ejercicio de sus derechos; b) ser mayor de treinta años al 
momento de la designación; c) preferentemente, ser integrante del per-
sonal académico ordinario adscrito al Organismo Académico de Derecho 
de la uaem, con una antigüedad de, por lo menos, tres años naturales y 
continuos inmediatos al día de la designación. De considerarlo pertinente, 
el Consejo de Gobierno puede proponer a personal académico adscrito a 
otro plantel académico de la universidad, pero deberá en todo caso reunir 
el resto de los requisitos señalados; d) tener grado académico de maestro, 
en alguna ciencia afín al objeto de la defensoría, otorgado por una insti-
tución de educación superior reconocida de carácter público; e) haberse 
distinguido en su actividad profesional y académica; f) haber demostra-
do interés por los asuntos de la universidad; g) no incurrir en alguna 
de las incompatibilidades previstas en la legislación; h) no haber sido 
sancionado por causa de responsabilidad universitaria o con una pena 
que amerite separación del cargo, o por delito grave del orden federal o 
local, e i) haber realizado trabajo académico de investigación o docencia 
en derecho o alguna otra ciencia afín al objeto de la defensoría.

Las incompatibilidades a las que se refiere la legislación son, prin-
cipalmente, ser titular de dependencia académica o administrativa, con-
sejero académico o de gobierno, y secretario o delegado de asociaciones 
sindicales. El perfil de los defensores se orienta a no tener carácter de 
autoridad, ni intereses fuera de la institución que pudieran comprome-
ter su actuación imparcial. Aunque no necesariamente debe tratarse de 
abogados de profesión, sí requieren  formación académica especializada 
en la materia, específicamente un posgrado en ciencia jurídica o afín a la 
defensoría. El defensor titular es designado en la primera sesión plena-
ria del año por sus pares. 

La defensoría cuenta con personal asignado al organismo por la 
institución para el mejor desarrollo de sus funciones, y se encuentran 
previstos en la legislación. Así, forman parte de la defensoría: un secre-
tario general de acuerdos, tres secretarios auxiliares, un proyectista y un 
notificador. Todos ellos deben reunir los requisitos que el reglamento in-
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terno señala para cada caso, estando tanto sus funciones como las de los 
defensores, enunciadas en dicho documento de forma explícita. Además, 
cuenta con un coordinador administrativo, personal secretarial y de ser-
vicios. Quienes realiza funciones jurídicas como los de apoyo administra-
tivo y de servicios son nombrados por el rector a propuesta del defensor 
titular. Todo el personal de la defensoría está obligado a guardar reserva 
de los asuntos que se le plantean.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa tanto  a petición de parte como de oficio. Es competente para 
conocer de cualquier reclamación, queja o denuncia individual de los 
integrantes de la comunidad, que consideren que se han vulnerado sus 
derechos universitarios. Para ello, tiene la posibilidad de realizar investi-
gaciones y solicitar informes. Además, tiene la encomienda de promover 
la cultura de la legalidad y vigilar el cumplimiento de la legislación. La 
defensoría puede moverse libremente en todas las dependencias de la 
universidad en el ejercicio de sus funciones. Sin embargo, no puede co-
nocer de asuntos de naturaleza laboral, evaluaciones académicas, proce-
sos electorales, resoluciones disciplinarias o aquellos asuntos que puedan 
ser impugnados por otras vías o instancias establecidas en la legislación 
o en leyes federales o estatales. 

La defensoría no sólo atiende las quejas que se le presentan formal-
mente. En primer término, asesora y orienta. Esto puede realizarse de 
manera personal, telefónica, a través de internet o por cualquier otro 
medio al alcance del solicitante. Cuenta con un aviso de privacidad. In-
cluso cuando no implique el inicio de un procedimiento formal, estas 
asesorías son clasificadas, registradas y se les da seguimiento.

La reclamación, queja o denuncia conlleva ciertas formalidades en 
su tramitación. Debe hacerse por escrito, conforme a los requerimien-
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tos del Artículo 19 del reglamento de la defensoría, que implica señalar 
quién es el quejoso, el acto que se reclama, las autoridades o personas 
involucradas, una breve narración de los hechos, y otros datos destina-
dos sobre todo a determinar tanto la procedencia del escrito como la 
competencia de la defensoría. Existe un plazo específico para realizar 
la reclamación, queja o denuncia: sesenta días a partir de que se verificó 
el acto presuntamente violatorio. La defensoría puede desechar una re-
clamación, queja o denuncia si se realiza de forma anónima, si considera 
que no existe violación, o que ésta no es de su competencia. En caso de 
rechazo, se orienta al interesado para que acuda a la dependencia uni-
versitaria que le pueda auxiliar. De lo contrario, si se admite, se corre 
traslado a la autoridad presuntamente responsable de la violación por 
acción u omisión de los derechos del reclamante, acompañada de los 
documentos que se consideren pertinentes, a fin de que pueda rendir un 
informe en el plazo de cinco días hábiles.

La defensoría puede promover una solución inmediata a la reclama-
ción, queja o denuncia. Ello en virtud de su carácter informal y flexible, 
cercano al modelo de ombuds organizacional que rige su actuar por el 
principio de inmediatez. Esto suele traducirse en el uso de medios alter-
nos a los procedimientos formales, por parte del defensor, para solucio-
nar conflictos, como la conciliación o la mediación. Cuando ello no sea 
posible, se estudia el expediente y, de existir los elementos suficientes, 
formula una recomendación a la autoridad, que debe estar debidamente 
fundada y motivada. Además, ha de reunir los requisitos señalados en el 
Artículo 8 del reglamento interno. La defensoría debe resolver en diez 
días hábiles a partir de que se recibe el informe, pero este plazo pue-
de ampliarse en el pleno, de considerarlo conveniente. La legislación 
considera la posibilidad de que la defensoría pueda establecer medidas 
cautelares para salvaguardar los derechos del solicitante.

Una vez notificada la recomendación, la autoridad debe contestar 
por escrito si la acepta o no, para lo cual cuenta con un plazo de diez días 
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hábiles. Se hará ante la propia defensoría, que puede rectificar o ratificar 
la recomendación. Las reclamaciones contra el personal de la defensoría 
o los defensores son resueltas por la propia defensoría, y el titular debe 
dar cuenta al rector. La defensoría puede proponer mejoras a la legisla-
ción universitaria, privilegiando la prevención de potenciales conflictos. 

Actividades de difusión

La defensoría tiene entre sus obligaciones promover la cultura de la le-
galidad y el conocimiento de los derechos universitarios por parte de los 
integrantes de la comunidad. Para ello, realiza diferentes actividades de 
promoción, como jornadas,  pláticas y conferencias en los distintos espa-
cios académicos de la universidad. Participa en los cursos de inducción, 
en las ferias de servicios al estudiante y en los medios de comunicación 
universitaria, especialmente la radio de la institución. Además, genera 
cartillas de derechos, carteles, folletos y trípticos digitales e impresos me-
diante los cuales se promueven tanto los derechos universitarios, como 
el propio quehacer de la defensoría. Organiza anualmente un concurso 
de ensayo o fotografía con el propósito de promover los derechos hu-
manos y universitarios en la institución. Asimismo, su personal participa 
en foros académicos nacionales e internacionales sobre temas vinculados 
a la defensa de los derechos universitarios. La defensoría participa en 
las políticas institucionales de transparencia y atiende a estudiantes 
en movilidad. Mantiene una página electrónica, en la cual no sólo infor-
ma de los mecanismos para proteger los derechos de los integrantes de 
la comunidad, sino de eventos de interés sobre derechos universitarios y 
humanos. Cuenta con una alerta de género.

Defensoría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad Autónoma Metropolitana

La Universidad Autónoma Metropolitana (uam), a la cual se vincula este 
oddu, se fundó el 1 de enero de 1974. Su origen más remoto es, hoy en 
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día, igual que la mayoría de las casas de estudio de naturaleza pública. 
Se trata de un organismo público descentralizado, dotado de autonomía, 
que goza de personalidad jurídica y patrimonio propio. 

Datos generales

La Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autóno-
ma Metropolitana fue creada el 7 de abril de 2015. Está ubicada en la 
Casa del Tiempo, uno de los espacios emblemáticos de la universidad. 
Se trata de una única oficina, sin unidades desconcentradas. Es miembro 
regular de la reddu desde 2016.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La defensoría está considerada un órgano imparcial que actúa de forma 
independiente a cualquier autoridad de la universidad, ya que no está 
sujeta a la línea jerárquica. No tiene carácter de autoridad y sus resolu-
ciones no son vinculatorias. La rendición de cuentas se verifica con la 
presentación anual de un informe, durante el mes de diciembre, ante el 
colegio académico. En lo que respecta a los bienes y control del presu-
puesto, opera como el resto de las dependencias universitarias. La nor-
matividad que le da origen es el Reglamento de la Defensoría de los De-
rechos Universitarios de la Universidad Autónoma Metropolitana. Ni la 
Ley Orgánica, ni el Reglamento General la mencionan, por ser un ente 
de muy reciente creación, al menos para la totalidad de la institución.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado, ya que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Está integrado por el defensor titular, un secretario 
técnico y dos defensores adjuntos. En su designación se toma en cuenta 
la equidad de género y  personal administrativo le auxilia en sus labores.
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La designación inicia con la convocatoria emitida por el rector gene-
ral, en la que se señalan los requisitos para ocupar el cargo, el periodo de 
registro, currculum vitae, carta de aceptación con los documentos proba-
torios y una propuesta respaldada por al menos diez profesores de tiem-
po completo con carácter indeterminado, que cuenten con la categoría 
de titular y que preferentemente pertenezcan a unidades diversas, y las 
modalidades de auscultación que deben realizarse en la comunidad. En 
cuanto a ésta, el rector forma una lista con al menos cuatro candidatos, 
que presenta al colegio académico con las razones que le han llevado a 
integrarla de esta forma.

Una vez recibida la lista, el colegio académico entrevista a los candi-
datos, discute sus perfiles y puntos de vista en la entrevista, eligiendo al 
defensor por mayoría de votos de los presentes. Si ninguno la obtiene, se 
realiza una segunda votación con los dos que hayan obtenido el mayor 
número de votos. Si ninguno obtiene la mayoría, el proceso debe reini-
ciarse.

El defensor dura en su cargo seis años, sin posibilidad de reelegirse. 
Puede ser removido por haber dejado de cumplir alguno de los requisi-
tos para su designación. Los requisitos para el cargo, de acuerdo con el 
Artículo 10 del reglamento, son los siguientes: a) ser profesor titular de 
tiempo completo, por tiempo indeterminado, y contar con una antigüe-
dad mínima de quince años en una universidad pública; b) posibilidad 
de dedicarse de tiempo completo al cargo; c) no haber desempeñado 
cargo alguno como titular de un órgano personal o de instancia de apoyo 
a la universidad, en los dos años anteriores a la fecha de la designación; 
d) no ser representante propietario o suplente de alguno de los órganos 
colegiados de la universidad, ni ser titular o suplente de alguna comi-
sión dictaminadora de la institución; e) no ejercer algún cargo sindical, y 
f) contar con las siguientes cualidades, a juicio del colegio académico: 
prestigio y experiencia en la defensa, promoción y difusión de los dere-
chos humanos; honestidad, imparcialidad, objetividad, firmeza de convic-
ciones, solvencia moral y respeto de la pluralidad de ideas; independencia 
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de juicio, capacidad de decisión, visión e iniciativa para atender las com-
petencias de la defensoría, y conocimiento general de la universidad.

Tanto el secretario técnico como los adjuntos son nombrados por el 
defensor titular, quien debe justificar su elección ante el colegio académi-
co. Los subdefensores deben ser personal académico de la universidad, 
con una antigüedad mínima de diez años y, preferentemente, contar con 
el título de licenciado en derecho. El secretario técnico debe ser necesa-
riamente licenciado en Derecho, preferentemente con grado, y tener al 
menos cinco años de ejercicio profesional. En ambos casos es preciso que 
las personas designadas no se hubiesen desempeñado como titulares de 
un órgano o instancia de apoyo a la universidad en los últimos dos años, 
ni ejercido un cargo sindical, ni haber sido representantes propietarios 
o suplentes en los órganos de representación universitarios o en las co-
misiones dictaminadoras. Además, el defensor ha de apreciar en ellos 
las mismas cualidades que el Consejo Académico tiene con respecto al 
defensor, como se mencionó en el párrafo anterior. 

El perfil de todos los integrantes de la defensoría se orienta no tener 
carácter de autoridad, ni intereses fuera de la institución que pudieran 
comprometer su actuación imparcial.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa tanto  a petición de parte como de oficio. Los principios y valores 
que la defensoría debe preservar son enunciados en el Artículo 3 de su 
reglamento: libertad, igualdad, seguridad jurídica, libre expresión y reu-
nión, petición, audiencia, legalidad, imparcialidad, integridad personal, 
equidad de género, educación, libertad de cátedra e investigación, pri-
vacidad, respeto, tolerancia, dignidad, honorabilidad, democracia, di-
versidad, solidaridad, honestidad, responsabilidad, compromiso y, como 
el propio artículo señala, y en lo aplicable, cualquier derecho humano 
reconocido por la Constitución y los tratados internacionales. 
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En cuanto a los principios que deben orientar el trabajo y ejercicio 
de las atribuciones de la defensoría, el Artículo 4 señala que son buena 
fe, objetividad, independencia, legalidad, oportunidad, equidad, pru-
dencia, conciliación, mediación y eficiencia. Específicamente en el caso 
del proceso de queja y petición, los principios conforme a los cuales ac-
túa, son: inmediatez, concentración y rapidez.

La defensoría es competente para conocer de cualquier queja y peti-
ción de los integrantes de la comunidad, que consideren que se han vul-
nerado sus derechos por acciones u omisiones de las autoridades. Para 
ello, tiene la posibilidad de realizar investigaciones y solicitar informes. 
Además, tiene la encomienda de vigilar el cumplimiento de la legisla-
ción. La defensoría puede moverse libremente en todas las dependencias 
de la universidad en el ejercicio de sus funciones. Es importante señalar 
que el reglamento en sus Artículos 16, 17 y 18, especifica la competencia 
de cada uno de los integrantes de la defensoría.

La defensoría no puede conocer, conforme al Artículo 15 de su re-
glamento, de asuntos o materias para los cuales la legislación universita-
ria o las normas laborales, prevean una competencia o procedimiento de 
atención o resolución, como asuntos laborales, individuales o colectivos, 
medidas administrativas impuestas a los alumnos, evaluaciones académicas, 
interpretación de la legislación universitaria, resoluciones de comisiones 
dictaminadoras, designaciones o nombramientos de órganos persona-
les e instancias de apoyo, elecciones de integrantes de órganos colegiados, 
conflictos de órganos y veto de acuerdos, y cobros de cuotas o pagos por 
servicios.

Este organismo universitario puede promover una solución inme-
diata a la queja, por medio de la conciliación y la mediación. Ello en 
virtud de su carácter informal y flexible, cercano al modelo de ombuds 
organizacional.

Los defensores y el secretario técnico deben excusarse en los asuntos 
que puedan afectar su imparcialidad, ya sea por mantener una relación 
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con las partes involucradas que pueda implicar un conflicto de intereses, 
porque tengan un interés personal, consideren que no tendrán o el pro-
pio quejoso así lo solicite de manera fundada. 

Las quejas o peticiones implican ciertas formalidades en su trami-
tación. Se presentan por escrito, en electrónico o de forma oral, propor-
cionando los siguientes datos: nombre, matrícula o número económico, 
plan de estudios, lugar de adscripción o unidad de servicios, teléfono, 
domicilio y dirección electrónica, una descripción breve de los hechos, 
los documentos y evidencias que sustenten su dicho, de haberlos, y firma 
autógrafa.

La defensoría determina si es competente para conocer de la queja 
en un plazo de tres días. En caso de no serlo, le informa por escrito al 
quejoso, explicando los motivos por los que no ha sido admitida y orien-
ta al interesado para que acuda a la dependencia que le pueda auxiliar. 

En el marco del procedimiento de queja, y en caso de considerar-
lo pertinente, la defensoría puede establecer medidas precautorias para 
salvaguardar los derechos de los universitarios.

En caso de admitir la queja, se emite el requerimiento de informa-
ción a quien se impute la transgresión, para que en un término no mayor 
a diez días hábiles informe sobre los hechos motivo de la queja, aportan-
do los documentos que considere convenientes. En caso de que el asunto 
lo permita, la defensoría promueve la conciliación o mediación. 

Una vez presentado el informe, la defensoría analiza el asunto, es-
tudiando los elementos que han aportado tanto el quejoso como la auto-
ridad. Además, puede realizar las investigaciones que considere conve-
nientes, solicitando la información que requiera a fin de contar con todos 
los elementos para resolver el asunto. De existir información suficiente, 
y si no fue fuera posible resolver el asunto por otras vías, se elabora una 
recomendación que debe ser notificada a las partes involucradas.

La recomendación tiene como objetivo que cese la violación a los 
derechos del quejoso. Debe estar debidamente fundada y motivada, ade-
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más de contar con los siguientes elementos: descripción de los hechos 
que motivan la queja o petición y de la situación jurídica generada por 
éstos; las observaciones, análisis de pruebas y demás razonamientos que 
la sustenten, y las medidas para evitar que se repita la situación que ori-
ginó la transgresión de derechos. 

Una vez notificada la recomendación, el responsable debe contestar 
por escrito si la acepta o no, para lo cual cuenta con un plazo de cinco 
días hábiles. Si es aceptada, debe señalar las acciones que lleva a cabo 
para su cumplimiento. En caso contrario, debe emitir los razonamientos 
que le llevan a rechazarla, que son tomados en cuenta por la defensoría, 
y que en un plazo de cinco días hábiles ratifica o rectifica. En caso de la 
aceptación, la defensoría la hará pública a través de los medios institu-
cionales y la envía al Colegio Académico y al órgano o instancia de apoyo 
del que dependa quien desatendió la recomendación. 

Las quejas pueden sobreseerse por varios motivos: desistimiento 
del quejoso, desaparición de la evidencia, casos en que sea subsanada 
la transgresión de los derechos, o bien, porque sea imposible probar los 
hechos.

Actividades de difusión

La defensoría tiene entre sus obligaciones la promoción de los derechos 
humanos y universitarios, así como el conocimiento, estudio y difusión 
de éstos en el ámbito institucional. Además, debe orientar en el ejercicio de 
sus derechos a los integrantes de la comunidad. Para ello, se organizan 
jornadas de promoción de forma periódica en todos los centros de la 
universidad, a fin de procurar su conocimiento y las formas en que se 
defienden estos por parte del oddu.

Entre sus obligaciones se encuentra la elaboración e instrumenta-
ción de programas preventivos, tanto en materia de derechos humanos 
como universitarios. Esto implica la difusión y promoción no sólo de 



115Las defensorías, procuradurías y comisiones asociadas

la legislación universitaria y nacional en la materia, sino de acuerdos, 
convenciones y tratados internacionales signados por México que se ma-
terializan en el ámbito universitario. Finalmente, cuenta con una página 
electrónica que no únicamente procura información de contacto, sino 
el acceso a la legislación y otros textos de interés sobre los temas de su 
competencia.  

Defensoría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad de Ciencias y Artes de Chiapas

La Universidad de Ciencias y Artes de Chiapas (unicach), a la cual se 
vincula este oddu, fue creada en 1995 por decreto del gobernador de la 
entidad. Su antecedente inmediato es el Instituto de Ciencias y Artes de 
Chiapas. Si bien las universidades chiapanecas son relativamente jóve-
nes, la educación superior en esa entidad no lo es. Data de 1679, cuan-
do se fundó el Colegio Seminario de Nuestra Señora de la Concepción, 
dependiente de la Universidad de Salamanca. Actualmente, al igual que 
la mayoría de las casas de estudio de naturaleza pública, es un organis-
mo descentralizado autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio 
propios.

Datos generales

La Defensoría de los Derechos Universitarios se creó por el Consejo Univer-
sitario en 2011, año en que fue incluida en la Ley Orgánica de la unicach. 
Se ubica dentro de ciudad universitaria, en Tuxtla Gutiérrez. La legislación 
admite la posibilidad de que existan delegaciones. Es uno de los miembros 
más jóvenes de la reddu (2016), siendo su estatus el de socio regular. 

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La defensoría es un organismo independiente, el cual no está sujeto a 
la línea jerárquica, que sólo responde al rector y, en su caso, al Consejo 
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Universitario. No tiene carácter de autoridad y sus resoluciones no son 
vinculatorias.

La rendición de cuentas se verifica mediante la presentación de un 
informe anual, de carácter público, ante el rector y el Consejo Univer-
sitario, además de los informes especiales que el consejo o el rector le 
solicite. En cuanto a los bienes y control del presupuesto, opera como el 
resto de las dependencias universitarias.

La normatividad universitaria que le da origen es Ley Orgánica de 
la unicach, en sus Artículos 43 y 44. El Estatuto General de la universi-
dad hace también referencia a ella en sus Artículos 85 y 86. El ordena-
miento jurídico regulatorio es el Estatuto de la Defensoría de los Dere-
chos Universitarios de la misma universidad. Conforme a este último, 
corresponde a la defensoría la elaboración de un reglamento interno. 

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Se integra por tres defensores, uno de ellos titular y 
dos adjuntos. 

La designación del titular se realiza por el Consejo Universitario, 
a propuesta del rector. Los adjuntos son designados y removidos por el 
rector a propuesta del defensor. El tiempo de duración en el cargo es de 
tres año y con posibilidad de reelegirse por una sola ocasión. El defensor 
titular sólo puede ser removido a petición del rector, por causa grave, 
que aprecie el Consejo Universitario. Los adjuntos pueden ser removi-
dos por el rector directamente o a propuesta del defensor titular.

Los requisitos para ser defensor titular son los mismos que la le-
gislación requiere para integrarse a la junta de gobierno. El órgano de 
gobierno al que se refiere es la junta directiva señalada en la Fracción II 
del Artículo 11 de la Ley Orgánica. Estos requisitos, conforme al Artículo 
18, son los siguientes: a) ser ciudadano mexicano; b) tener más de treinta 
y menos de setenta años de edad; c) poseer preferentemente título de 
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licenciatura y preferentemente grado académico; d) poseer reconocidos 
méritos académicos y una sólida trayectoria en el ámbito de la educación 
superior o de producción y difusión de la cultura; e) ser persona hono-
rable, de reconocido prestigio y competencia profesional, y f) no haber 
sido sancionado por faltas graves contra la disciplina universitaria, en el 
caso de pertenecer al personal académico de la universidad.

Los defensores adjuntos deben reunir los mismos requisitos que los 
directores de escuelas y facultades, que son, conforme al Artículo 62, 
los mismos del Artículo 18 de la Ley Orgánica, pero además debe contar 
con trayectoria académica afín al área de conocimiento de la unidad. 

El perfil del defensor se orienta a no tener carácter de autoridad, ni 
intereses fuera de la institución que pudieran comprometer su actuación 
imparcial. 

El defensor titular y los defensores adjuntos cuentan con personal 
asignado al organismo por la institución para el mejor desarrollo de sus 
funciones, que es nombrado y removido por el rector, a propuesta del 
defensor titular. Los defensores, tanto el titular como los adjuntos, están 
obligados a guardar reserva de los asuntos que se le plantean.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a los estudiantes, profesores, investigadores y técnicos 
académicos, pero están excluidos de su competencia, conforme al párra-
fo segundo del Artículo 8 del Estatuto de la defensoría, “los funcionarios 
administrativos o académicos, y en general, los que desempeñen cargos 
de confianza que dependan del rector, a no ser que se trate de sus dere-
chos derivados de actividades académicas”. Aunque no señala de forma 
explícita si los trabajadores administrativos que no desempeñen cargos 
de confianza, que dependan del rector, pueden acudir a la defensoría, 
a contrario sensu podemos afirmar que los excluye al enumerar de forma 
exhaustiva a los que pueden acudir a ella.
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La defensoría actúa tanto de oficio como a petición de parte. Es 
competente para conocer de cualquier reclamación, queja, inconformi-
dad o denuncia individual de los integrantes de la comunidad, que con-
sideren que se han vulnerado sus derechos universitarios. El personal de 
la defensoría puede moverse libremente en todas las dependencias de la 
universidad en el ejercicio de sus funciones. Para ello, tiene la posibili-
dad de realizar investigaciones y solicitar informes. 

La defensoría no puede conocer de afectaciones a derechos de ca-
rácter colectivo, de naturaleza laboral, resoluciones disciplinarias, o de 
evaluaciones académicas de los profesores, comisiones dictaminadoras o 
consejos internos o técnicos, y en general aquellas que puedan ser im-
pugnadas por otra vía en la legislación universitaria.

La defensoría no sólo atiende las quejas, denuncias o reclamaciones 
que se le presentan formalmente. Cumple funciones de asesoría y orien-
tación. Esto puede realizarse de manera personal, telefónica, o a través 
de internet, pero es preciso que los alumnos y docentes acudan a ratificar 
su reclamación, queja o denuncia, ya que el estatuto exige que acudan 
personalmente.

La reclamación, queja o denuncia implica ciertas formalidades en 
su tramitación. Debe hacerse por escrito, en los formatos que para tal 
efecto diseña la defensoría y, de considerarse pertinente, puede pedirse 
al solicitante que acuda a una entrevista. En todo caso, la interposición 
de la queja, denuncia o reclamación debe ser personal. Existe un plazo 
específico para realizarla: 120 días a partir de que tuvo verificativo el 
acto que las motiva. 

La defensoría puede desechar una reclamación, queja o denuncia si 
se realiza de forma anónima, si considera que es notoriamente impro-
cedente o que no es de su competencia. En caso de rechazo, se orienta 
al interesado para que acuda a la dependencia universitaria que le pue-
da auxiliar, informándole de estas circunstancias por escrito. La defen-
soría debe examinar los medios de comunicación, llevando un registro 
de denuncias planteadas por los universitarios, para proceder de oficio 
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cuando se percate de que ha existido alguna violación. Deben evitarse 
formalismos innecesarios, ya que actúa conforme a los principios de in-
mediación, concentración y rapidez. 

Una vez admitida, se corre traslado a la autoridad presuntamente 
responsable de la violación por acción u omisión de los derechos del re-
clamante, acompañada de los documentos que se considere pertinente, a 
fin de que pueda rendir un informe. No obstante, puede realizar las ges-
tiones necesarias para aclarar y solucionar la situación de la forma más 
rápida posible, procurando el contacto directo y evitando las dilaciones 
que pueden suscitarse mediante las comunicaciones escritas.

La defensoría debe promover una solución inmediata a la reclama-
ción, queja o denuncia. Ello en virtud de su carácter informal y flexible, 
cercano al modelo de ombuds organizacional. Esto suele traducirse en 
el uso por parte del defensor, de medios alternos a los procedimientos 
formales para solucionar conflictos, como la conciliación o la mediación. 

Los funcionarios universitarios tienen la obligación de dar libre ac-
ceso a la documentación solicitada por la defensoría. En caso de que 
la información se encuentre protegida, deben informarlo por escrito. 
Desatender las peticiones de la defensoría, es motivo de responsabilidad 
universitaria.

Cuando no sea posible llegar a una solución inmediata o por medio 
de la conciliación o la mediación, se estudia el expediente y formula, de 
existir los elementos suficientes, una recomendación a la autoridad, que 
debe estar debidamente fundada y motivada. 

No existe un término entre la emisión del informe y la emisión de 
la resolución. La legislación tampoco considera la posibilidad de que la 
defensoría pueda establecer medidas cautelares para salvaguardar los 
derechos del solicitante.

No exige la legislación que deba emitirse en un plazo determinado, 
pero se entiende que debe realizarse lo más pronto posible. La autoridad 
debe contestar por escrito si acepta o no la recomendación. En el segun-
do caso puede inconformarse ante la propia defensoría. La defensoría no 
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solamente puede emitir recomendaciones para casos concretos, ya que 
también puede hacerlo para mejorar tanto la legislación universitaria, 
como los procedimientos y trámites en los que participan los integrantes 
de la comunidad, previniendo o disminuyendo potenciales conflictos. 

Actividades de difusión

La defensoría tiene entre sus obligaciones difundir y promover las acti-
vidades de protección de los derechos de los universitarios, para lo cual, 
conforme al Artículo 11 de su estatuto, debe utilizar los medios de comu-
nicación universitaria. Por ello mantiene una página electrónica dentro 
de la red de la institución, que le permite dar a conocer sus actividades y 
que ofrece la posibilidad de contactar por diversas vía con el oddu.

La defensoría, además de lo anterior, realiza directamente labores 
de difusión dirigidas a alumnos y docentes, y participa en eventos de la 
universidad, como las ferias organizadas con motivo del ingreso de los 
estudiantes. 

Comisión de Derechos Universitarios de la Universidad de Sonora

La Universidad de Sonora, a la cual se vincula este oddu, nació el 16 de 
noviembre de 1938, cuando se promulgó la primera Ley Orgánica de la 
institución, si bien operó plenamente hasta cuatro años más tarde. Se trata 
de una institución autónoma de servicio público de la entidad, con perso-
nalidad jurídica, patrimonio propio y capacidad de autogobernarse.

Datos generales

La Comisión de Derechos Universitarios tuvo un nacimiento sui generis, 
ya que parte del acuerdo signado entre el sindicato y las autoridades de 
la institución durante la revisión contractual de 2005. Se creó un órgano 
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denominado Comisión Mixta de Derechos Universitarios, para que rea-
lizara el proyecto de creación de la comisión, a fin de que fuese sometido 
a la aprobación del Colegio Académico. 

La comisión se encuentra ubicada junto al centro de las artes, en la 
ciudad de Hermosillo. Se trata de una única oficina, sin unidades des-
concentradas. Es miembro de la reddu desde 2008, teniendo el estatus 
de asociado regular. Interactúa con otros organismos defensores de los 
derechos humanos de la entidad.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La comisión está considerada como un organismo autónomo e indepen-
diente, que no está sujeto a la línea jerárquica. No tiene carácter de au-
toridad y sus resoluciones no son vinculatorias. La rendición de cuentas 
se verifica mediante la presentación de un informe anual de actividades, 
durante los tres primeros meses del año, que debe ser de carácter pú-
blico y que rinde ante el Colegio Académico. El titular de la comisión, 
además, debe informar al consejo consultivo de forma periódica sobre 
las actividades de la oficina. 

La normatividad universitaria que le da origen es el Estatuto de la 
Comisión de Derechos Universitarios de la Universidad de Sonora, ya 
que ni la Ley Orgánica ni el estatuto de la universidad la mencionan. 
Los ordenamientos que la regulan de forma específica son: el estatuto 
y el reglamento interno de la Comisión de derechos universitarios de la 
Universidad de Sonora

 Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Se integra por el titular, un adjunto y personal técnico 
y administrativo. 
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Además, la comisión cuenta con un consejo consultivo de carácter 
honorario, presidido por el titular e integrado por un representante de 
cada unidad regional. 

Las designaciones del titular y de los integrantes del consejo consul-
tivo corresponden al Consejo Académico. Se forma para tal efecto una 
comisión que además incorpora un representante por cada uno de los 
tres sectores de la comunidad, con derecho a voz. Esta comisión es la en-
cargada de emitir la convocatoria de auscultación con los requisitos que 
han de reunir los aspirantes conforme a la legislación, los documentos 
con los cuales se acreditan y la organización de las sesiones públicas de 
auscultación a estudiantes, profesores y trabajadores, conforme a lo que 
señala el Artículo 3 del Estatuto de la comisión. El objeto de las sesiones 
de auscultación es generar información sobre las opiniones de la comu-
nidad acerca de los aspirantes, para depurar la lista y generar una terna 
por cada puesto, que se somete al colegio, el cual elige al titular y a los 
integrantes del consejo consultivo. 

La duración en el cargo del titular, el adjunto y los integrantes del 
consejo consultivo es de cuatro años, sin posibilidad de reelección. Pue-
den ser removidos únicamente por el colegio académico por causa grave. 

Los requisitos para ser titular de la comisión de derechos universi-
tarios, se encuentran señalados en el Artículo 7 de su estatuto y son los 
siguientes: a) ser académico de la Universidad de Sonora, con conoci-
miento suficientes de derechos humanos y universitarios; b) contar al 
menos con cinco años de servicio en actividades académicas, al interior 
de la institución y, c) no haber ocupado un puesto administrativo o polí-
tico a nivel de dirección en la Universidad de Sonora o fuera de ella, en 
los dos años anteriores a la elección.

El perfil del comisionado se orienta a que no tenga carácter de au-
toridad, ni intereses fuera de la institución que pudieran comprometer 
su actuación imparcial. Aunque no necesariamente debe tratarse de un 
abogado de profesión, sí requiere conocimientos sobre derechos huma-
nos y universitarios.
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El titular y el adjunto cuentan con personal asignado al organismo 
por la institución para el mejor desarrollo de las funciones de defensa, y 
le corresponde al primero su elección. Todos están obligados a guardar 
reserva de los asuntos que se le plantean.

Es conveniente señalar que tanto el titular como el adjunto deben 
dedicarse a la comisión de tiempo completo, siendo incompatible con 
el desempeño de cualquier cargo que lo impida. Aunque la docencia y 
la investigación están permitidas a ambos, no deben ser actividades de 
tiempo completo. No son incompatibles con la pertenencia a asociacio-
nes científicas, artísticas y culturales, siempre y cuando no impliquen 
retribución o se verifique mediante un puesto directivo.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa tanto  a petición de parte como de oficio. Es competente para co-
nocer de cualquier reclamación, queja o inconformidad de los integran-
tes de la comunidad, que consideren que se han vulnerado sus derechos 
universitarios, humanos y los que la legislación universitaria señale. Para 
ello, tiene la posibilidad de realizar investigaciones y solicitar informes. 
Además, tiene la encomienda de vigilar el cumplimiento de la legisla-
ción. Los integrantes de la comisión pueden moverse libremente en to-
das las dependencias de la universidad en el ejercicio de sus funciones.

La comisión no tiene áreas restringidas a su competencia de forma 
específica, pero sólo puede conocer de afectaciones a derechos universi-
tarios y humanos, incluyendo entre estos el derecho a una respuesta por 
las autoridades. Por ello, podemos afirmar que, a menos que la afectación 
se vincule a éstos, es posible que se declare incompetente. Al contrario 
de otros oddu, que otra autoridad hubiere conocido o sea competente 
para conocer de un asunto, no es un obstáculo infranqueable para que 
se encargue del mismo, ya que de forma explícita el Estatuto señala 
que la comisión puede conocer casos que se hayan impugnado por otras 
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vías que señala la legislación universitaria, cuando se hayan agotado las 
instancias y persista la inconformidad.

La Comisión asesora y orienta a los integrantes de la comunidad 
por distintas vías: de manera personal, telefónica, a través de internet 
o por cualquier otro medio al alcance del solicitante. Incluso cuando no 
impliquen el inicio de un procedimiento formal, las inconformidades 
son registradas y se les da seguimiento.

La reclamación, queja o inconformidad implica ciertas formalida-
des en su tramitación. Debe hacerse por escrito, con los elementos que 
señala el reglamento interno en su Artículo 29 y en tres tantos. Antes de 
la presentación de la inconformidad, se orienta al respecto al solicitante 
mediante una entrevista. Existe un plazo específico para realizar la recla-
mación, queja o inconformidad: no más de noventa días a partir de que 
tuvo verificativo el acto que las motiva. 

Cuando la comisión conoce de oficio, por percatarse en los medios 
de comunicación o por cualquier otro, que existe una probable violación, 
cita al interesado a fin de que amplíe la información y, en su caso, rea-
lice la ratificación de la reclamación en un plazo de ocho días hábiles, 
aportando las pruebas de las que dispusiera. En caso de que no lo haga, 
se cierra definitivamente, salvo que la comisión considere que la investi-
gación debe continuar.   

La comisión puede desechar una reclamación, queja o inconformi-
dad si es realizada de forma anónima, si es notoriamente improcedente 
o si no es de su competencia. Se han de evitar los formalismos inne-
cesarios, rigiéndose por los principios de inmediatez, concentración y 
rapidez. En caso de rechazo, se orienta al interesado para que acuda a 
la dependencia universitaria que le pueda auxiliar. Una vez admitida, se 
corre traslado a la autoridad presuntamente responsable de la violación 
por acción u omisión de los derechos del reclamante, acompañada de los 
documentos que se considere pertinente, a fin de que pueda rendir un 
informe en un plazo no mayor a seis días hábiles. 



125Las defensorías, procuradurías y comisiones asociadas

La comisión puede promover una solución inmediata a la reclama-
ción, queja o inconformidad. Ello en virtud de su carácter informal y 
flexible, cercano al modelo de ombuds organizacional. Esto suele tradu-
cirse en el uso por parte del defensor, de medios alternos a los procedi-
mientos formales para solucionar conflictos, para lo cual se programa 
una audiencia de conciliación.

Cuando no sea posible llegar a una solución inmediata mediante 
la conciliación o la mediación, se estudia el expediente y formula, de 
existir los elementos suficientes, una recomendación a la autoridad, que 
debe estar debidamente fundada y motivada. El dictamen ha de realizar-
se en un plazo máximo de diez días hábiles a partir de que se recibió la 
documentación solicitada y la resolución, en forma de recomendación y 
debe notificarse en un plazo no mayor a cinco días hábiles a la autoridad 
contra la cual se planteó la queja. 

La autoridad debe contestar si acepta o no la recomendación, en 
un plazo de cinco días hábiles. En caso de no estar de acuerdo, debe 
indicarlo mediante escrito, en el cual funde y motive la causa por la cual 
no la acepta. La comisión puede confirmar, modificar o revocar la reco-
mendación, para lo cual cuenta con cinco días hábiles. Debe notificar a 
las partes interesadas de su resolución.  

Las recomendaciones no son vinculatorias, pero tampoco a medios 
indirectos de presión, puesto que en caso de que la autoridad no cumpla 
con las recomendaciones de la comisión, ésta debe enviar extrañamiento 
por escrito. 

La comisión no solamente puede emitir recomendaciones para ca-
sos concretos, ya que también puede hacerlo para mejorar la legislación 
universitaria. Esto lo hace en marco del informe que rinde anualmente 
ante el Colegio Académico. Para ello, toma ejemplo de los casos más 
significativos del año, de forma impersonal, con independencia de la 
publicidad que deba dar a sus recomendaciones.

Finalmente, es necesario señalar que el Consejo Consultivo no sólo 
participa permanentemente en apoyo del titular, sino que tiene funcio-
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nes específicas, como a) asesorar la propuesta anual de plan de trabajo 
que presenta el titular de la comisión; b) opinar sobre el informe anual 
de actividades que emite ante el Colegio Académico el titular; c) aseso-
rar y orientar al titular en los asuntos que someta a su consideración, o 
cuando por la gravedad del asunto lo considere necesario y, d) promover 
la formación y producción académica, vinculada con derechos humanos 
y derechos universitarios.

Actividades de difusión

La comisión realiza diversas acciones para promover los derechos uni-
versitarios, los derechos humanos y el conocimiento de los medios que 
la comunidad tiene a su alcance para protegerlos en caso de que se vean 
afectados. Utiliza los medios de información universitarios para darles 
difusión, así como para hacer del conocimiento de la comunidad los ex-
trañamientos realizados a la autoridad, con motivo del incumplimiento 
de las recomendaciones. 

En general, la comisión desarrolla material impreso (folletos y trípticos) 
y digital en el cual da a conocer a los integrantes de la comunidad sus dere-
chos y los procedimientos que existen para protegerlos. Además, al inicio de 
cursos, debe desarrollar un manual que se entrega a los alumnos de nuevo 
ingreso, en el cual constan los derechos que la legislación les concede.

La comisión mantiene una página electrónica en la que permanente 
se difunde sobre sus funciones de defensa. Cuenta con un programa de 
radio denominado “El mediador”. Además, realiza tareas de difusión en 
los campus, mediante la promoción directa del titular y su adjunto, pero 
especialmente con el apoyo del consejo consultivo. 

Procuraduría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad Iberoamericana-Ciudad de México

La Universidad Iberoamericana-Ciudad de México nació el 7 de marzo 
de 1943. Aunque es relativamente reciente, retoma una larga tradición de 
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educación jesuita en nuestro país, que durante el virreinato tuvo a su car-
go algunas de las instituciones de educación superior más emblemáticas 
de la América española, hasta su expulsión en 1767. Es parte del Sistema 
Universitario Jesuita, que incorpora a ocho universidades privadas en el 
país, todas ellas vinculadas a la Compañía de Jesús.  

Datos generales

La Procuraduría de Derechos Universitarios de la Universidad Ibe-
roamericana-Ciudad de México surgió en el 2014 con la expedición de 
su reglamento.Se ubica en el propio campus y es una única oficina, sin 
unidades desconcentradas. Se incorporó a la reddu en 2014. Participa 
activamente en las reuniones anuales de la red, en las regionales y en 
diversos eventos académicos. 

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La procuraduría está considerada como un ente autónomo, no sujeta a la 
línea jerárquica, así que no depende de ninguna autoridad. Sus procesos 
dependen solamente del Estatuto y la normatividad universitaria, y su 
competencia se extiende a las actuaciones de cualquier autoridad, inclui-
da en aquél, salvo a la Asamblea General de Asociados de Universidad 
Iberoamericana A.C., al Senado Universitario y el Tribunal Universita-
rio. La rendición de cuentas se verifica mediante la presentación de un 
informe anual ante dicho Senado. 

La normatividad universitaria que le da origen es el Reglamento de 
la Procuraduría de Derechos Universitarios de la Universidad Iberoame-
ricana-Ciudad de México. El Estatuto Orgánico de la universidad no la 
menciona.
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Integración y dirección

Se trata de un ente unipersonal, ya que exclusivamente el procurador 
realiza tareas de defensa, por lo que la denominación “procuraduría” se 
refiere, como en el caso de Aguascalientes, a la oficina del procurador 
(en aquél caso, del defensor). 

La designación del cargo corresponde al rector. El nombramiento 
es por tres años, con la posibilidad de que se extiende a un periodo más. 
Sólo puede ser destituido por el rector por una causa grave, como faltar 
a la discreción profesional, notable descuido en tiempo y forma en la re-
solución de los casos, resolución de algún asunto con un soborno de por 
medio, o haber cometido acciones graves en contra de la normatividad 
universitaria. 

Los requisitos para ser procurador son, conforme al Artículo 8 del 
reglamento, los siguientes: a) contar con título de licenciatura; b) contar 
con al menos cinco años de antigüedad en la Universidad Iberoameri-
cana-Ciudad de México, como personal de tiempo completo; c) conocer 
a fondo la normatividad universitaria; d) ser nombrado por la Junta de 
Gobierno de entre las propuestas que le sean presentadas por el rector; 
e) tener al menos 35 años, y f) ser reconocido entre la comunidad univer-
sitaria por su rectitud de juicio y espíritu de servicio.

La función de procurador es incompatible con el desempeño de 
cargos administrativos dentro y fuera de la institución. Solamente se 
permite el desarrollo de actividades académicas relativas a la docencia 
y a la investigación. El perfil mismo del procurador busca que éste no 
tenga carácter de autoridad, ni intereses que pudieran comprometer su 
actuación imparcial. El procurador está obligado a guardar reserva de 
los asuntos que se le plantean, de forma equivalente a la salvaguarda del 
secreto profesional.
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Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa a petición de parte y oficio. Su actuar se rige por los principios de 
discreción, que se expresa mediante un estricto apego al secreto profe-
sional (salvo que la integridad de algún miembro de la comunidad de-
penda de ello) y de atención rápida, expedita e inmediata de los asuntos 
que se le planteen, por lo que ha de evitar formalismos innecesarios. 
Es competente para conocer de cualquier reclamación individual de los 
integrantes de la comunidad, que consideren que se ha vulnerado algún 
derecho que les concede la legislación. Para ello, tiene la posibilidad de 
realizar investigaciones y solicitar informes, así como la documentación 
que considere pertinente. Además, tiene la encomienda de vigilar y pro-
mover el cumplimiento de la legislación universitaria e informar a las 
autoridades sobre las violaciones de las que tenga conocimiento, a fin 
de que lleven a cabo no sólo la modificación del acto violatorio, sino la 
norma que le ha provocado. 

La procuraduría puede moverse libremente en todas las dependen-
cias de la universidad en el ejercicio de sus funciones. Entre éstas se 
encuentra la de asesorar, informar y orientar a los universitarios sobre 
el Estatuto Orgánico y la legislación que de él se deriva, así como de su 
interpretación. 

Sin embargo, no puede conocer asuntos que impliquen afectaciones 
a derechos de carácter colectivo, conflictos laborales, resoluciones disci-
plinarias (salvo que se trate de infracciones al procedimiento), evalua-
ciones, criterios académicos; resoluciones de fondo de consejos técnicos, 
académicos y comisiones dictaminadoras; lo relativo al procedimiento de 
ingreso, promoción y permanencia del personal académico; y las viola-
ciones para cuya atención la normatividad universitaria señale otra vía. 
Han de agotarse las instancias institucionales para la atención del asun-
to, antes de que la procuraduría pueda intervenir.
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La procuraduría ha de remitir al tribunal universitario los asuntos 
que, a su parecer, son de la competencia de éste. 

Las consultas pueden hacerse por cualquier vía (oral, escrita o elec-
trónica). El procedimiento para interponer una queja o inconformidad sí 
implica algunas formalidades en su tramitación. Es estrictamente perso-
nal. Cuando el interesado no pueda acudir por algún impedimento físi-
co, en su lugar puede hacerlo un representante con carta poder firmada 
por dos testigos. 

Las quejas o inconformidades que sean anónimas, que no corres-
pondan a la competencia de la procuraduría o que versen sobre situacio-
nes que hayan sucedido con más de seis meses de anticipación, no son 
atendidas. En caso de que no se admitan, se informa el motivo al inte-
resado. De considerarlo pertinente, se turnan hacia el área competente, 
haciendo del conocimiento del usuario esta situación. 

En caso de que sea procedente la queja o inconformidad, se admite 
y se cita al quejoso para que, en un plazo no mayor a ocho días hábiles, 
ratifique y procure los elementos de prueba que considere convenientes. 
En caso de no asistir el interesado, se archiva la queja a menos que la 
procuraduría considere que por su importancia debe dársele trámite. 

Una vez admitida, debe notificarse por escrito a la autoridad o 
miembro del personal contra quien va dirigida, a fin de que, en un plazo 
no menor a cinco días hábiles, ni mayor a diez, dé contestación a la mis-
ma, expresando sus puntos de vista.

La procuraduría puede promover una solución inmediata a los proble-
mas que se le plantean, proponiendo alternativas de solución, ya que una 
de las funciones del procurador es conciliar, en la medida de lo posible, los 
asuntos de los que tenga conocimiento. Si no es posible encontrar una solu-
ción inmediata, se procede a estudiar libremente la queja, para determinar 
si existen elementos suficientes para emitir una recomendación. 

La recomendación debe fundarse y motivarse, y se emite por escrito, 
notificando a la autoridad o miembro del personal que corresponda y al 
quejoso.



131Las defensorías, procuradurías y comisiones asociadas

La procuraduría puede proponer iniciativas para mejorar la legisla-
ción, a fin de prevenir posibles situaciones violatorias de derechos uni-
versitarios conforme a su experiencia.  

Actividades de difusión

La procuraduría tiene entre sus obligaciones promover y fomentar una 
cultura de respeto a los derechos universitarios por parte de los integran-
tes de la comunidad. Para ello, hace uso de los medios oficiales de co-
municación de la institución, y, en general, de cualquiera que considere 
adecuado para difundir los derechos universitarios y los procedimientos 
con los que cuenta para defenderlos. Cuenta con un programa orientado 
a evitar la violencia de género, enfocado en el noviazgo.

La procuraduría mantiene una página electrónica por medio de la 
cual informa no sólo sobre los servicios que ofrece a la comunidad, sino 
acerca de actividades y eventos relacionados con derechos humanos y 
universitarios, que sean de interés general.

Procuraduría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad Iberoamericana-León

La Universidad Iberoamericana-León se fundó en 1978. Al igual 
que la Universidad Iberoamericana-Ciudad de México, retoma una larga 
tradición de educación jesuita en nuestro país, aunque su creación sea 
relativamente reciente. Es parte del Sistema Universitario Jesuita que in-
corpora a ocho universidades privadas en el país, todas ellas vinculadas 
a la Compañía de Jesús.  

Datos generales

La Procuraduría de Derechos Universitarios de la Universidad Ibe-
roamericana León surgió el primero de marzo de 2013. Se ubica en el 
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edificio administrativo de la universidad. Se trata de una única oficina, 
sin unidades desconcentradas. Es miembro regular de la reddu. Partici-
pa activamente en las reuniones anuales de la red, en las regionales y en 
los eventos académicos. 

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La procuraduría está considerada como una entidad independiente, que 
no está sujeta a la línea jerárquica, por lo que no depende de ninguna 
autoridad. Su actuar solamente atiende al estatuto orgánico y a la nor-
matividad universitaria. Su competencia se extiende a las actuaciones 
de cualquier autoridad. La rendición de cuentas se verifica mediante la 
presentación de un informe ante el Senado Universitario, durante los 
primeros tres meses del año. Debe desglosar de forma extensiva tanto 
los datos relativos a las quejas y consultas como lo que respecta a las fun-
ciones relacionadas con la promoción de los derechos universitarios, en 
términos del Artículo 35 del reglamento de la procuraduría. 

La normatividad universitaria que le da origen es el Estatuto Orgá-
nico de la Universidad Iberoamericana-León, y su organización y funcio-
namiento se encuentra prevista en el Reglamento de la Procuraduría de 
Derechos Universitarios de la misma institución.

Integración y dirección

Se trata de un ente unipersonal, ya que exclusivamente el procurador 
realiza tareas de defensa. Al igual que en la Universidad Autónoma de 
Aguascalientes, el término “procuraduría” se refiere a la oficina del pro-
curador.

La designación del cargo corresponde al Senado Universitario a 
propuesta del rector. El nombramiento es por tres años, con la posibili-
dad de que se extienda a un periodo más, si así lo decide dicho Senado. 
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Se trata de un cargo honorario. El procurador puede ser removido a 
petición del Senado Universitario por causa grave, como las que se enun-
cian en el Artículo 11 del reglamento, que incluyen:  faltar a la discre-
ción profesional, descuidar en tiempo y forma la resolución de los casos, 
resolver un caso habiendo cohecho de por medio, faltar gravemente a 
la moral o al derecho dentro y fuera de la universidad, lastimar su buen 
nombre, o cometer agravios reconocidos por el tribunal universitario, 
contra algún miembro de la comunidad.

Los requisitos para ser presentado por el rector ante el Senado Uni-
versitario, y estar en posibilidades de aspirar a ser designado procurador, 
son los siguientes: a) contar con título de licenciatura o su equivalen-
te, b) contar con al menos cinco años de antigüedad en la Universidad 
Iberoamericana-León, como personal de tiempo completo; c) conocer 
a fondo la normatividad universitaria y el modelo de educación de la 
Compañía de Jesús; d) tener al menos treinta años, y e) ser de reconoci-
do prestigio entre la comunidad universitaria.

La función de procurador es incompatible con el desempeño de 
cargos administrativos dentro y fuera de la institución. Solamente se 
permite el desarrollo de actividades académicas, como la docencia, la 
investigación, la vinculación y la difusión de la cultura. El perfil mismo 
del procurador busca que éste no tenga carácter de autoridad, ni intere-
ses que puedan afectar su imparcialidad. El procurador está obligado a 
guardar reserva de los asuntos que se le plantean, de forma equivalente 
a la salvaguarda del secreto profesional.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa a petición de parte. Su actuar se rige por los principios del secreto 
profesional, a fin de salvaguardar el buen nombre de los implicados y de 
la universidad, manejando la información recibida solamente en rela-



134 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

ción con las personas involucradas. El secreto profesional no es exigible 
cuando la integridad de algún miembro de la comunidad o persona di-
versa depende de ello. Todos los asuntos deben atenderse de forma rápi-
da, expedita e inmediata, evitando formalismos innecesarios. Es compe-
tente para conocer de cualquier reclamación, inconformidad o denuncia 
que le presenten a título personal los integrantes de la comunidad, que 
consideren se ha vulnerado algún derecho que les concede la legisla-
ción, por cualquier autoridad o dependencia universitaria, incluyendo a 
los profesores y a los cuerpos colegiados. Para ello, tiene la posibilidad 
de realizar investigaciones y solicitar informes, así como documentación 
que considere pertinente. Además, tiene la encomienda de propiciar el 
cumplimiento de la normativa que se deriva del estatuto como medio 
de solución de los conflictos que se presenten entre los integrantes de la 
comunidad, procurando soluciones conforme al diálogo, que concilien 
diversas interpretaciones de los reglamentos institucionales. La procu-
raduría puede moverse libremente en todas las dependencias de la uni-
versidad y puede intervenir cuando una solicitud formal, realizada por 
algún miembro de la comunidad a las autoridades, ha quedado sin res-
puesta después de quince días hábiles a partir del momento en que fue 
realizada, tomando en cuenta los términos que la normatividad establece 
para cada caso.

También debe brindar asesoría sobre la interpretación del Estatu-
to Orgánico y la Normatividad Universitaria, así como de sus alcances. 
Para ello, preside la comisión asesora de normativa y estudia perma-
nentemente la legislación y el modelo de educativo ignaciano, a fin de 
interpretar aquella conforme a sus principios. Además, interviene previa 
solicitud, en los casos en que se ha violentado algún derecho, en los tér-
minos de su reglamento. 

De acuerdo con el Artículo 14 del reglamento, la procuraduría no 
puede conocer de inconformidades relativas a asuntos de naturaleza es-
trictamente laboral, sean individuales o colectivas, a los resultados de las 
evaluaciones académicas (si bien es competente para conocer de irre-
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gularidades en el proceso), a las quejas que se deriven de las evalua-
ciones académicas de los profesores, de las comisiones dictaminadoras 
o consejos técnicos y en general lo relativo al procedimiento de ingre-
so, promoción y permanencia del personal académico, administrativo 
y de servicios (salvo que se vea involucrado algún derecho universitario 
de naturaleza distinta), de resoluciones disciplinarias (salvo que se tra-
te de infracciones al procedimiento), evaluaciones, criterios académicos 
y resoluciones de fondo de consejos técnicos, académicos y comisiones 
dictaminadoras, y en general las violaciones para cuya atención, la nor-
matividad universitaria señale otra vía.

En caso de que los asuntos no sean de la competencia de la procura-
duría, pero sí del Tribunal Universitario, se remiten a este último órgano 
para que les procure la atención debida. 

Las consultas pueden hacerse por cualquier vía, ya sea oral, escrita 
o por los medios electrónicos al alcance del solicitante. Todas las quejas, 
inconformidades y asesorías que el procurador brinda, son registradas, 
integrándose un expediente, con independencia de si son admitidas o 
no. El procedimiento para interponer una queja o inconformidad sí im-
plica algunas formalidades en su tramitación. Es estrictamente personal. 
Cuando el interesado no pueda acudir por algún impedimento físico, en 
su lugar puede hacerlo un representante con carta poder firmada por 
dos testigos.  Además, ha de realizarse mediante un escrito que tenga los 
siguientes datos: nombre del quejoso, número de cuenta o de empleado, 
unidad académica o administrativa a la cual se adscribe, datos de contac-
to que incluyan el domicilio para recibir notificaciones, una relación de 
los hechos, los derechos que considera violentados, solicitud específica 
al procurador, los documentos necesarios para sostener su dicho y cual-
quier otro elemento útil que pueda aportar. Debe necesariamente estar 
firmado. 

Las quejas o inconformidades anónimas, que no corresponden a la 
competencia de la procuraduría o que versan sobre situaciones que han 
sucedido con más de seis meses de anticipación, no son atendidas. En 
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dicho caso, se informa del motivo al interesado. De considerarlo perti-
nente, se turnan hacia el área competente, haciendo del conocimiento 
del usuario esta situación. Además y en caso de que el motivo del rechazo 
sea por no haber agotado las instancias que la legislación procura, se 
brinda la asesoría al interesado para que pueda plantear su asunto ante 
la dependencia y por el medio que corresponda.

En caso de ser procedente la queja o inconformidad, el procurador 
la hace del conocimiento por escrito de la autoridad presuntamente res-
ponsable de la violación, a fin de que pueda aportar su punto de vista 
sobre el asunto.

La procuraduría puede promover una solución inmediata a los pro-
blemas que se le plantean, proponiendo un diálogo directo entre los 
involucrados, mediando para que éstos resuelvan sus diferencias, en un 
ambiente de respeto y proponiendo alternativas para reparar los efectos 
de la violación. Si no es posible la solución inmediata, se proporciona a 
la autoridad un plazo no mayor a diez días hábiles para que, por escrito, 
exprese sus consideraciones sobre el asunto y procure las evidencias que 
considere necesarias para sustentarlas. 

Una vez que el procurador cuenta con todos los elementos, dispone 
de diez días hábiles a partir de que finaliza el plazo otorgado a la autori-
dad (mencionado en el párrafo anterior) para determinar si existen las 
condiciones para emitir una recomendación. Ésta se emite por escrito, no-
tificando a la autoridad involucrada, a su superior jerárquico y al quejoso.

A partir de la notificación, la autoridad tiene diez días para cumplir 
con la recomendación. Debe informar de su cumplimiento por escrito 
a la procuraduría. De no estar de acuerdo con la misma, cuenta con un 
plazo idéntico para formular por escrito las razones de su desacuerdo a 
la propia procuraduría. En este caso, el procurador puede rectificar o 
ratificar, notificando nuevamente a los interesados del contenido de esta 
resolución, en un plazo no mayor a diez días hábiles. 

La procuraduría puede proponer iniciativas para mejorar la legisla-
ción, a fin de prevenir posibles situaciones violatorias de derechos uni-
versitarios.
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Actividades de difusión

La procuraduría tiene entre sus obligaciones promover y fomentar la 
cultura de los derechos universitarios. Además, debe difundir sus fun-
ciones entre los miembros de la comunidad, a fin de que cuenten con la 
información oportuna sobre las opciones con que cuentan para defender 
sus derechos.

La página electrónica no sólo proporciona datos de contacto, tam-
bién pone a disposición de la comunidad una serie de documentos que 
les permiten conocer tanto sus derechos como las formas mediante las 
cuales la procuraduría los atiende y defiende.

Procuraduría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad Iberoamericana-Puebla

La Universidad Iberoamericana-Puebla se fundó en diciembre de 1982. 
Al igual que la Universidad Iberoamericana-Ciudad de México, retoma 
una larga tradición de educación jesuita en nuestro país, aunque su crea-
ción sea relativamente reciente. En el caso de la Ibero Puebla, uno de 
los principales apoyos para su creación provino del Instituto Oriente, 
colegio jesuita fundado en 1870. Actualmente forma parte del Sistema 
Universitario Jesuita que incorpora a ocho universidades privadas en el 
país, todas ellas vinculadas a la Compañía de Jesús.  

Datos generales

La Procuraduría de Derechos Universitarios de la Universidad Iberoame-
ricana-Puebla fue creada en 2011, cuando se aprobó su reglamento.

La oficina del procurador se encuentra ubicada en el campus prin-
cipal, cerca de rectoría, en la ciudad de Cholula. Se trata de una única 
oficina, sin unidades desconcentradas. Es miembro regular de la reddu, 
pues participa activamente en las reuniones anuales, en las regionales y 
en los eventos académicos. 



138 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La procuraduría está considerada como una entidad independiente, que 
no está sujeta a la línea jerárquica, por lo que no depende de ninguna 
autoridad, ni recibe instrucciones para la elaboración de sus recomenda-
ciones. Su actuar solamente atiende al estatuto orgánico y a la normativi-
dad universitaria. La rendición de cuentas se verifica mediante la presen-
tación de un informe, que rinde ante el Senado Universitario, durante 
los primeros tres meses del año. 

La normatividad universitaria que le da origen es el Estatuto Or-
gánico de la Universidad Iberoamericana-Puebla, y su organización y 
funcionamiento se encuentran previstos en el Reglamento de la Procura-
duría de Derechos Universitarios de la misma institución.

Integración y dirección

Se trata de un ente unipersonal, ya que exclusivamente el procurador 
realiza tareas de defensa. Al igual que en la Universidad Autónoma de 
Aguascalientes, en la Universidad Iberoamericana-León y en la Univer-
sidad Iberoamericana-Ciudad de México, el término procuraduría se re-
fiere a la oficina del procurador.

La designación del cargo corresponde al Senado Universitario a 
propuesta del rector. El nombramiento es por tres años, con la posibili-
dad de que se extienda a un periodo más, si así lo decide dicho Senado. 
Se trata de un cargo honorario. El procurador puede ser removido a 
petición del mismo órgano que lo designó a consecuencia de una causa 
grave, como las que se enuncian en el Artículo 11 del reglamento: faltar 
a la discreción profesional, descuidar en tiempo y forma la resolución de 
los casos, resolver un caso habiendo un soborno de por medio, lastimar 
el buen nombre de la universidad por faltar gravemente a la moral o al 
derecho, o cometer agravios reconocidos por el tribunal universitario (en 
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caso de que el procurador cometiese un agravio contra algún miembro 
de la comunidad, estos pueden acudir al tribunal).

Los requisitos para ser presentado por el rector ante el Senado Uni-
versitario y estar en posibilidades de aspirar a ser designado procurador, 
conforme al artículo 5 del reglamento, son los siguientes: a) ser mayor 
de 35 años; b) tener título de licenciatura o su equivalente, c) conocer 
a fondo la normatividad universitaria y el modelo de educación de la 
Compañía de Jesús; d) contar con al menos cinco años de antigüedad en 
la Universidad Iberoamericana-Puebla como personal de tiempo com-
pleto; e) ser de reconocido prestigio entre la comunidad universitaria 
por su espíritu de servicio y rectitud de juicio, y f) no desempeñar ningu-
na función directiva en la universidad.

La función de procurador es incompatible con el desempeño de car-
gos administrativos dentro de la institución, en la federación, estado o 
municipios. Solamente se permite el desarrollo de actividades académi-
cas, como la docencia, la investigación y la difusión. El perfil mismo del 
procurador busca que éste no tenga carácter de autoridad, ni intereses 
que puedan afectar su imparcialidad. Quien ocupe el cargo, está obliga-
do a guardar reserva de los asuntos que se le plantean.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa a petición de parte. Todos los asuntos deben atenderse de for-
ma rápida, expedita e inmediata, evitando formalismos innecesarios. Es 
competente para conocer de cualquier consulta que le presenten los in-
tegrantes de la comunidad con respecto a la interpretación y aplicación 
de la legislación, así como de quejas por haber sufrido la violación de 
algún derecho previsto en la misma. Para ello, tiene la posibilidad de rea-
lizar investigaciones y solicitar informes y documentación que considere 
pertinente. Además, tiene la encomienda de propiciar el cumplimiento 
de la normativa que se deriva del estatuto como medio de solución de 
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los conflictos que se presenten entre los integrantes de la comunidad, 
procurando soluciones conforme al diálogo, que concilien diversas inter-
pretaciones de los reglamentos institucionales. La procuraduría puede 
moverse libremente en todas las dependencias de la universidad. 

Entre sus funciones, la procuraduría tiene entre sus funciones brin-
dar asesoría sobre la interpretación del Estatuto Orgánico y la Normati-
vidad Universitaria, así como de sus alcances. Preside la comisión asesora 
de normativa, en el marco de la cual estudia permanentemente la legis-
lación, a fin de interpretar aquella conforme a los principios del modelo 
educativo ignaciano. 

De acuerdo con el Artículo 12 del reglamento, la procuraduría no 
puede conocer de inconformidades relativas a afectaciones de derechos 
de carácter colectivo, de asuntos de naturaleza estrictamente laboral, de 
resoluciones disciplinarias, de quejas que se deriven de las evaluaciones 
académicas de los profesores, de las comisiones dictaminadoras o con-
sejos técnicos (salvo que se vea involucrado algún derecho universitario 
de naturaleza distinta), y en general de las violaciones para las cuales la 
normatividad universitaria señale otra vía.

En caso de que los asuntos no sean de la competencia de la procu-
raduría, pero sí del Tribunal Universitario, se remiten a este último para 
que les procure la atención debida. 

Las consultas pueden hacerse por cualquier vía (oral, escrita) o 
por los medios electrónicos al alcance del solicitante. El procedimiento 
para interponer una reclamación, queja o denuncia sí implica algunas 
formalidades en su tramitación. Es estrictamente personal. Cuando el 
interesado no pueda acudir por algún impedimento físico, en su lu-
gar puede hacerlo un representante con carta poder firmada por dos 
testigos. 

Las quejas o inconformidades anónimas, que no corresponden a la 
competencia de la procuraduría o que versan sobre situaciones que han 
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sucedido con más de seis meses de anticipación, no son atendidas. En 
dicho caso, se informa el motivo al interesado. Si es la falta de compe-
tencia de la procuraduría, se le orienta para que acuda al área que le 
puede auxiliar. Pero en caso de ser procedente la queja o inconformidad, 
el procurador la hace del conocimiento de la autoridad presuntamente 
responsable de la violación, a fin de que pueda aportar su punto de vista 
sobre el asunto y finalizar la afectación, en su caso.

La procuraduría debe promover una solución inmediata a los pro-
blemas que se le plantean, proponiendo un diálogo directo entre los 
involucrados. Si no es posible encontrar una solución inmediata, el pro-
curador analiza el expediente y, si es necesario que una autoridad recti-
fique alguna decisión, se lo hace saber.

En caso de que la autoridad no lleve a cabo las acciones correspon-
dientes para terminar con la afectación, se emite una recomendación 
por escrito a sus superiores. También puede proponer mejorar la legis-
lación, a fin de prevenir posibles situaciones violatorias de derechos de 
la comunidad.

Actividades de difusión

La procuraduría tiene entre sus obligaciones promover el respeto de los 
derechos que otorga la legislación. Para ello, cuenta con la posibilidad de 
acceder a los medios de comunicación de la universidad. La página elec-
trónica no sólo proporciona datos de contacto; también pone a disposi-
ción de la comunidad una serie de documentos que les permita conocer 
tanto sus derechos como las formas mediante las cuales la procuraduría 
los atiende y defiende.

Finalmente, la procuraduría organiza jornadas informativas y even-
tos destinados a promover los derechos de la comunidad, e interviene en 
foros académicos relacionados con sus áreas de interés.



142 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

Procuraduría de los Derechos Humanos Universitarios Nicolaítas 
de la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo

La Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo, a la cual se vincula 
este oddu, se fundó el 15 de octubre de 1917. Su origen más remoto es 
el Colegio de San Nicolás Obispo, establecido en Pátzcuaro, en 1540, 
por Don Vasco de Quiroga. Actualmente, se trata de una institución de 
servicio público con carácter descentralizado, dotada de autonomía, que 
goza de personalidad jurídica y patrimonio propios. 

Datos generales

La Defensoría de los Derechos Humanos Universitarios Nicolaítas de la 
Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo fue creada en junio 
de 2011. 

Está ubicada dentro de la ciudad universitaria, en Morelia. Se trata 
de una única oficina, sin unidades desconcentradas. Es miembro regu-
lar de la reddu desde 2011 y participa activamente en las reuniones 
regionales. Interactúa con otros organismos defensores de los derechos 
humanos de la entidad.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La defensoría está considerada un organismo independiente, que no 
está sujeto a la línea jerárquica. No tiene carácter de autoridad y sus 
resoluciones no son vinculatorias. 

La rendición de cuentas se verifica mediante la presentación de un 
informe anual, que rinde ante el Consejo Universitario durante los tres 
primeros meses del año. En cuanto a los bienes y control del presupues-
to, opera como el resto de las dependencias universitarias. 

Tanto la normatividad que le da origen como el ordenamiento jurí-
dico que la regula es el Reglamento de la Defensoría de los Derechos Hu-
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manos Universitarios Nicolaítas de la Universidad Michoacana de San 
Nicolás de Hidalgo. La Ley Orgánica de la universidad no la menciona.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado en el que más de una persona realiza 
tareas de defensa. Está integrado por el defensor universitario titular, 
quien se auxilia de dos defensores adjuntos y un secretario técnico. En 
función del presupuesto señalado por el Consejo Universitario, cuenta 
con personal técnico de confianza y administrativo.

La designación del cargo titular se realiza por dicho Consejo a pro-
puesta del rector. Los defensores adjuntos serán nombrados por el rec-
tor, a propuesta del defensor. El secretario técnico y el resto del personal 
son designados por el defensor. Los defensores duran cuatro años desem-
peñando el cargo, con posibilidad de reelegirse por una sola ocasión. 
Pueden ser removidos solamente por el Consejo Universitario, cuando 
desatiendan sus funciones, o su conducta sea contraria a los fines de la 
defensoría o a la legislación universitaria.

Los requisitos para ser defensor, sea titular o adjunto, se establecen 
en el Artículo 14 del reglamento, y son: a) gozar de prestigio y buena 
reputación; b) ser mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus 
derechos políticos y civiles; c) no haber sido sancionado por delitos do-
losos; d) ser licenciado en Derecho, con cédula profesional, y e) haber 
desempeñado actividades docentes o de investigación en la universidad, 
por lo menos durante cinco años. El secretario técnico debe cumplir con 
los mismos requisitos.

El perfil del defensor se orienta a no tener carácter de autoridad, ni 
intereses fuera de la institución que pudieran comprometer su actuación 
imparcial. Además, debe tratarse de un profesional del derecho, ya que 
no sólo se le exige el título de licenciatura, sino la cédula correspondien-
te. Tanto el titular como los adjuntos son cargos de tiempo completo, 
por lo que son incompatibles con los de dirección o administrativos, en 
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la universidad o fuera de ella. Sí está permitida la investigación y la do-
cencia. Todo el personal de la defensoría está obligado a guardar reserva 
de los asuntos que se le plantean.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria y 
actúa tanto  a petición de parte como de oficio. Es competente para 
conocer de cualquier queja de los integrantes de la comunidad, que con-
sideren que se han vulnerado sus derechos universitarios. Se entiende 
que éstos son manifestaciones concretas de derechos humanos. De ahí el 
nombre del oddu. Opera atendiendo, fundamentalmente, a los princi-
pios de equidad y género. Para ello, puede llevar a cabo investigaciones 
y solicitar informes. Además, tiene la encomienda de vigilar el cumpli-
miento de la legislación. La defensoría puede moverse libremente en 
todas las dependencias de la universidad en el ejercicio de sus funciones.

Sin embargo, no puede conocer de asuntos que involucren derechos 
de naturaleza laboral y sindical, procedimientos de ingreso, promoción y 
permanencia del personal académico, evaluaciones académicas de pro-
fesores y de comisiones académicas dictaminadoras de los concursos de 
oposición, y acuerdos y resoluciones de los consejos técnicos de las escue-
las, facultades, institutos, campus universitarios y unidades profesionales 
(salvo que violenten derechos universitarios). Además, no puede conocer 
de las violaciones que puedan impugnarse por otras vías establecidas 
por la legislación universitaria. En los asuntos en los cuales pueda verse 
afectada la imparcialidad del defensor, éste debe excusarse, dando aviso 
al defensor titular. De no hacerlo, el quejoso puede recusarlo. Todas las 
acciones de defensa que realiza el oddu se rigen por los principios de 
inmediatez, concentración, celeridad y gratuidad. 

La defensoría no sólo atiende las quejas que se le presentan formal-
mente. En primer término, asesora y orienta. Esto puede realizarse de ma-
nera personal, telefónica, a través de internet o por cualquier otro medio 
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al alcance del solicitante. Las quejas que se tramitan por medios electróni-
cos deben ser ratificadas en un plazo de cinco días hábiles, o se consideran 
no presentadas. Cuenta con políticas específicas para el tratamiento de 
los datos personales que se le hacen saber a los solicitantes. 

La reclamación, queja o denuncia implica ciertas formalidades en 
su tramitación. Debe hacerse personalmente y por escrito, en los forma-
tos que la defensoría diseñe para tal efecto. En caso de que eso no sea 
posible, un representante del quejoso, debidamente acreditado, puede 
acudir al oddu. La queja debe incluir los datos que señala el Artículo 
28 de su reglamento, como nombre, datos de contacto, domicilio (para 
recibir notificaciones), matrícula, organismo académico o dependencia 
universitaria al que pertenece, una descripción breve de los hechos, los 
derechos que considera violentados, los documentos y evidencias que 
sustenten su dicho, y cualquier otro dato útil para su defensa. El plazo 
específico para llevar a cabo la reclamación, queja o denuncia es de trein-
ta días hábiles a partir de que se tuvo conocimiento de la violación. Si se 
trata de un caso grave, la defensoría puede extender el plazo hasta por 
sesenta días.

Si la defensoría tiene conocimiento de una posible violación, actúa 
de oficio citando al interesado, para que en un término de cinco días 
acuda a ratificar su queja. Si esto no ocurre en el plazo señalado, es ar-
chivada, a menos que la gravedad del asunto amerite que la defensoría 
la investigue. En ambos casos debe dejar constancia por escrito. Una vez 
recibida la queja, se dicta acuerdo de admisión en un plazo de cinco días 
hábiles. La defensoría puede desechar una reclamación, queja o denun-
cia si se realiza de forma anónima, si considera que no existe violación, o 
si no es de su competencia. En caso de rechazo, se orienta al interesado 
para que acuda a la dependencia universitaria que le pueda auxiliar. En 
caso de admitir la queja, se emite el requerimiento de información a la 
autoridad presuntamente responsable de la violación, para que en cinco 
días dé respuesta a la misma. Se procura la comunicación directa, a fin de 
evitar dilaciones innecesarias. El informe debe manifestar los anteceden-



146 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

tes del asunto y argumentos por los cuales se realizaron las acciones que 
se impugnan. En caso de no rendirse o de que no se haga en tiempo, se 
tienen por ciertos los hechos denunciados. 

Una vez presentado el informe, la defensoría cita a los interesados 
a una audiencia. De ser posible por la naturaleza del asunto, la defen-
soría puede promover una solución inmediata a la reclamación, queja 
o denuncia. Ello en virtud de su carácter informal y flexible, cercano 
al modelo de ombuds organizacional que rige su actuar por el principio 
de inmediatez. Esto suele traducirse en el uso por parte del defensor, de 
medios alternos a los procedimientos formales para solucionar conflic-
tos, como la conciliación o la mediación. Si las partes se avienen, se re-
dacta un acta y termina el procedimiento. Cuando ello no es posible, se 
estudia el expediente y, de existir los elementos suficientes, formula una 
recomendación a la autoridad, que debe estar debidamente fundada y 
motivada en un término no mayor a quince días hábiles, que se notifica 
en un máximo de setenta y dos horas. La legislación considera la posi-
bilidad de que la defensoría pueda establecer medidas restitutivas. De 
no existir elementos suficientes, emite una resolución que señale la no 
responsabilidad de la autoridad.

Una vez notificada la recomendación, la autoridad debe contestar 
por escrito si la acepta, para lo cual cuenta con un plazo de cinco días 
hábiles. Se hace ante la propia defensoría, que tiene un plazo de diez 
días hábiles para rectificar o ratificar la recomendación. En todo caso, 
debe notificar la resolución definitiva en un plazo no mayor a cinco días 
hábiles.

La defensoría debe rendir informes especiales al consejo y al rector 
cuando los funcionarios o autoridades no cumplan con una recomenda-
ción que le haya realizado. Todas las recomendaciones que la defensoría 
lleve a cabo son públicas. El titular debe enviar una copia al rector y otra 
al Consejo Universitario. Además, deben publicarse íntegramente en la 
Gaceta Nicolaita, protegiendo la información confidencial de las partes. 
Sólo con excepciones se publican resumidas.
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Actividades de difusión

Entre sus obligaciones, la defensoría debe promover el conocimiento de 
los derechos universitarios entre los integrantes de la comunidad y los 
procedimientos que practica para defenderlos. Para ello, genera mate-
rial digital e impreso y lleva a cabo diferentes actividades en los distintos 
espacios académicos, como jornadas, pláticas y conferencias. Su personal 
participa en foros académicos nacionales sobre temas vinculados a la de-
fensa de los derechos universitarios. Además ha participado en publica-
ciones editadas por la universidad con respecto al tema.

Defensoría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad Nacional Autónoma de México

La Universidad Nacional Autónoma de México (unam), a la cual se vincula 
este oddu, se fundó el 21 de septiembre de 1910, como Universidad  
Nacional de México. En 1929 ganó su autonomía, integrando este tér-
mino a la denominación con la que la conocemos actualmente. Es una 
institución diferente a la Real y Pontificia Universidad de México, la más 
antigua de América, que fue clausurada en 1865 por Maximiliano, cir-
cunstancia que Justo Sierra dejó bien clara en su discurso inaugural. No 
obstante, es indudable que si hay una institución que puede considerarse 
heredera de una larga tradición de estudio e investigación en México, es 
la universidad nacional. Hoy en día, al igual que la mayoría de las casas 
de estudio públicas, se trata de un organismo descentralizado del Estado 
mexicano, dotado de autonomía y con personalidad jurídica y patrimo-
nio propios. 

Datos generales

La Defensoría de los Derechos Humanos Universitarios de la Universi-
dad Nacional Autónoma de México fue, junto con la Universidad Com-
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plutense de Madrid, una de las pioneras en el mundo iberoamericano 
en lo que se refiere a la creación de entidades defensoras de los derechos 
universitarios. Ambas surgieron en 1985. 

Se encuentra ubicada dentro de Ciudad Universitaria. Se trata de 
una única oficina, sin unidades desconcentradas. El estatuto contempla, 
de ser necesario, la posibilidad de establecer delegaciones de área en las 
diferentes unidades académicas fuera del campus máter.

Es miembro fundador de la reddu. Ejerce de forma permanente 
la secretaría técnica y participa en todas las reuniones regionales con 
este carácter. Acompañando a la presidencia de dicha red, participa en 
encuentros internacionales con otras organizaciones de defensores de 
derechos universitarios. Además, interactúa con organismos defensores 
de los derechos humanos nacionales y locales.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La defensoría está considerada un organismo independiente, no sujeta a 
la línea jerárquica. No tiene carácter de autoridad y sus resoluciones no 
son vinculatorias.

La rendición de cuentas se verifica mediante la presentación de 
un informe anual, ante el consejo universitario y el rector, durante los 
tres primeros meses del año. En caso de ser necesario, tanto el Consejo 
Universitario como el rector pueden solicitar informes especiales que el 
defensor debe rendir. En cuanto a los bienes y control del presupuesto, 
opera como el resto de las dependencias universitarias.

La normatividad que le da origen es el Estatuto de la Defensoría de 
los Derechos Universitarios de la unam, y, tanto éste como el reglamento 
de la propia defensoría, constituyen los ordenamientos que la regulan de 
forma específica.



149Las defensorías, procuradurías y comisiones asociadas

Integración y dirección

Está integrada por un defensor titular y dos adjuntos, conforme al Ar-
tículo 2 de su estatuto. Más de una persona realiza tareas de defensa, 
por lo que, para fines de este trabajo, se aborda como un organismo 
colegiado. Además cuenta con personal técnico y administrativo para 
desarrollar sus funciones.

La designación del defensor titular se realiza por la comisión de 
legislación universitaria del Consejo Universitario, de una terna que 
le presenta el rector. Los defensores adjuntos y el personal técnico son 
nombrados por el rector, a propuesta del defensor.

Los defensores duran en su cargo cuatro años, con posibilidad de 
reelegirse por una sola ocasión, y solamente puede ser destituido por 
causa justificada por la Comisión de Legislación Universitaria, a petición 
del rector. 

Los requisitos para ser defensor titular son, conforme al Artículo 5 
del estatuto de la defensoría, los mismos que para ser integrante de la 
junta de gobierno: a) ser mexicano por nacimiento; b) mayor de 35 años 
y menor de 70; c) poseer grado universitario superior al de bachiller, y 
d) haberse distinguido en su especialidad, haber prestado servicios do-
centes o de investigación en la universidad, o haber demostrado interés 
por ésta, siendo además una persona honorable y prudente. En el caso 
del titular, el estatuto de la defensoría añade que ha de tratarse de un 
jurista de reconocido prestigio. En cuanto a los adjuntos, conforme al 
propio Artículo 5 del estatuto de la defensoría, deben cumplir con los re-
quisitos para ser director de facultad o escuela, que son: a) ser mexicano 
por nacimiento; b) ser mayor de 25 años y menor de 65; c) tener título 
superior al de bachiller y, d) haber sido catedrático por lo menos un año 
académico en alguna de las facultades o escuelas de la universidad.

El perfil del defensor se orienta a no tener carácter de autoridad, 
ni intereses fuera y dentro de la institución, que puedan comprometer 
su actuación imparcial. Tanto el defensor titular como los adjuntos son 
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cargos de tiempo completo, por lo que son incompatibles con cargos 
de dirección o administrativos, en la universidad o fuera de ella. Sí está 
permitida la investigación, la docencia, y la participación en asociaciones 
artísticas y culturales, siempre y cuando no sea en un cargo de dirección 
o retribuido. Todo el personal de la defensoría está obligado a guardar 
reserva de los asuntos planteados.

Competencia y mecanismos de defensa

El oddu defiende principalmente a los estudiantes y miembros del per-
sonal académico de la universidad. Actúa tanto a petición de parte como 
de oficio. Los funcionarios administrativos y académicos no pueden acu-
dir a ella, a menos que se trate de derechos derivados de actividades 
estrictamente académicas. La defensoría es competente para conocer 
de cualquier queja, reclamación o denuncia relativa a la vulneración de 
los derechos que la legislación otorga. Puede proponer soluciones a los 
funcionarios involucrados para enmendar la situación violatoria. Para 
ello, puede llevar a cabo investigaciones y solicitar informes. Además, 
tiene la encomienda de promover la cultura de la legalidad y vigilar el 
cumplimiento de la legislación. Puede moverse libremente en todas las 
dependencias de la universidad en el ejercicio de sus funciones.

La defensoría no puede conocer de asuntos que involucren derechos 
de carácter colectivo y laboral, resoluciones disciplinarias, evaluaciones 
académicas de profesores y vinculadas al ingreso, promoción y perma-
nencia del personal académico, comisiones dictaminadoras o consejos 
internos o técnicos, así como violaciones que puedan impugnarse por 
otras vías establecidas por la legislación universitaria. Aplica las políticas 
universitarias para el tratamiento de los datos personales y se las hace 
saber a los solicitantes. 

La defensoría no sólo atiende las quejas formales. En primer tér-
mino, asesora y orienta. Esto puede realizarse de manera personal, te-
lefónica, a través de internet o por cualquier otro medio al alcance del 
solicitante. 
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La reclamación, queja o denuncia implica ciertas formalidades en su 
tramitación. Debe hacerse personalmente y por escrito, en los formatos 
que la defensoría diseña para tal efecto, en tres tantos. En caso de no 
sea posible, puede acudir al oddu un representante del quejoso, debi-
damente acreditado, que presente carta poder firmada por dos testigos. 
La queja debe incluir los datos que señala el Artículo 28 del reglamento 
en el que se basa la defensoría, como nombre, número de cuenta o ex-
pediente, facultad, escuela, colegio, instituto, centro o dependencia a la 
cual esté adscrito, domicilio (para recibir notificaciones) y teléfono, una 
descripción breve de los hechos, los derechos que considera violentados, 
petición concreta al defensor, los documentos y evidencias que sustenten 
su dicho, cualquier otro dato útil para su defensa y la firma. Existe un 
plazo específico para realizar la reclamación, queja o denuncia: ciento 
veinte días a partir de que se tuvo conocimiento de la violación. 

La defensoría sigue las denuncias planteadas por los universitarios a 
través de la prensa, sobre todo en la Gaceta unam. Si considera que tienen 
seriedad y se encuentran dentro del plazo, actúa de oficio, citando al in-
teresado, para que en un término de ocho días acuda a ratificar su queja. 
Si esto no sucede en el plazo señalado, es archivada definitivamente, a 
menos que la gravedad del asunto amerite que la defensoría la investi-
gue. En ambos casos debe dejarse constancia por escrito.

Este organismo actúa conforme a los principios de inmediación, 
concentración y rapidez, procurando la comunicación directa entre las 
partes, a fin de evitar dilaciones innecesarias. Puede desechar reclama-
ciones, quejas o denuncias si se realizan de forma anónima, si son noto-
riamente improcedentes o si ha pasado el plazo límite. Si la defensoría 
lo considera conveniente, acuerda una entrevista con el interesado para 
orientarle. En caso de no ser competente, se informa al quejoso los mo-
tivos por los cuales la defensoría no puede conocer del asunto y se le 
orienta para que acuda a la dependencia universitaria que corresponda. 

En caso de admitir la queja, se abre un expediente, se le asigna un 
número de forma consecutiva y se corre traslado a la autoridad presunta-
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mente responsable de la violación, para que, a la brevedad posible, rinda 
un informe sobre la misma. Éste, debe manifestar los argumentos y puntos 
de vista de la autoridad sobre el asunto, y si hay más elementos de prueba 
que considere conveniente, se deben añadir. El plazo no ha de ser menor 
a diez días, ni mayor a treinta.

De ser posible, la defensoría puede promover una solución inme-
diata a la reclamación, queja o denuncia. Ello en virtud de su carácter 
informal y flexible, cercano al modelo de ombuds organizacional. Esto 
suele traducirse en el uso, por parte del defensor, de medios alternos a 
los procedimientos formales para solucionar conflictos, como la concilia-
ción o la mediación. Cuando no es posible, se estudia el expediente y se 
valoran las pruebas. Puede solicitar información y documentación a los 
interesados o a autoridades diversas si lo necesita. De existir elementos 
suficiente, la defensoría formula una recomendación a la autoridad, que 
debe estar debidamente fundada y motivada. 

Una vez notificada la recomendación, la autoridad debe contestar 
por escrito si la acepta o no, para lo cual cuenta con un plazo de diez días 
hábiles. Se presenta ante la defensoría, la cual puede, atendiendo a las 
razones establecidas en el escrito de no aceptación, rectificar o ratificar 
la recomendación. En todo caso, debe notificar la resolución definitiva. 
Además debe denunciar la desatención a sus recomendaciones, al su-
perior jerárquico o dependencia de la cual dependa aquél al cual iba 
dirigida.

Actividades de difusión

La defensoría tiene entre sus obligaciones promover el conocimiento de 
los derechos universitarios entre los integrantes de la comunidad, sus 
funciones de protección y vigilancia, y los procedimientos que para tal 
efecto ha desarrollado. Para ello, genera material digital e impreso, y un 
amplio programa de publicaciones, que incluye aportaciones de inves-
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tigadores nacionales y extranjeros. Organiza concursos de ensayo sobre 
diversos temas relacionados con la defensoría. 

Para difundir la cultura de respeto a los derechos universitarios y 
su defensa, realiza diferentes actividades de promoción, como jornadas, 
pláticas y conferencias en los distintos espacios académicos de la uni-
versidad. Acude a las ferias de servicios al estudiante y tiene presencia 
permanente en los medios de comunicación universitaria. Su personal 
participa en foros académicos nacionales e internacionales sobre temas 
vinculados a la defensa de los derechos universitarios. Mantiene una pá-
gina electrónica en la cual informa sobre temas de interés y, sobre todo, 
sobre las acciones de la defensoría y los procedimientos que desarrolla 
para la defensa de los derechos de la comunidad universitaria. 

Finalmente, la defensoría realiza diversas actividades académicas en 
el marco de la cátedra unesco, titulada “Desarrollo de un modelo para 
la defensa de los derechos universitarios en las instituciones de educa-
ción superior en América Latina”.

Defensoría de los Derechos Universitarios 
de la Universidad Veracruzana

La Universidad Veracruzana (uv), a la cual se vincula este oddu, se fundó 
el 11 de septiembre de 1944. Se trata de una institución pública de edu-
cación superior, autónoma  y de interés social con personalidad jurídica 
y patrimonio propios. 

Datos generales

La Defensoría de los Derechos Universitarios de la uv comenzó a fun-
cionar el 23 de noviembre de 2006, cuando fue nombrado el primer 
defensor, y el Consejo Universitario aprobó el acuerdo que hizo posible 
su incorporación en el estatuto y la emisión de su reglamento.
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Se ubica en la ciudad de Xalapa, en un inmueble independiente 
de la rectoría. Se trata de una única oficina, sin unidades desconcentra-
das, aunque su reglamento le permite establecer delegaciones, de ser 
necesario.

Es socio regular de la reddu desde 2007. Participa activamente en 
las reuniones regionales e interactúa con otros organismos defensores de 
los derechos humanos de la entidad.

Naturaleza jurídica, situación institucional y normatividad

La defensoría está considerada un organismo independiente, que no 
está sujeto a la línea jerárquica. No tiene carácter de autoridad y sus 
resoluciones no son vinculatorias. Tampoco participa directamente en 
sistemas de gestión de la calidad. 

La rendición de cuentas se verifica mediante la presentación de un 
informe anual ante el Consejo Universitario General. En cuanto a los 
bienes y control del presupuesto, opera como el resto de las dependen-
cias universitarias.

La normatividad que le da origen es el Estatuto de la uv, en sus Ar-
tículos 320 a 334. La Ley Orgánica y la Ley de Autonomía de la misma 
universidad no hacen referencia a ella. El ordenamiento jurídico que la 
regula de forma específica es el Reglamento de la Defensoría de los De-
rechos Universitarios de dicha universidad.

Integración y dirección

Se trata de un organismo colegiado, ya que tanto el defensor titular 
como los dos  adjuntos realizan funciones de defensa. La designación del 
titular se realiza por el Consejo Universitario General, a propuesta 
del rector. Los defensores adjuntos son nombrados y removidos por el 
rector, a propuesta del titular. La duración en el cargo es de cuatro años, 
con posibilidad de que su encomienda se prorrogue por una sola ocasión. 
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Los requisitos para ser defensor son los mismos que el Estatuto Ge-
neral señala para ser autoridad unipersonal o funcionario: a) ser mexi-
cano; b) ser mayor de edad en pleno ejercicio de sus derechos; c) poseer 
título de licenciatura y preferentemente estudios de posgrado relacio-
nados con el área en que se va a desempeñar; d) tener cuando menos 
cinco años en el ejercicio de su profesión. En el caso de las regiones 
universitarias, de preferencia haberse desempeñado un año en la región; 
e) tener experiencia en el ámbito de la función de la entidad académica 
o dependencia, y de las atribuciones y responsabilidades del cargo y, f) 
no haber sido sentenciado por la comisión de delitos dolosos o haber 
cometido falta grave en la uv. 

El carácter de defensor universitario es incompatible con cargos ad-
ministrativos y de representación, dentro y fuera de la uv. Se orienta a no 
tener intereses fuera de la institución, ni una posición de autoridad que 
pudieran comprometer su actuación imparcial. No requiere una forma-
ción académica específica.

El defensor cuenta con personal asignado por la institución para el 
mejor desarrollo de sus funciones. Todos los integrantes de la defensoría 
están obligados a guardar reserva de los asuntos que se le plantean. 

Competencia del y mecanismos de defensa

El oddu defiende a todos los sectores de la comunidad universitaria 
(incluyendo a los egresados) y actúa de oficio o a petición de parte. Es 
competente para conocer quejas de los integrantes de la comunidad, 
que consideren que se ha vulnerado algún derecho individual, que les 
concede la legislación universitaria. Para ello, tiene la posibilidad de rea-
lizar investigaciones y solicitar informes. Además, tiene la encomienda 
de promover el respeto a la legislación universitaria. El defensor puede 
moverse libremente en todas las dependencias de la universidad en el 
ejercicio de sus funciones.
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La defensoría no puede conocer asuntos que impliquen afectaciones 
de carácter colectivo o de naturaleza laboral. Éstas pueden impugnarse 
por otras vías señaladas en la legislación. Sólo atiende las reclamaciones 
formales de la comunidad. En primer término, asesora sobre los asuntos 
de su competencia, ya sea de manera personal, telefónica, a través de 
internet o por cualquier otro medio al alcance del solicitante. Cuenta con 
un aviso de privacidad y políticas de tratamiento de datos personales. 
Incluso cuando no implique el inicio de una queja formal, estas consultas 
son registradas y se les da seguimiento. 

El procedimiento de queja se rige por los principios de inmediatez, 
concentración, rapidez y equidad. Implica ciertas formalidades, ya que 
debe presentarse por escrito, en tres tantos, en formato libre o en los 
que la defensoría señale para tal efecto, a fin de proporcionar los si-
guientes datos: nombre del quejoso, número de matrícula o identifica-
ción, de tratarse de un egresado, escuela o dependencia de adscripción, 
domicilio para recibir notificaciones, derechos que considera violados, 
descripción de los hechos, documentos que respalden su dicho, de ha-
berlos, solicitud a la defensoría, y firma. En caso de que el escrito sea 
enviado por correo, esta última no será necesaria, pero el quejoso debe, 
en todo caso, presentarse a ratificar la queja de forma personal o, de 
existir incapacidad física, a través de sus representantes. La ausencia de 
ratificación es motivo para que la queja sea archivada.   

La defensoría puede desechar una reclamación si considera que no 
existe violación o que no es de su competencia, pero ha de fundar su 
negativa y notificarla por escrito. Existe un plazo específico para realizar 
la queja, ya que debe versar sobre hechos ocurridos en un plazo máximo 
de 120 días naturales. Una vez admitida, debe notificarse personalmen-
te, por escrito, a la autoridad presuntamente responsable de la viola-
ción por acción u omisión de los derechos del reclamante, acompañada 
de los documentos que se considere pertinente, a fin de que en un plazo de 
cinco días hábiles rinda el informe correspondiente. 



157Las defensorías, procuradurías y comisiones asociadas

La defensoría puede promover una solución inmediata a la queja, 
proponiendo alternativas de solución. Esto suele traducirse en el uso por 
parte del defensor, de medios alternos a los procedimientos formales para 
solucionar conflictos, como la conciliación o la mediación. Si no es posible 
encontrar una solución inmediata, se procede a estudiar la reclamación, 
para determinar si existen elementos suficientes para emitir una reco-
mendación.

No existe un término entre la emisión del informe y la emisión de la 
resolución. La legislación considera la posibilidad de que la defensoría 
pueda establecer medidas precautorias, para salvaguardar los derechos 
del solicitante.

La recomendación debe fundarse y motivarse. Una vez notificada a 
la autoridad, ésta debe contestar por escrito si acepta o no la recomen-
dación. En el primer caso, debe señalar la forma en que se ha atendido o 
procurar un cronograma de acciones para tal efecto. La ausencia de con-
testación se interpreta como rechazo a la recomendación. Las recomen-
daciones no son vinculatorias, pero no son ajenas a medios indirectos de 
presión, ya que desatender una recomendación puede ser motivo de res-
ponsabilidad universitaria para la autoridad omisa, tal y como se indica 
en el Artículo 5 del reglamento de la defensoría. La defensoría publicita 
sus resoluciones y recomendaciones a través de su página electrónica.  

El defensor puede proponer las modificaciones que considere nece-
sarias a la legislación universitaria, con el propósito de prevenir posibles 
violaciones a los derechos de los integrantes de la comunidad. 

Actividades de difusión

Es obligación de la defensoría procurar el respeto a la legislación de la 
institución, el conocimiento de los derechos universitarios y la promo-
ción de las actividades y procedimientos que con que cuenta para su de-
fensa entre los integrantes de la comunidad. Para ello, realiza diferentes 



158 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

actividades, como conferencias y pláticas sobre derechos universitarios y 
derechos humanos. 

La promoción de los derechos universitarios se realiza en todos los 
campus. La defensoría participa y organiza periódicamente eventos aca-
démicos sobre derechos humanos y universitarios. Mantiene una página 
electrónica en la que informa a los universitarios acerca de eventos y 
diversas actividades relacionadas con sus funciones. Es un medio perma-
nente para procurar información de interés a la comunidad.
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El perfil de los organismos de defensa 
de los derechos universitarios en México, 

a partir de los organismos de derechos 
universitarios integrantes de la reddu

[ 159 ]

La conformación de los organismos de defensa de los derechos 
universitarios de la reddu, como puede revisarse en cada uno los apar-
tados anteriores, dista mucho de ser uniforme. Aun así, es posible en-
contrar múltiples coincidencias, que pueden proporcionar una idea clara 
sobre la evolución de éstos en las instituciones de educación superior 
mexicanas y hacia dónde se dirigen. 

A fin de seguir una secuencia coherente del desarrollo de cada 
oddu, las presentes reflexiones conservan la estructura conforme a la 
cual se han expuesto sus principales características. La mayoría de estas 
defensorías se vinculan a una institución de carácter público, que cuen-
ta con personalidad jurídica y patrimonio propios. Dependiendo de la 
legislación de cada entidad, toman la forma de organismos descentrali-
zados, autónomos o incluso desconcentrados. En la mayoría de los casos, 
cuentan con autonomía, lo que no sólo se traduce en autogobierno, sino 
en posibilidad de darse sus propias leyes. Son estas últimas las que cons-
tituyen el marco de competencia de los oddu. En el caso de los oddu 
del Sistema Universitario Jesuita, la legislación de cada una de las insti-
tuciones de educación superior que lo conforman es diferente, aunque 
comparten los principios del modelo educativo ignaciano, que impacta 
en todas las dependencias de éstas, incluyendo las defensorías  que están 
integradas a la reddu.
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En el apartado de datos generales fue evidente que los oddu en Mé-
xico proliferaron a partir de la primera década del siglo xxi. Sólo unos 
pocos datan de los años noventa y casi ninguno es anterior a 1985. Esto 
implicó que algunos de ellos no siguieran el modelo de defensoría uni-
versitaria introducido por la unam, sino que se decantaran por otros más 
cercanos a las comisiones de derechos humanos. Aun así, la mayoría de 
los oddu se definen a sí mismos como defensorías, y sólo algunos como 
procuradurías o comisiones. 

Prácticamente la totalidad de este tipo de organismos operan como 
oficinas únicas, sin unidades desconcentradas o delegaciones, aunque 
algunos están facultados por la ley para establecerlas. 

En cuanto a su naturaleza jurídica y situación institucional, se cons-
tató que todos los oddu están considerados como independientes, autó-
nomos o ambos. Esto implica que no están sujetos a la jerarquía admi-
nistrativa, que responden únicamente a la máxima autoridad colegiada 
(en menor medida, unipersonal) de la institución. Hay un solo caso en 
el que, por razones presupuestales y de organización, la defensoría está 
considerada una dirección dependiente de una secretaría (concretamen-
te la Secretaría General), si bien de facto actúa como el resto de sus com-
pañeras de la red.

Algunos oddu participan en los sistemas de gestión de la calidad de 
sus instituciones. Aunque esto no implique interferencia con sus funcio-
nes, sí les resta cierta flexibilidad para modificar sus procedimientos de 
atención. Este es precisamente el motivo por el cual algunos oddu, han 
decidido no participar en ellos. Todos rinden cuentas a la máxima auto-
ridad colegiada de la institución y, en ocasiones, a la máxima autoridad 
unipersonal, rindiendo un informe anual (en el caso de un oddu, es se-
mestral) en el que informan de los asuntos que han tratado, desglosados 
conforme a las categorías que consideran de mayor interés y a las activi-
dades de todo tipo que han desarrollado en el periodo que se informa. 
En la mayoría de los casos, el formato es libre. Sólo en algunos casos se 
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pide un desglose concreto de la información (por género, edad, orga-
nismos académicos y otros). Generalmente, es en el marco del informe 
donde se realizan las propuestas para hacer mejoras a la legislación, con 
el objeto de prevenir posibles situaciones que propicien la vulneración 
de derechos, en los oddu que tienen competencia para ello.

En la mayoría de los casos, el oddu no se encuentra contemplado en 
el máximo ordenamiento de la institución, que suele ser la Ley Orgánica 
que la crea emitida por el congreso local o federal. Esto se debe a que 
casi todas las instituciones de educación superior son anteriores a 1985, 
año en el cual surgió la primera defensoría. Los pocos casos en los que el 
oddu está previsto en la ley orgánica, se deben a la existencia de refor-
mas de envergadura posteriores a la creación del oddu. La mayoría de 
éstos encuentran su fundamento en el Estatuto Universitario, que suele 
ser el máximo ordenamiento que las instituciones de educación superior 
dotadas de autonomía pueden darse a sí mismas. En otros casos, es di-
rectamente el estatuto o reglamento que los regula el que les da origen. 
La mayoría de los oddu cuenta con un solo estatuto o un reglamento. 
En pocos casos tienen dos reglamentos o un estatuto y un reglamento (el 
emitido por el máximo órgano colegiado de la institución y el que se da 
a sí mismo el organismo). Sólo en tres casos el oddu carece de reglamen-
to, por estar pendiente de aprobación o por regularse a través de otros 
documentos jurídicos, generalmente acuerdos.

En cuanto a la integración y dirección, en la mayoría de los casos 
existe un defensor universitario titular y uno o dos defensores adjun-
tos o subdefensores. Entre las procuradurías, este esquema (procurador-
subprocurador) se repite en dos oddu. En el resto, únicamente existe un 
defensor o un procurador, que cuenta con personal que le auxilia, pero 
que no se involucra directamente con las tareas de defensa. En dos casos, 
los defensores son electos en conjunto, siendo el titular designado por 
ellos mismos. Un único caso toma forma de comisión y retoma el concep-
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to de visitadores, que se ha desarrollado en las comisiones de derechos 
humanos. 

La mayoría de los defensores acceden al cargo por designación di-
recta del máximo órgano unipersonal o colegiado, por un método que 
supone la participación de ambos que usualmente implica la presenta-
ción de una terna al consejo/colegio/senado por el rector/director o bien, 
por elección directa con participación de la comunidad. En algunos ca-
sos se realiza una auscultación, que los integrantes de los órganos cole-
giados han de tomar en cuenta para emitir su voto al momento de la 
elección. En otros casos, se incorpora la participación de comisiones o de 
organismos académicos para que sean éstos los que presenten las ternas 
a los órganos encargados de la designación. 

Los procedimientos implican diversas etapas y condiciones. En to-
dos los casos, se valoran los requisitos de elegibilidad, entre los que des-
taca una constante que no es frecuente entre los oddu fuera de México: 
la formación profesional en derecho. Los oddu siguen vinculándose en 
nuestro país a la idea de que las tareas de protección de los derechos 
universitarios implican el conocimiento profesional de las leyes. Sólo 
en unos cuantos casos el defensor no necesita formación jurídica. Dicha 
formación de los defensores implica un mayor conocimiento de la legis-
lación universitaria y la forma en que ésta se relaciona con las normas 
nacionales, locales e internacionales, pero también un mayor peligro de 
que los procedimientos tengan menos flexibilidad, porque la formación 
del personal tiende a procurar seguridad y certeza, lo que tradicional-
mente se logra en los sistemas procesales con un aumento de la forma-
lidad.  

En todo caso, la constante entre los distintos métodos previos al 
nombramiento del titular o de los integrantes del oddu es la tendencia a 
incorporar en el proceso más de una entidad, sea unipersonal o colegia-
da. Esto tiene la finalidad de asegurar su independencia, en la medida 
de lo posible.
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El periodo promedio para el cargo de defensor, procurador o comi-
sionado es de tres años, con la posibilidad de que se extienda por una 
sola ocasión. Algunos oddu tienen periodos cortos, de  dos años, y otros 
largos, de cuatro e incluso de seis, aunque en este último no hay reelec-
ción posible. 

El procedimiento para remover o destituir a un defensor, procu-
rador o comisionado implica al menos las mismas formalidades que se 
tuvieron para su designación. Los motivos se estipulan en la propia le-
gislación y, de no ser así, deben ser apreciados por el máximo órgano 
colegiado con autoridad de la institución. 

En algunos casos, los menos, existe un órgano colegiado de apoyo 
al titular del oddu, que se integra generalmente por miembros de los 
distintos centros de la universidad o por especialistas en las materias en 
que se involucra la defensoría.

En cuanto a la competencia de los oddu y los mecanismos de defensa 
que han diseñado, es evidente que en la mayoría de los casos se trata 
de derechos otorgados por la legislación universitaria, reciban o no el 
nombre de derechos universitarios. Existe la tendencia en los oddu de 
reciente creación, de incorporar la protección de los derechos huma-
nos en el ámbito de la universidad a su competencia. Todavía es pronto 
para evaluar las ventajas y desventajas de esta decisión. En todo caso, y 
a partir de la reforma constitucional de 2011, es imposible que los oddu 
hagan a un lado la idea de que los derechos humanos se materializan en 
la universidad, por lo que de una forma u otra es necesario considerarles 
en las labores de defensa.

Casi todos estos organismos representan a todos los sectores 
de la comunidad (alumnos, docentes y administrativos). Algunos sola-
mente son competentes para conocer asuntos planteados por maestros 
y alumnos. Puesto que casi todos están impedidos para cono-
cer de asuntos laborales, son pocos los administrativos que pueden 
acudir a la defensoría, limitándose estos casos a situaciones de dis-
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criminación, acoso y otras similares, que no inciden en el ámbito 
laboral.

Los oddu pueden conocer, en la mayoría de los casos, a petición de 
parte y de oficio. Algunos solamente pueden conocer en el primer caso. 
Para abrir una queja de oficio, generalmente se solicita que el interesado 
acuda a ratificarla para poder continuar.

La mayoría de los oddu incorporan los principios de inmediatez, 
concentración y celeridad, proponiendo soluciones inmediatas que evi-
ten formalismos innecesarios. Por ello, casi todos tienen, por ley, la facul-
tad de moverse libremente por la institución y de solicitar información 
y documentos a cualquier autoridad. Aunque es posible que cierta infor-
mación confidencial les sea negada, la autoridad tiene que justificar y 
fundar su negativa. Los propios oddu tienen la obligación de procurar la 
información que se les solicita, siempre y cuando no se ponga en riesgo 
el secreto profesional o la identidad de sus asesorados.

La mayoría de los oddu no tienen competencia para conocer asun-
tos laborales, electorales o sindicales (salvo que involucren otros dere-
chos que no tengan esa naturaleza y que se vinculen a derechos humanos 
o relacionados con el procedimiento), resultados de evaluaciones aca-
démicas de alumnos y profesores (salvo que, nuevamente, se trate de 
cuestiones relacionadas con el procedimiento) y, en general, de cualquier 
asunto que pueda ser conocido por otra autoridad. Esto tiene que ver 
con el agotamiento de la instancia, que, en la mayoría de los casos, suele 
ser una condición para acudir al oddu.

Estas defensorías de derechos universitarios no solamente tramitan 
quejas. Su función principal reside en atender consultas y asesorías, que 
en numerosas ocasiones pueden resolver el asunto de forma expedita. 
Aunque algunos llevan un registro de todas las consultas, la mayoría 
solamente documenta las quejas, reclamaciones o denuncias formales, 
que deben presentarse en los formatos que la defensoría diseña (aunque 
casi todos admiten escritos en formato libre), que deben contener datos 
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mínimos de identificación, el asunto que se plantea, los derechos que se 
consideran lastimados y la firma. Los datos de identificación son funda-
mentales porque ningún oddu atiende quejas anónimas, si bien guardan 
reserva de la información y en ocasiones de la identidad de quienes acu-
den a ella.

El anonimato es una causa para desechar la solicitud en todos los 
oddu, así como la incompetencia o el momento en que se verificó la 
violación, ya que en la mayoría de los casos hay un plazo para acudir a la 
defensoría una vez que ha sucedido o se ha conocido el hecho violatorio. 
Este plazo varía: de 30 días (el más corto) y un año (el más amplio). 

Algunos oddu tienen la posibilidad de instrumentar medidas cau-
telares cuando se encuentre en peligro de forma irremediable la materia 
de un derecho. Esto se debe a que la razón de ser de estos organismos es 
prevenir las violaciones a derechos, o, en caso de que se hubiesen verifi-
cado, restaurar o restituir a los universitarios en el goce de los mismos lo 
más rápido posible.

La conciliación y la mediación son técnicas utilizadas por todos para 
solucionar los conflictos, aunque no en todos los casos se encuentran 
establecidas por ley. Generalmente se utilizan a discreción del oddu, 
aunque en algunos casos se establece una etapa o audiencia conciliatoria 
de forma obligatoria, una vez que se ha admitido la queja, inconformi-
dad o denuncia. 

Todos los oddu emiten recomendaciones, pero no en las mismas 
condiciones, ni tienen éstas los mismos efectos. En todos los casos de-
ben fundarse y motivarse. En algunos oddu, las recomendaciones sólo 
pueden emitirse con motivo de los supuestos específicos que están seña-
lados en la legislación, pero en la mayoría de los casos basta con que un 
derecho universitario haya sido violentado. Generalmente, la autoridad 
debe contestar si acepta o no la recomendación y tiene la posibilidad de 
recurrirla, ante diversas instancias y con numerosas consecuencias.
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En la mayoría de los oddu las recomendaciones no son vinculato-
rias, pero pueden servir como plataforma para emitir una sanción o, 
bien, limitar el ejercicio de otros derechos. En muy pocos casos, dos de 
ellos, las recomendaciones son de obligado cumplimiento.

Finalmente, todos los oddu promueven los derechos y los métodos 
para defenderlos entre los miembros de su comunidad a través de los 
diversos medios de comunicación universitaria, mediante jornadas de 
promoción, concursos y  eventos académicos. La mayoría mantienen una 
página electrónica y algunos emiten publicaciones.
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En 2016, la Secretaría de Gobernación, a través de la llamada Carta 
universitaria de derechos humanos, subrayó la necesidad de contar con más 
defensorías para procurar la defensa de los derechos humanos, dando 
por hecho la similitud entre las defensorías y los entes encargados de 
protegerlos en las entidades estatales, federales y locales. Actualmente, 
casi todos los oddu de la red realizan, de facto, funciones que los acercan 
a la figura del ombuds organizacional, ya que en la mayoría de los casos se 
procura una solución expedita al asunto, de forma flexible y preferente-
mente haciendo uso de medios alternos a los procedimientos formales. 

Desafortunadamente, no todos los oddu tienen la libertad de actuar 
de forma flexible, porque aunque la normatividad los concibe como en-
tes independientes o incluso autónomos, les impone procesos plagados 
de formalidades innecesarias, o bien plazos y términos que los acercan a 
un modelo formal, casi procesal para la atención de los asuntos y de lo 
más controvertido: recomendaciones que son vinculatorias o que afec-
tan directamente en la esfera de derechos de aquellos a los cuales están 
dirigidas.

La obligatoriedad de las recomendaciones aleja al oddu del modelo 
clásico de ombuds. No quisiéramos decir que esta circunstancia es nece-
sariamente negativa, pero sí que es conveniente reflexionar la forma en 
que impacta en el proceso, restándole flexibilidad y adjudicando al ór-
gano un carácter disciplinario que la acerca a la autoridad. En el mismo 
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caso se encuentran los oddu, cuyas recomendaciones pueden trascender 
a la esfera de derechos de las autoridades. Es uno de los puntos que, en 
nuestra opinión, debe centrarse el debate sobre la función de los oddu 
en la institución. 

La cultura de la mediación y la conciliación han supuesto una re-
volución en las tareas de los oddu. Han fortalecido su carácter flexible 
y alterno al proceso. Consideramos que la legislación ha de facilitar la 
práctica de estos medios, no sólo porque son acordes con la naturale-
za de los oddu, sino por su efectividad para solucionar conflictos con 
un daño mínimo para las relaciones interpersonales al interior de la 
institución. 

La aplicación formalista de las normas no necesariamente es respe-
tuosa de la legislación y su sentido original. En nuestra opinión, aquí re-
side la principal función que los oddu tienen dentro de sus instituciones 
y que nadie más puede realizar: señalar el momento en que se ha de ha-
cer a un lado la aplicación literal de la norma, para abrir paso al derecho 
y a la justicia mediante una interpretación respetuosa de los principios 
universitarios, sin que ello implique salir del marco de la legislación.



169Fuentes de información

Fuentes de información

[ 169 ]

Bibliohemerografía

Carmona Tinoco, J. U. (2013). La vinculación entre los derechos humanos 
y los derechos universitarios. Obra en homenaje al dr. Jorge Carpizo Mac 
Gregor.  México: unam.

González Pérez, L. R. (julio-diciembre de 2011). “El sistema no jurisdic-
cional de protección de los derechos humanos en México”. Revista 
del Instituto de Ciencias Jurídicas de Puebla, V (28), 99-122. Recupera-
do de <http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid
=S1870-21472011000200006>.

Lara Sáenz, L. (2010). “Autonomía y derechos universitarios”. Perfiles 
Educativos. Revista del Instituto de Investigaciones sobre la Universidad 
y la Educación,  XXXII, 123-132. Recuperado de <www.redalyc.org/
pdf/132/13229958009.pdf>.

Madrid, R. (2013). “El derecho a la libertad de cátedra y el concepto 
de universidad”. Revista Chilena de Derecho, 40 (1). Recuperado de  
<http://dx.doi.org/10.4067/S0718-34372013000100016>. 

Morales Reynoso, M. y Otero Parga, M. (coords.) (2014). La universidad 
humanista. México: uaem/Universidade de Santiago de Compostela.

Olvera García, J. (2014). La universidad y su expresión jurídica. Operadores ju-
rídicos universitarios en el Estado constitucional de derecho. México: Porrúa.



170 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

Puy Muñoz, F. (2017). (coord.). La universidad humanista en un mundo glo-
balizado. Madrid: Reus.

Rodríguez Cruz, A. M. (1979). El oficio de rector en la Universidad de Sala-
manca y en las universidades hispanoamericanas. Salamanca: Ediciones 
usal.

Sánchez Castañeda, A. y Márquez Gómez, D. (2016a). La defensoría de los 
derechos universitarios: institución original que necesita reformarse. Méxi-
co: unam.

Sánchez Castañeda, A. y Márquez Gómez, D. (coords.) (2016b). Los retos 
de las defensorías universitarias en el mundo. México: unam. 

Rashdall, H. (1895). The universities of Europe at the Middle Ages. Oxford: 
Claredon Press.

Tamayo y Salmorán, R. (1987). La universidad, epopeya medieval (notas para 
un estudio sobre el surgimiento de la universidad en el alto medievo). Mé-
xico: unam.

Legislaciones universitarias

Universidad Autónoma de Puebla
Ley de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla
Estatuto Orgánico de la Universidad Autónoma de Puebla 
Reglamento de la Defensoría de los Derechos Universitarios 

de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla

Instituto Politécnico Nacional
Ley Orgánica del Instituto Politécnico Nacional
Reglamento Orgánico del Instituto Politécnico Nacional
Reglamento Interno del Instituto Politécnico Nacional
Acuerdo por el que se expide la Declaración de los Derechos Politéc-

nicos y se establece la Defensoría de los Derechos Politécnicos del 
Instituto Politécnico Nacional



171Fuentes de información

Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Occidente 
Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico de Estudios Superiores  

de Occidente
Reglamento del Procurador de Derechos Universitarios del Instituto 

Tecnológico de Estudios Superiores de Occidente

Universidad Autónoma de Aguascalientes
Ley Orgánica Universidad Autónoma de Aguascalientes
Estatuto de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de Aguascalientes 
Reglamento de la Defensoría de los Derechos Universitarios

de la Universidad Autónoma de Aguascalientes

Universidad Autónoma de Chiapas
Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de Chiapas
Estatuto General de la Universidad Autónoma de Chiapas 
Acuerdo por el cual se crea la Defensoría de los Derechos Universitarios-

de la Universidad Autónoma de Chiapas

Universidad Autónoma de Ciudad Juárez
Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez 
Estatuto General de la Defensoría de los Derechos Universitarios

de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez

Universidad Autónoma de Coahuila
Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de Coahuila 
Reglamento que crea la Defensoría de los Derechos Humanos Universitarios

de la Universidad Autónoma de Coahuila

Universidad Autónoma de Guanajuato
Ley Orgánica Universidad Autónoma de Guanajuato
Estatuto Orgánico de la Universidad Autónoma de Guanajuato 



172 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

Reglamento de la Procuraduría Universitaria de los Derechos Académi-
cos de la Universidad Autónoma de Guanajuato

Universidad Autónoma de Guerrero
Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de Guerrero 
Estatuto de la Universidad Autónoma de Guerrero 
Reglamento de la Defensoría de los Derechos Humanos y Universitarios 

de la Universidad Autónoma de Guerrero

Universidad Autónoma de la Ciudad de México
Ley de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México 
Estatuto de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universi-

dad Autónoma de la Ciudad de México
Acuerdo mediante el cual se establece la Defensoría del Estudiante de la 

Universidad Autónoma de la Ciudad de México

Universidad Autónoma de Morelos
Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de Morelos 
Estatuto Universitario de la Universidad Autónoma de Morelos
Reglamento de la Procuraduría de los Derechos Académicos de la Uni-

versidad Autónoma de Morelos

Universidad Autónoma de Zacatecas
Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de Zacatecas 
Estatuto General de la Universidad Autónoma de Zacatecas 

Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo
Ley Orgánica de la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo
Estatuto General de la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo

Universidad Autónoma del Estado de México
Ley de la Universidad Autónoma del Estado de México



173Fuentes de información

Estatuto Universitario de la Universidad Autónoma del Estado de México
Reglamento de la Defensoría de los Derechos Universitarios

de la Universidad Autónoma del Estado de México
Reglamento Interno de la Defensoría de los Derechos Universitarios

de la Universidad Autónoma del Estado de México

Universidad Autónoma Metropolitana
Ley Orgánica de la Universidad Autónoma Metropolitana 
Reglamento General de la Universidad Autónoma Metropolitana 
Reglamento de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Uni-

versidad Autónoma Metropolitana

Universidad de Ciencias y Artes de Chiapas
Ley Orgánica de la Universidad de Ciencias y Artes de Chiapas 
Estatuto General de la Universidad de Ciencias y Artes de Chiapas
Estatuto de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universi-

dad de Ciencias y Artes de Chiapas

Universidad de Sonora
Ley Orgánica de la Universidad de Sonora 
Estatuto de la Universidad de Sonora 
Estatuto de la Comisión de Derechos Universitarios de la Universidad 

de Sonora
Reglamento Interno de la Comisión de Derechos Universitarios de la 

Universidad de Sonora

Universidad Iberoamericana Ciudad de México
Estatuto Orgánico de la Universidad Iberoamericana-Ciudad de México 
Reglamento de la Procuraduría de Derechos Universitarios de la Univer-

sidad Iberoamericana-Ciudad de México



174 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

Universidad Iberoamericana-León
Estatuto Orgánico de la Universidad Iberoamericana-León
Reglamento de la Procuraduría de Derechos Universitarios de la Univer-

sidad Iberoamericana-León

Universidad Iberoamericana Puebla
Estatuto Orgánico de la Universidad Iberoamericana Puebla
Reglamento del Procurador de Derechos Universitarios de la Universi-

dad Iberoamericana-Puebla 

Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo
Ley Orgánica de la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo
Reglamento de la Defensoría de los Derechos Humanos Universitarios 

Nicolaítas de la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo

Universidad Nacional Autónoma de México
Ley Orgánica de la Universidad Nacional Autónoma de México 
Estatuto de la Universidad Nacional Autónoma de México 
Estatuto de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universi-

dad Nacional Autónoma de México
Reglamento de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Uni-

versidad Nacional Autónoma de México

Universidad Veracruzana
Ley Orgánica de la Universidad Veracruzana 
Estatuto Universidad Veracruzana 
Ley de Autonomía de la Universidad Veracruzana 
Reglamento de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Uni-

versidad Veracruzana

Estatuto de la Red de Organismos Defensores de Derechos Universitarios  



175Fuentes de información

Páginas electrónicas

Association of Canadian College and University Ombudspersons. Recu-
perado de <http://www.uwo.ca/ombuds/assoc.html>.

Benemérita Universidad Autónoma de Puebla. Recuperado de <http://
www.buap.mx>.

Defensoría de los derechos universitarios de la Benemérita Universidad Au-
tónoma de Puebla. Recuperado de <http://www.defensoria.buap.mx>.

Conferencia estatal de defensores universitarios. Recuperado de <http://
www.cedu.es/>.

European Network of Ombudsmen en Higher Education. Recuperado 
de <http://www.enohe.net/>.

Instituto Politécnico Nacional. Recuperado de <http://www.ipn.mx>.
Defensoría de los Derechos Politécnicos del Instituto Politécnico Nacional. 

Recuperado de <http://www.ipn.mx/defensoria/Paginas/inicio.aspx>.
Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Occidente. Recuperado 

de <http://www.iteso.mx>.
Procurador de los Derechos Universitarios del Instituto Tecnológico de 

Estudios Superiores de Occidente. Recuperado de <http://www.de-
rechosuniversitarios.iteso.mx/index.php>.

Red de Organismos Defensores de los Derechos Universitarios (reddu). 
Recuperado de <http://www.reddu.org.mx/reddu/index.html>.

Red Iberoamericana de Defensores Universitarios (ridu). Recuperado 
de <http://www.eweb.unex.es/eweb/ridu/?Bienvenido_a_RIDU>.

Universidad Autónoma de Aguascalientes. Recuperado de <http://www.
uaa.mx>.

Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autónoma
de Aguascalientes. Re cuperado de <http://defensoria.uaa.mx/
quees/index.php>.

Universidad Autónoma de Chiapas. Recuperado de <http://www.unach.mx>.



176 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autónoma 
de Chiapas. Recuperado de <http://www.unach.mx/directorio>.

Universidad Autónoma de Ciudad Juárez. Recuperado de <http://www.
uacj.mx>.

Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autónoma 
de Ciudad Juárez. Recuperado de <http://www.uacj.mx/ddu/Pagi 
nas/default.aspx>. 

Universidad Autónoma de Coahuila. Recuperado de <http://www. 
uadec.mx/>. 

Defensoría de los Derechos Humanos Universitarios de la Universidad 
Autónoma de Coahuila. Recuperado de <http://www.uadec.mx/de-
fensoria/>.

Universidad Autónoma de Guanajuato. Recuperado de <http://www.
ugto.mx>.

Procuraduría Universitaria de los Derechos Académicos de la Universi-
dad Autónoma de Guanajuato. Recuperado de <http://www.ugto.
mx/directorio-universidad-guanajuato/procuraduria-universitaria-
de-los-derechos-academicos-prunida>.

Universidad Autónoma de Guerrero. Recuperado de <http://www. 
uagro.mx>.

Universidad Autónoma de la Ciudad de México. Recuperado de <http://
www.uacm.edu.mx>.

Defensoría del Estudiante de la Universidad Autónoma de la Ciudad 
de México. Recuperado de <http://desarrollo.uacm.edu.mx/sitios/
defensoria_estudiante/conciliacion.html>.

Universidad Autónoma de Morelos. Recuperado de <http://www.uaem.mx>.
Procuraduría de los Derechos Académicos de la Universidad Autónoma 

de Morelos. Recuperado de <http://www.uaem.mx/estudiantes-y-
egresados/procuraduria-de-los-derechos-academicos/>.

Universidad Autónoma de Zacatecas. Recuperado de <http://www.uaz.
edu.mx>.



177Fuentes de información

Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autóno-
ma de Zacatecas. Recuperado de <http://defensoria.uaz.edu.mx/
index>.

Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo. Recuperado de <http://
www.uaeh.edu.mx>.

Defensor Universitario de la Universidad Autónoma del Estado de Hi-
dalgo. Recuperado de <https://www.uaeh.edu.mx/defensor_univ/
principal.html>.

Universidad Autónoma del Estado de México. Recuperado de <http://
www.uaemex.mx>.

Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autóno-
ma del Estado de México. Recuperado de <http://www.uaemex.mx/
ddu/index.php>.

Universidad Autónoma Metropolitana. Recuperado de <http://www.
uam.mx>.

Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Autónoma 
Metropolitana. Recuperado de <http://ddu.uam.mx/>.

Universidad de Ciencias y Artes de Chiapas. Recuperado de <http://
www.unicach.mx>.

Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad de Ciencias y 
Artes de Chiapas. Recuperado de <http://ddu.unicach.mx/index.php>.

Universidad de Sonora. Recuperado de <http://www.uson.mx>.
Comisión de Derechos Universitarios de la Universidad de Sonora. Re-

cuperado de <http://www.cdu.uson.mx/index.php>.
Universidad Iberoamericana Ciudad de México. Recuperado de <http://

www.ibero.mx>.
Procuraduría de Derechos Universitarios de la Universidad Iberoame-

ricana Ciudad de México. Recuperado de <http://derechosuniversi 
tarios.ibero.mx/>.

Universidad Iberoamericana-León. Recuperado de <https://www.leon.
uia.mx/>.



178 Los organismos defensores de los derechos universitarios en México...

Procuraduría de los Derechos Universitarios de la Universidad Ibe-
roamericana-León. Recuperado de <http://derechosuniversitarios.
leon.uia.mx/>.

Universidad Iberoamericana-Puebla. Recuperado de <https://www.ibe 
ropuebla.mx/>.

Procuraduría de Derechos Universitarios de la Universidad Iberoameri-
cana-Puebla. Recuperado de <http://www.iberopuebla.mx/la-ibero/
servicios/procuraduria>.

Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo. Recuperado de 
<http://www.umich.mx/>.

Procuraduría de los Derechos Humanos Universitarios Nicolaítas de la 
Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo. 

Universidad Nacional Autónoma de México. Recuperado de <http://
www.unam.mx>. 

Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Nacional Au-
tónoma de México. Recuperado de <http://www.ddu.unam.mx/>.

Universidad Veracruzana. Recuperado de <http://www.uv.mx>.
Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad Veracruzana. 

Recuperado de <http://www.uv.mx/defensoria/>.

Otras fuentes

Juncosa Carbonell, A. (1996). “Reflexiones sobre la figura y función del 
síndic de greuges a partir de una experiencia personal”. Conferencia 
pronunciada en el marco del Primer Encuentro estatal de defensores uni-
versitarios de 1996, celebrado en la Universitat Jaume I de Castellón, 
Valencia. Recuperado de <http://www.cedu.es/images/otros_docu 
mentos/conferencias/Juncosa_1996_09.pdf>.



Los organismos defensores de los de-

rechos universitarios en México. Una 

mirada desde la reddu, se terminó de 

imprimir el 20 de diciembre de 2017, en 

los talleres de Ediciones Verbolibre, S.A. de 

C.V., 1o. de mayo núm. 161-A, Col. Santa 

Anita, Deleg. Iztacalco, México, Ciudad de 

México, C.P. 08300. Tel.: 3182-0035. <edi 

 cionesverbolibre@gmail.com>. La edición 

consta de 500 ejemplares.








